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INTERPONE RECURSO DE APELACIÓN. PLANTEA ARBITRARIEDAD DE 

SENTENCIA. DESARROLLA AGRAVIOS SOBRE VALORACIÓN 

PROBATORIA, VIOLENCIA DE GÉNERO EN EL ÁMBITO SINDICAL, 

DISCRIMINACIÓN, DESOBEDIENCIA Y PRESCRIPCIÓN. INDIVIDUALIZA 

HECHOS, PRUEBAS Y REGISTROS. FORMULA RESERVAS: 

 

 

Excma. Cámara de Casación y Apelaciones en lo Penal, Penal Juvenil, 

Contravencional y de Faltas: 

 

Mariel Betina SANTILLÁN, DNI 20.703.621, con domicilio real en Av. 

Almirante Brown 5709, localidad de Punta Lara, Provincia de Buenos Aires, 

manteniendo domicilio electrónico constituido en el e-mail: 

legalidadplena@gmail.com y el procesal en Av. Presidente Julio A. Roca 695 -Piso 

5°, “B”-, Ciudad Autónoma de Buenos Aires (C.A.B.A.), con el patrocinio letrado 

del Dr. Juan E. SAUCEDO (T°: 117- F°: 178, C.P.C.A.F.), teléfono de contacto: 

(11) 61169131, en los autos:  “DURDOS, RAÚL OMAR SOBRE 53 — 

MALTRATAR Y OTROS” (DEB 19990/2023-3, CUIJ DEB J-01-00019990-3/2023-

3), del registro del Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas N° 2 de esta 

Ciudad, a VV.EE. respetuosamente digo: 

 

I.- OBJETO: 

Vengo a interponer, por ante el Juzgado de origen y para su conocimiento 

por esa Excma. Cámara, recurso de apelación contra los puntos II y III de la 

sentencia cuyos fundamentos fueron dictados el 14 de septiembre de 2026 

(Actuación 2138474/2026), correspondientes al veredicto pronunciado el 4 de 

septiembre de 2026, mediante los cuales el Dr. José Raúl BÉGUELIN, titular del 

Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas N° 2, absolvió a Raúl Omar 

DURDOS (DNI 8.362.642), de las imputaciones contravencionales y del delito de 

desobediencia a la autoridad. 

La impugnación se sustenta en la arbitrariedad del pronunciamiento por no 

constituir, en los capítulos cuestionados, una derivación razonada del derecho 
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vigente aplicada a las circunstancias comprobadas. La crítica no se limita a 

proponer una lectura distinta de declaraciones aisladas: identifica premisas 

jurídicas defectuosas, conexiones probatorias desatendidas y explicaciones 

insuficientes que incidieron sobre la decisión absolutoria. 

La sentencia reconoce hechos, documentos, intervenciones personales y 

consecuencias que luego no articula adecuadamente. Considera la motivación 

política como una explicación excluyente de la violencia de género; equipara la 

existencia de facultades estatutarias con la ausencia de finalidad abusiva; y 

restringe el alcance de una orden judicial mediante una separación entre la 

persona protegida y su actuación institucional que no encuentra justificación 

suficiente en el contenido del mandato ni en el contexto de su dictado. 

Se cuestiona, particularmente, la falta de ponderación de mi posición 

concreta dentro de la organización: la única mujer que, según declaré en el 

debate, integraba con voz y voto el Secretariado Nacional y el Consejo Directivo, 

mientras las restantes mujeres mencionadas ocupaban cargos distintos, sin 

idéntica participación en esos órganos. 

Ese extremo debe relacionarse con la privación de recursos, la pérdida de 

colaboradores, las restricciones de comunicación, la afectación clínica 

documentada, la licencia prolongada relatada en juicio y el funcionamiento de la 

Secretaría de la Mujer durante mi ausencia. La conservación nominal del cargo, 

del salario o de una oficina no responde a una acusación de vaciamiento 

funcional. 

También se impugna el tratamiento de las manifestaciones del propio 

acusado. Una vez identificada su voz en los registros relevantes, correspondía 

examinar el contenido de sus explicaciones: la exigencia de obediencia, la 

decisión de dejar de atender mis pedidos y la expresa vinculación del 

agravamiento de ese trato con la denuncia formulada en su contra. 

Solicito, por consiguiente, que se deje sin efecto el pronunciamiento en los 

capítulos afectados y se adopte el remedio jurídicamente procedente, 

distinguiendo los errores de derecho susceptibles de corrección sobre hechos 

fijados de aquellos agravios que comprometen la determinación fáctica o la 

regularidad del procedimiento. 
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La pretensión conserva la autonomía del segmento penal respecto del 

contravencional. No se impugna el rechazo de las nulidades promovidas por la 

Defensa ni el reconocimiento de que esta parte tuvo razones plausibles para 

litigar. Tampoco se amplían los hechos, las personas damnificadas o las penas 

solicitadas al concluir el debate. 

 

II.- ADMISIBILIDAD TEMPORAL Y SUSTANTIVA: 

La admisibilidad formal y sustancial del presente recurso de apelación se 

asienta de manera inquebrantable en la legitimación activa de esta Querellante, 

en el gravamen irreparable y definitivo ocasionado por el arbitrario fallo 

absolutorio, y en la formulación de una crítica concreta, razonada y autosuficiente 

de sus endebles fundamentos.  

El escrutinio de admisibilidad exige ponderar la debida oportunidad de la 

impugnación a la luz de las garantías constitucionales que amparan el derecho a 

recurrir, armonizando los requisitos propios de los regímenes penal y 

contravencional en estricta atención a la naturaleza inescindible y mixta del 

pronunciamiento atacado. 

1).- Legitimación y gravamen.- 

La absolución dictada por el Magistrado de grado ocasiona un gravamen 

actual, concreto y definitivo a esta parte, quien intervino activamente como 

acusadora particular, ofreció, produjo y controvirtió prueba dirimente, y sostuvo 

inalterable una pretensión punitiva concreta durante todo el desarrollo del juicio 

oral y público. 

La continuación de la acción pública bajo las formalidades procesales 

previstas para la actuación autónoma de la Querella no modifica, diluye ni cercena 

la naturaleza sustantiva del delito de desobediencia a la autoridad y de las figuras 

contravencionales endilgadas. 

La legitimación recursiva se ejerce dentro del amparo tutelar del Código 

Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CPPCABA), sin postular 

un hipotético derecho absoluto a obtener condena ni desconocer la presunción de 

inocencia, pero exigiendo el estricto cumplimiento del debido proceso. 
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El interés jurídicamente protegido que habilita esta instancia revisora 

consiste en el derecho a obtener una decisión jurisdiccional lógicamente fundada, 

derivada razonadamente del derecho vigente y de las constancias de la causa. 

Ello impone, como imperativo constitucional, que los hechos denunciados, las 

explicaciones alternativas de la Defensa y las corroboraciones probatorias de 

cargo sean examinados mediante un razonamiento verificable, holístico y con 

perspectiva de género, sin excluir de antemano modalidades de violencia por el 

mero hecho de haberse desarrollado al amparo de un ámbito "institucional". 

El presente recurso individualiza con precisión quirúrgica los fundamentos 

decisivos que se cuestionan y explica su incidencia nulificante: la falsa dicotomía 

y oposición entre conflicto político y violencia de género; la interpretación 

dogmática y restrictiva de la orden protectoria; la arbitraria equiparación entre 

competencia estatutaria y licitud en el ejercicio abusivo de esa competencia; y la 

valoración fragmentada, sesgada y omisiva de las manifestaciones 

autoincriminatorias del imputado, de los testimonios rendidos, de los documentos 

y de las pericias. 

2).- Notificación, régimen temporal e inescindibilidad del debate mixto.- 

Los fundamentos de la sentencia puesta en crisis fueron notificados 

mediante Cédula Electrónica 611517/2026, fechada el 14/09/2026, que 

individualiza como instrumento adjunto la Actuación 2138474/2026. 

En este estadio, resulta insoslayable abordar la coexistencia normativa de 

los plazos recursivos. Mientras que para el segmento penal rige el plazo amplio 

de diez (10) días establecido por el art. 293 del CPPCABA, respecto del 

componente contravencional la Ley de Procedimiento Contravencional (LPC) 

prevé en su art.  56 un exiguo plazo especial de cinco (5) días. 

Sin embargo, al tratarse de una sentencia de naturaleza mixta (penal y 

contravencional), emanada de un único debate oral y público, y cimentada sobre 

una plataforma fáctica, probatoria y contextual absolutamente inescindible, la 

exigencia de compartimentar y escindir el plazo de impugnación atenta de manera 

directa contra la garantía de la tutela judicial efectiva y el debido proceso. Un 

análisis conglobado de la sentencia no puede ni debe mutilarse por la imposición 

de un rigorismo formal que fragmente el acto de defensa. 
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En estricta aplicación del principio hermenéutico que manda interpretar 

restrictivamente cualquier limitación a los derechos fundamentales (principio pro 

actione y pro recurso), la coexistencia de ambos regímenes en un único fallo 

mixto obliga a aplicar el plazo más garantista y favorable para el ejercicio del 

derecho a revisión. Dividir el plazo recursivo implicaría obligar a la víctima a 

formular un análisis desmembrado de una resolución cuyos fundamentos resultan 

interdependientes. 

Esta exégesis se impone por imperio del bloque de constitucionalidad 

federal. El derecho al recurso y a la revisión integral del fallo se encuentra 

consagrado en el art. 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y en el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

A nivel interno, dicha garantía halla resguardo en la inviolabilidad de la defensa en 

juicio (art. 18, CN) y en el art. 13.3 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, el cual garantiza el derecho a una revisión judicial efectiva. Limitar 

a cinco días el análisis de una sentencia compleja que absorbe y dirime 

simultáneamente un delito de desobediencia y un hostigamiento contravencional 

continuado, configuraría una restricción irrazonable e inconstitucional del derecho 

a recurrir. 

Por consiguiente, se solicita a la Alzada que examine la procedencia de la 

impugnación integral del fallo dentro del término de diez (10) días correspondiente 

al pronunciamiento penal. Subsidiariamente, y solo para el hipotético supuesto de 

recaer una decisión adversa sobre la tempestividad de la impugnación del 

segmento contravencional, formulo expresa reserva para que dicho eventual 

rechazo quede estrictamente circunscripto a ese componente, sin que pueda bajo 

ningún concepto extenderse, afectar o invalidar el tratamiento de los agravios 

autónomos y temporáneos relativos a la absolución por el delito de desobediencia 

a la autoridad (art. 239, CP). 

3).- Suficiencia de la crítica.- 

La mera extensión descriptiva o el volumen de la reseña probatoria 

plasmada en una sentencia no demuestra, por sí misma, que el Magistrado haya 

efectuado una valoración integral, armónica y conforme a las reglas de la sana 

crítica. Describir asépticamente una prueba documental o reproducir 
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fragmentariamente una declaración testimonial no equivale, jurídicamente, a 

explicar de manera fundada su incidencia frente a la hipótesis fáctica acusatoria y 

su interconexión con las restantes constancias de cargo. 

Por ello, esta impugnación no se limita a denunciar una inexistencia absoluta 

de motivación (omisión de pronunciamiento), sino que ataca frontalmente su 

manifiesta insuficiencia, contradicción y sesgo en aspectos dirimentes de la 

causa. Se cuestiona, con vehemencia procesal, la abismal distancia existente 

entre los gravísimos hechos materiales que el propio fallo reconoce como 

probados y las premisas dogmáticas que el sentenciante utiliza a renglón seguido 

para descartarlos o privarlos arbitrariamente de relevancia jurídica penal. 

Cada uno de los agravios esgrimidos en esta pieza se encuentra 

indisolublemente vinculado con episodios fácticos determinados, documentos 

debidamente individualizados, declaraciones testimoniales concretas y pasajes 

exactos de los registros de audio y video. De este modo, el examen 

encomendado a la Cámara de Casación no requiere reconstruir una hipótesis 

acusatoria distinta de la debatida en el plenario, garantizando el pleno respeto al 

principio de congruencia. 

4).- Legitimación examinada en esta misma causa.- 

La legitimación procesal de esta Querella no constituye una cuestión 

opinable en esta instancia, toda vez que ha quedado sellada y validada como ley 

del caso por resoluciones judiciales firmes dictadas en estos mismos actuados. 

En efecto, el Juzgado PCyF N° 8, en fecha 30/09/2024, rechazó de plano las 

excepciones defensivas de falta de acción y prescripción articuladas por la 

defensa de DURDOS. Posteriormente, la Sala I de la Excma. Cámara de 

Apelaciones confirmó dicha decisión en todas sus partes el 16/12/2024 (Incidente 

19990/2023-1, Actuación 2883212/2024), con intervención de los Magistrados 

Dres. Elizabeth M. MARUM, Marcelo P. VÁZQUEZ y Fernando BOSCH. 

La referida Sala consideró expresamente configurado el perjuicio directo, 

actual y concreto de la persona protegida por la orden judicial. Dictaminó que la 

tutela de la administración pública y del normal funcionamiento de la justicia —

bien jurídico protegido por el art. 239 del Código Penal— no excluye de ningún 

modo la palmaria afectación individual y material de quien resulta ser la 
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destinataria directa de la medida de protección frente a los actos de hostigamiento 

cuyo cese se dispuso jurisdiccionalmente. 

Esta contundente conclusión responde de forma definitiva a la infundada 

objeción defensiva de falta de legitimación; no transforma jurídicamente la 

desobediencia en un delito de acción privada, sino que consagra el irrestricto 

derecho de la víctima a ejercer el rol de Querellante para garantizar la sanción del 

victimario. 

Asimismo, corresponde destacar que la resolución dictada el 17/03/2025 

(Actuación 376309/2025), en el marco del Incidente 19990/2023-2, declaró 

formalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad defensivo dirigido a 

cuestionar el capítulo de prescripción. Su objeto y efectos preclusivos deben 

mantenerse estrictamente diferenciados del tratamiento de la legitimación ya 

validada y de la posterior e independiente valoración de la prueba de cargo 

producida en el debate. 

 

III.- IDENTIFICACIÓN DE REGISTROS, PARTES, TESTIGOS Y 

DELIMITACIÓN DE LA PRUEBA UTILIZADA: 

A fin de facilitar el examen de los agravios y el control de sus referencias 

probatorias, se individualizan a continuación los registros audiovisuales, los 

legajos documentales, las partes y los testigos mencionados, precisando la 

intervención de cada persona y el alcance de las fuentes utilizadas. 

Esta delimitación permite distinguir la prueba efectivamente incorporada de 

las alegaciones de parte y preservar la primacía de los registros originales sobre 

sus transcripciones, sin atribuir a ningún elemento un valor probatorio que exceda 

su contenido. 

1).- Registros del debate.- 

Se mantienen las siguientes identificaciones: 
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Clave Registro Contenido de referencia 

D1-A 31/08/2026 — 2257-

1 

Apertura; declaraciones de SANTILLÁN y 

MONGE. 

D1-B 31/08/2026 — 2257-

3 

Declaraciones de MIRANDA, BRUNO, 

VILLALBA y COHEN. 

D2-A 04/09/2026 — 0233-

1 

Individualización documental; declaraciones 

de NOREMBERG, AGUIRRE, SOSA y 

VARGAS. 

D2-B 04/09/2026 — 0233-

2 

Continuación de VARGAS; declaración de 

FOJO e incorporación por lectura. 

D2-C 04/09/2026 — 0233-

3 

Alegatos de clausura y réplicas. 

D2-D 04/09/2026 — 0233-

4 

Veredicto y explicaciones preliminares del 

Magistrado. 

 

Las referencias temporales corresponden al reloj propio de cada archivo.  

2).- Audios sindicales.- 

Se emplean las siguientes denominaciones: 

AU1: “1.- Secretariado Nacional 19-07-23.m4a”. 

AU2: “2.- Consejo Directivo 03-08-23.m4a”. 

AU3: “3.- Secretariado Nacional 22-08-23”. 

AU4: “4.- Secretariado Nacional 27-09-23.m4a”, cuyo encabezamiento 

documental consigna, separadamente, fecha 28/09/2023. 

AU5: “5.- Congreso Gral. de Delegados 11-10-23.MP3”. 

Las transcripciones fueron individualizadas como conjunto en CP1, páginas 

339–401, durante D2-A, tramo 00:11:09–00:12:25. Se distingue su incorporación 

documental de la utilización pericial de los archivos y de los fragmentos 

efectivamente reproducidos en el juicio. 

El archivo “AUDIO-2023-08-23-11-34-24”, relativo a la conversación con 

Damián SOLER, no corresponde a AU3. Tampoco debe confundirse AU4 con el 

archivo “4.- video WhatsApp video 2023-05-30 at. 07.53.29”. 
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3).- Legajos e incorporación documental.- 

Se mantienen las denominaciones utilizadas durante el debate: CC1, 

“DURDOS contravencional 1”, y CP1, “Causa penal 1”. 

La documentación fue individualizada en D2-A, tramo 00:04:05–00:15:23. La 

incorporación por lectura fue ratificada en D2-B, tramo 02:31:27–02:31:40. 

La resolución protectoria quedó identificada en CP1, páginas 192–211, y su 

notificación en páginas 212–223, según la precisión realizada en D2-B, tramo 

02:30:38–02:30:50. 

La admisión de documentos determinados no equivale a la incorporación 

indiscriminada de los legajos de investigación. Del mismo modo, la transcripción 

de un audio no constituye una corroboración independiente de ese mismo 

registro, y las afirmaciones de los alegatos no sustituyen la prueba de los hechos. 

4).- Individualización de las personas relevantes.- 

 

Persona DNI Intervención 

Mariel Betina 

SANTILLÁN 

20.703.621 Querellante; Secretaria de la Mujer. 

Raúl Omar 

DURDOS 

8.362.642 Imputado; Secretario General. 

Ingrid Evelyn 

MONGE 

28.629.762 Subsecretaria de Relaciones Laborales. 

Analía Vanina 

MIRANDA 

28.638.918 Subsecretaria de la Mujer. 

Gabriela Claudia 

BRUNO 

18.286.598 Licenciada en Psicología; asesora de la 

Secretaría de la Mujer. 

David Alejandro 

VILLALBA 

30.755.560 Secretario General Adjunto. 

Salvador Luis 

COHEN 

13.915.906 Secretario de Tesorería. 

Adrián 

NOREMBERG 

21.671.619 Ingeniero electrónico; perito de parte. 
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Walter Saúl 

AGUIRRE 

25.170.094 Congresal por la Seccional Posadas. 

Ramón Adrián 

SOSA 

24.660.980 Secretario de Turismo. 

Jorge Alejandro 

VARGAS 

33.459.176 Secretario de Relaciones Laborales. 

Sandra Noemí 

FOJO 

26.201.946 Abogada del SOMU; intervención en 

decisiones y comunicaciones sindicales. 

 

Los antecedentes profesionales de NOREMBERG y BRUNO se consideran 

conforme a lo que declararon bajo juramento, sin atribuir una verificación 

autónoma de títulos o matrículas que exceda las constancias examinadas.  

5).- Criterio de utilización de las transcripciones.- 

Se conservan los pasajes que permiten controlar la teoría del caso, las 

manifestaciones relevantes, las contradicciones y las respuestas del Magistrado.  

 

IV.- HECHOS ATRIBUIDOS Y DELIMITACIÓN DEL OBJETO IMPUGNADO: 

A los fines de circunscribir el alcance de la presente vía recursiva y 

resguardar incólume el ineludible principio de congruencia, resulta imperativo 

delimitar con estrictez la plataforma fáctica que constituyó el objeto del debate y 

que en esta instancia se somete a revisión de la Excma. Cámara. 

El presente apartado tiene por cometido precisar los actos materiales y 

concretos atribuidos al encartado DURDOS —consistentes en la matriz de 

hostigamiento sistemático, el vaciamiento funcional de la Secretaría de la Mujer y 

la contumaz desobediencia a la manda judicial protectoria—, deslindándolos con 

claridad de aquellas rencillas o cuestiones puramente políticas que el Juez a quo 

introdujo y magnificó de manera improcedente para forzar una absolución 

dogmática.  

Consecuentemente, el embate impugnativo se ciñe, de forma exclusiva y 

excluyente, a la demostración de la manifiesta arbitrariedad, la orfandad lógica y 

el sesgo valorativo en los que incurrió el sentenciante al ponderar este núcleo 
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fáctico, el cual fue debida y oportunamente acusado, sostenido y acreditado en el 

plenario. 

1).- Imputación inicial.- 

La sentencia (apartado I.1.a, páginas 1–4), reproduce la imputación de 

elevación y apertura. Su núcleo consistió en que, a partir de las reuniones del 

Secretariado Nacional y del Consejo Directivo del 1 y 8 de junio de 2022, 

DURDOS habría dispensado a esta Querellante un trato desigual, sistemático e 

ininterrumpido como consecuencia de mi voto favorable a la reincorporación de 

VILLALBA, con la finalidad de cercenar el ejercicio de mis funciones. 

La imputación situó esos actos en un contexto de violencia de género, 

asimetría de poder, degradación, humillación, temor, frustración y limitación de mi 

carrera política. Se atribuyeron, concretamente, los siguientes episodios: 

a).- Honorarios de BRUNO: La decisión de no pagar en tiempo y forma las 

facturas de septiembre, octubre y noviembre de 2022, correspondientes a los 

servicios prestados a la Secretaría de la Mujer para implementar el “Protocolo de 

intervención y acción en casos de discriminación, acoso y/o violencia laboral y por 

razones de género ejercidos contra personal marítimo”, pese a su presentación y 

a los reclamos efectuados. 

b).- Gestión en San Nicolás: La falta de reconocimiento de la gestión que 

permitió adquirir mobiliario para la delegación sindical en junio de 2022. 

c).- Gestión en Ensenada: La denegación, en septiembre de 2022, de la 

autorización para visitar a una afiliada en el Astillero de Ensenada. 

d).- Viaje a Estados Unidos: La falta de respuesta oportuna a la solicitud de 

participación en el programa “Mujeres líderes del sindicalismo argentino” y la 

comunicación de la negativa el 27/09/2022, el mismo día del viaje. 

e).- Licencia gremial de MIRANDA: Su revocación el 27/01/2023, con la 

consiguiente modificación del equipo de trabajo de la Secretaría. 

f).- Recursos materiales y logísticos: La falta de respuesta a los pedidos de 

automóvil, residencia y viáticos formulados desde el 18/01/2023. 

g).- Comunicación institucional: La ausencia de comunicación fluida desde 

junio de 2022, que obligó a canalizar reiteradamente los requerimientos por mesa 

de entradas y mediante correos institucionales. 
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La segunda parte de la imputación comprendió la desobediencia a las 

medidas protectorias dispuestas el 16/05/2023 por el Juzgado PCyF N° 8, 

notificadas al imputado el 17/05/2023, consistentes en el cese de todo acto de 

perturbación o intimidación, directo o indirecto, contra mi persona mientras durara 

el proceso, bajo apercibimiento del art. 239 del Código Penal. 

Dentro de ese segmento se atribuyeron: 

a).- Exclusión de “Info SOMU”: Haber permitido que el Secretario de Prensa, 

Fernando ORDÓÑEZ, me eliminara del grupo de WhatsApp el 22/05/2023. 

b).- Campaña digital: Haber habilitado o tolerado publicaciones de 

desprestigio y desinformación, entre ellas un video difundido desde “Durdos 

Conducción” con audios editados para presentarme como una dirigente 

prepotente o autoritaria. 

c).- Restricción de comunicaciones: El correo remitido por ORDÓÑEZ el 

31/05/2023, bajo el asunto “Información”, que expresaba: 

“Le comunico que el uso no solicitado ni autorizado de crear una cuenta en 

Facebook bajo la nominación institucional Secretaria de la Mujer SOMU para 

publicar temas ajenos a la propia competencia de esa Secretaría (art. 49 Estatuto) 

generan confusión en el afiliado, por lo cual, toda mención sobre temas 

específicos debe ser canalizada por la Secretaría de Prensa, en la página oficial 

del gremio”. 

d).- Impulso del procedimiento disciplinario: La convocatoria a la reunión del 

Secretariado Nacional del 19/07/2023 con inclusión del punto “Situación de los 

compañeros David Villalba y Betina SANTILLÁN”, señalado como represalia por la 

denuncia. 

e).- Fundación Azul: La orden de impedir mi ingreso el 16/08/2023, cuando 

se desarrollaba un almuerzo. 

f).- Acceso a documentación y sanción: La falta de entrega, entre julio y 

agosto de 2023, de actas y elementos de cargo solicitados para ejercer la defensa 

frente al procedimiento que culminó el 11/10/2023 con una suspensión de 

cuarenta y cinco días. 

Esta delimitación reproduce lo atribuido; no convierte por sí misma esas 

imputaciones en hechos acreditados. 
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2).- Acusación mantenida en la clausura.- 

El apartado I.1.b de la sentencia (páginas 4–5), individualiza los hechos 

sostenidos al concluir el debate. 

El segmento A quedó organizado en cuatro núcleos: 

A.1.- Restricción selectiva de recursos materiales y logísticos: falta de 

renovación del alojamiento y ausencia de una solución equivalente a la otorgada a 

otros secretarios respecto de la movilidad. 

A.2.- Obstaculización del viaje institucional a Estados Unidos: solicitud 

comunicada el 26/08/2022 y negativa presupuestaria informada el 27/09/2022. 

A.3.- Vaciamiento operativo de la Secretaría de la Mujer: revocación de la 

licencia gremial de MIRANDA, con pérdida de una colaboradora de confianza. 

A.4.- Interrupción de apoyos y aislamiento institucional: impago y 

consecuente cese de colaboración de la Lic. BRUNO. 

El segmento B, referido a los incumplimientos de la orden judicial, 

comprendió: 

B.1.- Actos de violencia digital, entre el 17 y el 29 de mayo de 2023, 

mediante los perfiles “Durdos Conducción” y “Nelson Pablo Rodríguez”. 

B.2.- Exclusión del grupo “Info SOMU” el 22/05/2023 y afectación del canal 

de comunicación. 

B.3.- Publicaciones descalificantes, audios editados y video con imágenes 

de una boda entre SANTILLÁN y VILLALBA. 

B.4.- Procedimiento disciplinario, restricción de la defensa y suspensión 

impuesta el 11/10/2023. 

B.5.- Impedimento de ingreso a Fundación Azul el 16/08/2023, atribuido a 

una orden de DURDOS.  

3).- Congruencia y límites de la revisión.- 

La numeración A.1 a A.4 y B.1 a B.5 corresponde a la acusación final 

reseñada por el propio fallo. B.1 y B.3 se examinan conjuntamente cuando 

remiten a la campaña digital. 

San Nicolás y Ensenada se mantienen como antecedentes de la 

obstaculización relatada, pero no se solicita una condena autónoma por hechos 

que no fueron sostenidos con esa autonomía al concluir el juicio. 
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Las experiencias de otros dirigentes se utilizan para contrastar criterios, 

mecanismos y explicaciones. No amplían las personas damnificadas ni los hechos 

por los cuales se pretende sancionar. 

La mención de MIRANDA en la reseña de la protección judicial conserva su 

valor contextual. Este recurso no introduce una desobediencia autónoma en 

perjuicio de otra persona. 

Tampoco se transforma cada consecuencia posterior en una nueva 

consumación. La afectación clínica, la licencia y las dificultades operativas sirven 

para valorar la entidad y el contexto de los actos imputados; su persistencia no 

prolonga automáticamente la ejecución típica ni el plazo de prescripción. 

 

V.- CORRESPONDENCIA ENTRE CADA HECHO Y LAS PRUEBAS 

INCORPORADAS: 

Delimitado el objeto de la impugnación, se relaciona a continuación cada 

hecho mantenido en la acusación con las pruebas efectivamente incorporadas y 

con la respuesta brindada por la sentencia. Esta confrontación permite distinguir 

los extremos reconocidos de las cuestiones controvertidas e identificar los errores 

de valoración o de subsunción que sustentan los agravios, preservando el alcance 

propio de cada fuente y la apreciación conjunta de sus corroboraciones, sin 

fragmentar la secuencia examinada ni suplir mediante el contexto la prueba de la 

intervención personal del imputado.  

1).- A.1: Alojamiento, movilidad y recursos.- 

La privación del alojamiento se vincula con las declaraciones de esta parte, 

MONGE, MIRANDA, VILLALBA y COHEN; con AU2, especialmente el tramo 

interno 01:48:26–01:49:16; y con las declaraciones de SOSA y AGUIRRE sobre 

las consecuencias del disenso. 

La sentencia (páginas 58–61 y 79–80), tuvo por acreditados la exclusión del 

departamento, el motivo vinculado con mi voto y la intervención dolosa de 

DURDOS. Se conserva esa base y se cuestionan su aislamiento del resto de la 

secuencia y el fundamento extintivo aplicado. 
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La solicitud de automóvil del 18/01/2023 obra en CC1 (páginas 170–171). 

Los correos de páginas 144–175 documentan requerimientos y respuestas 

contemporáneos. 

La negativa de reintegro comunicada por LOBO el 14/10/2022 (CC1, página 

152), y la documentación de los pines (páginas 153–155), individualizan otra 

restricción económica.  

El vehículo institucional nunca estuvo asignado a esta parte. Por ello, el 

reproche no consiste en la quita de un automóvil, sino en la falta de una respuesta 

funcional a pedidos determinados, valorada junto con la pérdida del alojamiento y 

las necesidades de gestión. 

2).- A.2: Viaje a Estados Unidos.- 

La prueba comprende el correo del 26/08/2022, asunto “Viaje EEUU”, con su 

invitación (CC1, páginas 149–150), y la negativa comunicada el 27/09/2022. 

Se integra con las declaraciones sobre la gestión del viaje, el circuito de 

autorizaciones y los desplazamientos de otros dirigentes. 

El fallo (páginas 61–62), reconoció el conocimiento de DURDOS, la falta de 

autorización y la inexistencia de un procedimiento uniforme. Se cuestiona que la 

orientación política atribuida al sindicato haya sido utilizada como explicación 

suficiente, sin confrontarla con la oportunidad de la respuesta, su fundamento 

presupuestario y el posterior uso del viaje como cargo disciplinario. 

La comparación con el viaje a Marruecos no supone identidad de destinos o 

finalidades. Recae sobre los criterios de autorización, los tiempos de respuesta y 

las posibilidades de gestión. 

A este conjunto se añaden los reconocimientos testimoniales relativos a que 

el mero viaje a Estados Unidos no estaba expresamente prohibido ni previsto 

como inconducta estatutaria.  

Los interrogatorios de MIRANDA, COHEN, SOSA, VARGAS y FOJO, 

permiten distinguir esa inexistencia de prohibición específica de las cuestiones 

relativas al aval representativo y a la instrucción verbal invocada por VARGAS. 

Esa distinción debía integrar el examen de la negativa y de la posterior utilización 

del viaje como reproche disciplinario. 
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3).- A.3: Licencia de MIRANDA.- 

MIRANDA relató la fecha y las consecuencias de la revocación. MONGE 

explicó la falta de reemplazo y FOJO reconoció que redactó la comunicación 

firmada por DURDOS, a quien atribuyó la decisión. 

La sentencia (páginas 62–63), tuvo por acreditada esa intervención aun sin 

la incorporación de la carta documento específica. El agravio no presenta ese 

instrumento como prueba documental admitida: se apoya en los reconocimientos 

testimoniales y en su relación con el resto de las constancias. 

La explicación de que había concluido el Protocolo debía contrastarse con el 

Acta del 08/06/2022, el art. 49 del Estatuto, los correos posteriores y las tareas de 

implementación descriptas por BRUNO. 

4).- A.4: Honorarios y colaboración de BRUNO.- 

Se individualizan las facturas 00004-00000061, del 23/09/2022; 00004-

00000064, del 13/10/2022; y 00004-00000070, del 28/11/2022, por $45.000 cada 

una, incorporadas en CC1 (páginas 205–213). 

La documentación se relaciona con la declaración de BRUNO, las 

explicaciones de COHEN y VARGAS, y la respuesta personal de DURDOS 

registrada en AU1, tiempo interno 00:58:29–00:58:39. 

La sentencia (páginas 63–64), reconoce el impago y la intervención del 

acusado, pero llamativamente acepta la finalización de tareas como explicación. 

Debía distinguirse la decisión de no contratar nuevos servicios del 

desconocimiento del pago por prestaciones ya realizadas. 

5).- B.1 y B.3: Publicaciones y representaciones digitales.- 

La materialidad de los hechos se encuentra debidamente acreditada 

mediante los elementos probatorios obrantes en la causa, a saber: la documental 

identificada como CP1 (págs. 158–162 y 176–177); el registro fílmico 

individualizado en autos; los reconocimientos expresos efectuados por esta parte 

y por VILLALBA; y el Informe Pericial Informático, ratificado por el perito 

NOREMBERG. 

Al respecto, resulta imperativo distinguir las capturas de pantalla de orden 

histórico respecto de la constatación pericial practicada con posterioridad. En este 

sentido, si bien la trazabilidad de determinadas conexiones hacia una dirección IP 
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asignada al Sindicato de Obreros Marítimos Unidos (SOMU) constituye, stricto 

sensu, la acreditación de un dato de red, resulta a todas luces inverosímil —y 

diametralmente opuesto a las reglas de la sana crítica racional— sostener el 

desconocimiento de DURDOS sobre la existencia y el tenor de tales 

publicaciones. Ello obedece a que no solo existe un perfil digital unívocamente 

vinculado a su persona (bajo la denominación “Durdos Conducción”), sino que 

dicha plataforma constituyó el instrumento proselitista empleado de manera activa 

durante la campaña que culminó con su asunción como Secretario General de la 

referida entidad sindical. 

Por lo demás, el contenido de naturaleza estereotipada —cuya materialidad 

ha sido expresamente reconocida en el fallo de marras— conserva incólume su 

estricta relevancia contextual, con independencia de que no se logre determinar 

de manera indubitable la autoría material de cada publicación en particular. 

En efecto, la eventual insuficiencia probatoria para atribuir la creación de un 

activo digital específico a una persona física determinada no enerva, bajo ningún 

concepto, la existencia comprobada de esta modalidad de deslegitimación y 

menoscabo continuado perpetrado en mi perjuicio. 

Toda esta operatoria contó con la palmaria aquiescencia y tolerancia de 

DURDOS, quien, encontrándose en condiciones de intervenir para hacer cesar de 

inmediato dicho hostigamiento y violencia virtual, optó por guardar un deliberado 

silencio. Semejante conducta omisiva no constituye una mera inacción, sino la 

exteriorización de una decisión que congrega pleno conocimiento y voluntad; 

extremos que configuran indubitablemente el tipo subjetivo, ya sea bajo la 

modalidad de dolo directo o, cuanto menos, a título de dolo eventual. 

6).- B.2: exclusión de “Info SOMU”.- 

Conforme se desprende de la prueba documental obrante como CP1 (pág. 

165), ha quedado debidamente individualizado ORDÓÑEZ en calidad de ejecutor 

material de mi exclusión del referido grupo. Dicho episodio —cuya ocurrencia fue 

situada el 22/05/2023 conforme a mi propia declaración prestada en autos— se 

encuentra plenamente robustecido por el testimonio brindado por VILLALBA, 

quien dio debida cuenta del carácter y el uso estrictamente institucional que 

revestía el mencionado canal de comunicación. 
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Al respecto, cabe colegir que la verdadera función y relevancia del grupo 

debe determinarse en atención a la naturaleza de las convocatorias y de la 

información oficial que efectivamente circulaba por esa vía, y no mediante el mero 

artilugio de calificarlo como un espacio “informal” a fin de restarle entidad y eludir 

responsabilidades. 

En este orden de ideas, el correo electrónico de fecha 31/05/2023 (CP1, 

pág. 178) acredita el requerimiento formal de canalizar las comunicaciones a 

través del área de Prensa. Su incidencia probatoria no puede ni debe ser 

examinada de forma fragmentaria o aislada, sino mediante una valoración 

conglobada con las testimoniales rendidas y los actos de dominio atribuidos al 

imputado. 

En efecto, durante el desarrollo del debate quedó irrefutablemente 

establecido que toda decisión en el seno de la entidad pasaba de manera 

ineludible por el tamiz y la aprobación de DURDOS. Por consiguiente, resulta a 

todas luces inverosímil, absurdo y contrario a las reglas de la sana crítica racional 

sostener que el Secretario de Prensa haya actuado motu proprio; esto es, sin el 

conocimiento cabal y la palmaria aquiescencia previa del encartado. 

De manera categórica, el plexo probatorio demuestra que DURDOS sabía 

perfectamente lo que hizo ORDÓÑEZ. Toda la estructura y la dinámica 

acreditadas en autos fulminan cualquier intento de exculpación basado en un 

supuesto desconocimiento, ratificando que la exclusión operada constituyó un 

acto deliberado que contó con la indiscutible dirección, voluntad y anuencia del 

imputado. 

7).- B.4: Procedimiento disciplinario irregular. Represalia encubierta.- 

Las convocatorias de fechas 19/07, 03/08 y 22/08/2023 lucen agregadas en 

la prueba documental identificada como CP1 (págs. 180–182). Asimismo, los 

correos electrónicos y sus respectivos archivos adjuntos obran glosados a págs. 

183–191 y 224–231; la nota suscripta por FOJO y su acuse de recibo, a págs. 

241–242; las Actas y certificaciones correspondientes, a págs. 243–255, 257–275 

y 277–303; y las pertinentes transcripciones, a págs. 339–401. A este acervo 

probatorio se integran las disposiciones del Estatuto Social, el acta del Congreso 

celebrado el 11/10/2023, y los fragmentos de los registros de audio (AU1 y AU2), 
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debidamente reproducidos en el debate judicial con sus respectivos 

reconocimientos de voces. 

Ahora bien, el fallo atacado (cfr. págs. 70–73) tiene por acreditado el 

derrotero procedimental y describe supuestas oportunidades de intervención de 

esta parte, para luego (págs. 82–83) excluir la tipicidad penal de la maniobra so 

pretexto de su "naturaleza institucional y colegiada". Al obrar de este modo, la 

sentencia incurre en una grosera e inadmisible falacia argumental, 

pergeñada con el evidente propósito de absolver —una vez más— al 

imputado. 

En efecto, el juzgador sostiene de manera errática y contraria a derecho que 

se habría garantizado el ejercicio material del derecho de defensa mediante la 

mera y superficial lectura de los cargos. Semejante tesitura resulta constitucional y 

procesalmente insostenible (conforme la garantía del debido proceso estatuida en 

el art. 18 de la Constitución Nacional), toda vez que a esta querellante se le omitió 

deliberadamente hacer entrega de las copias instrumentales de las pruebas de 

cargo; a saber: las Actas labradas, los registros de audios de las reuniones, la 

supuesta denuncia formulada por Karina MOYANO y las presuntas denuncias 

esgrimidas por las afiliadas, entre otros elementos sustanciales de imputación. 

Mal puede ejercerse una defensa técnica o material a ciegas, desconociendo el 

sustento probatorio que motiva la sanción. 

Dicha vulneración a las garantías fundamentales adquiere aún mayor 

gravedad —máxime— cuando ha quedado irrefutablemente acreditado en el 

debate que DURDOS contaba con asesoramiento jurídico personal, 

permanente y especializado para la adopción de cada una de estas decisiones 

institucionales orientadas en exclusivo perjuicio de esta querellante. La asimetría 

forzada y la indefensión provocada no fueron, en modo alguno, fruto de la 

impericia administrativa, sino de una maniobra deliberadamente orquestada bajo 

el amparo de dicho asesoramiento legal para dotar de un manto de legalidad a un 

acto a todas luces ilegítimo. 

Por consiguiente, el presente recurso impone escindir la aparente "cuestión 

jurídica" o formalidad colegiada del acto, para adentrarse en el examen riguroso 

de la verdadera finalidad espuria del procedimiento y en la palmaria supresión de 
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las condiciones efectivas que tornaron ilusorio el ejercicio de mi derecho de 

defensa. 

8).- B.5: Fundación Azul.- 

El episodio acaecido el 16/08/2023 se encuentra plenamente acreditado 

mediante la declaración testimonial de esta parte querellante, en conjunción con 

el archivo de audio caratulado “AUDIO-2023-08-23-11-34-24” (individualizado en 

la documental CP1, págs. 532–542). Al respecto, resulta imperativo destacar, de 

manera categórica, que dicha grabación particular de voz fue válidamente 

admitida e incorporada al plexo probatorio, habiéndose rechazado in límine la 

infundada oposición y el consecuente planteo de nulidad articulado por la defensa 

técnica del imputado. 

Lejos de representar una mera fuente aislada o insuficientemente 

corroborada —como pretende erróneamente sugerir la sentencia—, la 

transcripción del audio y el expreso reconocimiento de voces efectuado por esta 

querellante configuran una prueba dirimente. A través de ella, se confirmó de 

manera indubitable que el interlocutor (SOLER) exteriorizó que la restricción de mi 

acceso a la sede de la "Fundación Azul" obedecía a una orden directa, estricta e 

inexcusable impartida por DURDOS. 

Sentado lo anterior, deviene a todas luces arbitraria, carente de 

fundamentación lógica y contraria a las reglas de la sana crítica racional, la 

interpretación forzada y sesgada ensayada por el a quo. Sostener, en el terreno 

de las meras conjeturas, que SOLER habría invocado el nombre de DURDOS 

únicamente como una excusa para eludir una eventual acusación por parte de 

esta querella, constituye un apartamiento palmario de la verdad jurídica objetiva 

emanada del expediente. 

Semejante tesitura judicial choca frontalmente con el contexto fáctico de la 

causa. Para la fecha del suceso, era de público y estricto conocimiento entre las 

partes la plena vigencia de la medida de protección dictada el 16/05/2023 por el 

Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas (JPCyF) N° 8. Precisamente por ello, 

la exégesis del magistrado resulta absolutamente incompatible con la realidad 

probatoria: de ser cierta su endeble hipótesis exculpatoria —es decir, que SOLER 

actuó movido por el temor a ser responsabilizado—, las máximas de la 
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experiencia y el sentido común indican que SOLER habría descendido en ese 

mismo instante para aclarar de frente que no era decisión suya impedirme el 

acceso, en mi innegable calidad de dirigente gremial, a una reunión de carácter 

estrictamente institucional. 

El hecho de que la orden impeditiva se haya ejecutado sin titubeos, y que 

SOLER se escudara en la directiva de su superior, fulmina el débil andamiaje 

argumental construido por el sentenciante para desvincular al imputado, 

ratificando indubitablemente que la proscripción de ingreso fue una orden directa 

y premeditada de DURDOS. 

9).- Orden judicial desobedecida y conocimiento.- 

La resolución jurisdiccional dictada con fecha 16/05/2023 (obrante en la 

Actuación N° 1188715/2023), juntamente con su pertinente instrumento de 

notificación diligenciado el 17/05/2023 (agregado en la prueba documental CP1, 

págs. 192–223), constituyen el sustrato probatorio incontrastable que acredita de 

manera fehaciente tanto la materialidad del mandato judicial impartido como su 

debida y formal comunicación al encausado. 

Al respecto, resulta insoslayable destacar que la propia sentencia puesta en 

crisis, en los fundamentos esgrimidos a foja 82, admite de manera expresa y 

categórica que DURDOS tenía pleno y acabado conocimiento de la restricción 

ordenada por la magistratura. 

Por consiguiente, el escrutinio propio de la presente vía recursiva debe 

inexorablemente partir de dicha premisa fáctica, la cual, al haber sido reconocida 

por el juzgador, ha quedado firme e incontrovertida. En este sentido, deviene a 

todas luces improcedente —e importaría un palmario absurdo procesal— 

pretender trasladar o hacer extensivas a este extremo objetivo y probado, las 

injustificadas conjeturas, vacilaciones o dudas hermenéuticas que el a quo 

erráticamente sostuvo para desvincular al imputado en otras cuestiones debatidas 

en el sub lite. El conocimiento de la manda y, por decantación, el dolo requerido 

para la configuración de la desobediencia, se encuentran plenamente 

perfeccionados y admitidos en la propia resolución recurrida. 

A continuación, presento la propuesta de mejora para los tramos indicados. 

Se ha aplicado un riguroso lenguaje técnico-jurídico, eliminando redundancias, 
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cohesionando los argumentos y dotando al escrito de la contundencia propia del 

estilo forense, orientada a fundamentar el agravio por la arbitraria valoración 

probatoria del juzgador: 

10).- Evaluaciones de riesgo y afectación personal. 

Los informes labrados por la Oficina de Violencia Doméstica (OVD) y la 

Oficina de Asistencia a la Víctima y al Testigo (OFAVyT) —obrantes en CC1, págs. 

279–284 y 285–291, respectivamente—, juntamente con el certificado expedido 

por la firma "Emerger" (pág. 204), constituyen elementos de ponderación 

insoslayables.  

Si bien la sana crítica impone metodológicamente escindir los relatos 

vertidos por la víctima de las conclusiones técnico-científicas arribadas por los 

profesionales intervinientes, es evidente que la mera reiteración del plexo fáctico 

en diversas sedes no erige, per se, una pluralidad de fuentes autónomas sobre la 

autoría material.  

No obstante ello, dichos instrumentos conservan pleno e irrefutable valor 

probatorio a los fines de documentar de manera fehaciente la sintomatología 

padecida, la asistencia institucional requerida, la severa repercusión funcional 

experimentada, la categorización del riesgo y la contemporánea búsqueda de 

tutela jurisdiccional. 

11).- Examen pormenorizado de la prueba pericial psicológica y 

psiquiátrica.- 

a).- Evaluación psicodiagnóstica forense practicada por la Lic. María Clara 

NÚÑEZ. 

El dictamen glosado en CC1 (págs. 300–312) da cuenta de la evaluación 

efectuada a esta parte, en mi rol dentro de la Secretaría de la Mujer. Dicha pericia 

se sustenta en dos extensas entrevistas y en la estricta aplicación de una batería 

psicodiagnóstica validada (Escala de Trauma de Davidson, SCL-90-R, Test 

Gestáltico Visomotor de Bender, HTP, Persona Bajo la Lluvia, Test de Relaciones 

Objetales de Phillipson y MMPI-2). La experta dictaminó la indemnidad de mis 

funciones cognitivas y del juicio de realidad, contrastando ello con una severa 

afectación en la esfera emocional. En tal sentido, constató cuadros de ansiedad, 
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tensión y angustia inescindiblemente vinculados con el ámbito laboral, 

acompañados de alteraciones del sueño, somatizaciones, temor e inseguridad. 

Resulta dirimente destacar que la profesional descartó de plano la existencia 

de indicadores de simulación, disimulación, sobresimulación o metasimulación. 

Como corolario, concluyó que el cuadro resulta clínicamente compatible con un 

"trastorno de adaptación con ansiedad mixta y estado de ánimo deprimido" 

(CIE-10: F43.23), prescribiendo tratamiento psicoterapéutico individual. Si bien la 

subsunción jurídica de los hechos resulta resorte exclusivo del órgano 

jurisdiccional, el valor de las constataciones clínicas no se desvanece por el mero 

hecho de que la anamnesis incorpore el relato de la examinada. La sana crítica 

exige discernir el componente narrativo de las técnicas proyectivas y 

psicométricas aplicadas, sin invalidar estas últimas bajo la errónea premisa de 

considerarlas una asunción automática de cada episodio denunciado, sino 

valorándolas como la objetivación de un daño real y constatable. 

b).- Historia clínica psiquiátrica de fecha 07/08/2024. 

En el legajo CC1 (pág. 938) luce el resumen de la historia clínica suscripta 

por el médico psiquiatra Dr. Facundo ESPINOSA VIALE (M.P. 118.429), relativo a 

Betina SANTILLÁN (DNI 20.703.621). El facultativo documentó una consulta 

originada en un trastorno de pánico y sintomatología ansioso-depresiva, 

devenidos como consecuencia de eventos traumáticos padecidos en el ámbito 

laboral. El galeno constató ataques de pánico recurrentes, insomnio crónico, 

labilidad afectiva y escasa respuesta al abordaje terapéutico previo. En 

consecuencia, dispuso la modificación del esquema psicofarmacológico 

(sertralina, quetiapina y clonazepam), sugirió la continuidad psicoterapéutica y 

prescribió reposo laboral por el término de treinta (30) días, sujeto a reevaluación, 

diagnosticando el cuadro bajo los códigos F32/F41 (CIE-10). Estos datos 

objetivos acreditan indubitablemente la necesidad de asistencia médica 

especializada y la ostensible repercusión funcional del daño, sin que ello importe 

una autoevaluación médica por parte de esta querella. 

c).- Informe psicológico de fecha 08/08/2024. 

A pág. 939 (CC1) se agrega el informe confeccionado por la Lic. Nadia S. 

MARTÍNEZ (M.P. 53.004), quien certifica el inicio del tratamiento psicoterapéutico 
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en el mes de marzo de 2024. La profesional da cuenta de un cuadro dominado 

por ansiedad, preocupaciones y temores consustanciados con la conflictiva 

laboral, exteriorizados mediante episodios de palpitaciones, disnea, sudoración, 

fallas atencionales, alteraciones del sueño y abulia. Ante la comprobada 

interferencia de la sintomatología en las actividades de la vida diaria, indicó una 

licencia laboral de treinta (30) días. 

La estricta concordancia temporal e intertextual de este informe con la 

evaluación psiquiátrica supra referida, corrobora fehacientemente la entidad del 

padecimiento; no constituyendo —como pretende erróneamente sugerirse— un 

mero intento de duplicar la constatación sobre la autoría, sino de probar el 

menoscabo a la salud. 

d).- Alcance probatorio de la licencia psiquiátrica anual. 

Durante la celebración del debate oral y público, esta parte querellante 

declaró de manera conteste haber permanecido bajo licencia psiquiátrica por el 

lapso de un año; extremo fáctico que fue receptado en los considerandos del fallo. 

Si bien los certificados expedidos en agosto de 2024 prescriben apartamientos 

laborales por tramos de treinta (30) días, su valoración no puede ni debe 

efectuarse de manera fragmentaria o aislada. Ambos elementos (declaración y 

constancias instrumentales) exigen una ponderación conglobada. En efecto, los 

aludidos certificados corroboran y objetivan la indicación clínica de apartamiento 

laboral sucesivo, impidiendo que el padecimiento psicofísico sea inicuamente 

reducido a una "mera percepción subjetiva" o que se mutile la extensión real del 

daño. 

e).- Estricta diferenciación respecto de las evaluaciones de MIRANDA. 

Resulta imperativo destacar que los dictámenes obrantes a págs. 940–952 

de CC1, correspondientes a la evaluación practicada a MIRANDA, resultan por 

completo ajenos a mi esfera personal. Consecuentemente, sus hallazgos, 

inferencias y diagnósticos no resultan oponibles ni pueden ser válidamente 

extrapolados para integrar mi historia clínica, ni mucho menos para atribuirme 

configuraciones nosológicas o psíquicas que no me son propias. 
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f).- Gravitación de la omisión valorativa en la sentencia. 

El thema decidendi radicaba en determinar si la innegable secuencia de 

aislamiento, segregación y restricciones institucionales —corroborada por 

múltiples fuentes de prueba independientes— resultaba clínicamente compatible 

con la afectación psicofísica acreditada, y cuál era la incidencia de dicha 

convergencia probatoria para mensurar la magnitud del maltrato y el vaciamiento 

funcional perpetrado en mi perjuicio. Que la acreditación del daño psíquico no 

constituya, de manera automática, una prueba directa de la autoría o del dolo, de 

ningún modo autoriza al juzgador a despojarla de eficacia probatoria indiciaria o 

contextual.  

El a quo se encontraba inexcusablemente compelido a justipreciar su peso 

convictivo dentro de la globalidad del acervo probatorio. Lejos de ello, el fallo 

incurrió en una arbitrariedad manifiesta al neutralizar el material probatorio bajo el 

falaz y reduccionista argumento de restingirlo al "origen narrativo" de la 

información clínica basal, vicio lógico que fulmina la validez del pronunciamiento 

jurisdiccional. 

 

VI.- AGRAVIO AUTÓNOMO DE ARBITRARIEDAD: AUSENCIA DE 

DERIVACIÓN RAZONADA DEL DERECHO VIGENTE CON APLICACIÓN A LA 

PRUEBA PRODUCIDA EN EL DEBATE: 

El presente agravio excede con creces el mero disenso subjetivo respecto 

del resultado absolutorio arribado por el a quo. Por el contrario, postula de manera 

categórica la configuración de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, en 

tanto se cuestiona la ostensible insuficiencia, fragmentación y falta de coherencia 

lógica de las premisas jurídicas y probatorias que sustentan el fallo. 

Se exponen a continuación los severos vicios de razonamiento y las 

omisiones valorativas que impiden vincular de manera fundada y lógica la 

conclusión absolutoria con los extremos fácticos reconocidos y las pruebas 

válidamente incorporadas. La revisión casatoria que se peticiona persigue 

determinar si el estado de duda invocado por el magistrado constituye una 

derivación racional del acervo probatorio conglobado, o si, por el contrario, 

responde a la construcción de premisas dogmáticas que excluyeron ex ante 
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elementos dirimentes. Ello, huelga decirlo, sin que la presente crítica importe una 

alteración del estándar probatorio ni un menoscabo a la presunción de inocencia, 

sino la exigencia de una fundamentación lógica y legal insoslayable. 

1).- Regla de control jurisdiccional y perspectiva ineludible.- 

En el precedente “SANELLI” (Fallos: 343:354, Sentencia del 04/06/2020), la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación hizo suyos los fundamentos del dictamen 

de la Procuración General, exigiendo imperativamente que las sentencias 

“constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las 

constancias efectivamente comprobadas en la causa”. 

Dicha doctrina resulta de insoslayable aplicación al sub lite a los fines de 

controlar si la absolución fue el corolario de una ponderación racional de la 

totalidad de la prueba, o si germinó a partir de una mutilación arbitraria de la 

misma. El beneficio de la duda (in dubio pro reo) no autoriza a los magistrados a 

erigir estados de incerteza dogmáticos o artificiales mediante la simple supresión 

mental de la prueba de cargo. 

En análogo sentido, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, in re “TARANCO” (TSJ CABA, Expte. N° 9510/13, Sentencia del 

22/04/2014), dictaminó la palmaria incompatibilidad que supone reconocer, por un 

lado, el marco tuitivo contra la violencia de género y, simultáneamente, prescindir 

de sus insoslayables pautas de valoración probatoria al momento de sentenciar. 

En el presente caso, el agravio se erige sobre errores de razonamiento con 

incidencia directa en la resolución: no se postula que cualquier sospecha baste 

para condenar, sino que no puede presumirse la falsedad de la hipótesis 

acusatoria ignorando el contexto asimétrico. 

2).- Reduccionismo falaz: La coexistencia del móvil político y la 

dimensión de género.- 

El fallo puesto en crisis incurre en un palmario reduccionismo lógico al 

sostener (cfr. pág. 56) que: “el contexto en el que acontecieron los hechos y su 

motivación fue el mismo para SANTILLÁN que para sus pares varones”. 

A partir de esta afirmación, el sentenciante deriva —erráticamente— una 

exclusión total de la perspectiva de género, pese a haber reconocido 

expresamente la existencia de publicaciones que circunscribían mi actuación 
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institucional al mero plano sexo-afectivo, con innegables consecuencias nocivas 

sobre la Secretaría de la Mujer. 

Semejante conclusión absolutoria constituye un salto lógico inaceptable (non 

sequitur). La existencia de una disputa o encono originado en disidencias políticas 

no esteriliza ni excluye la posibilidad material de que dicha contienda se ejecute a 

través de modalidades específicas de sometimiento, deslegitimación y 

hostigamiento inescindiblemente ancladas en la condición de mujer de la víctima. 

Si bien es cierto que existieron dirigentes varones perjudicados, ello no 

responde a la cuestión nuclear del agravio: que la única mujer con derecho a voz 

y voto en la cúpula directiva debió soportar una matriz diferenciada de 

desacreditación (violencia simbólica y psicológica). Asimismo, corresponde 

destacar que el supuesto "móvil político" no constituye, per se, una causal de 

justificación lícita. Cuando el detrimento institucional y personal se impone como 

represalia por el ejercicio de un voto o por sostener una opinión gremial tutelada, 

dicho móvil configura, de forma acabada, la base discriminatoria y antijurídica que 

el tribunal se encontraba obligado a sancionar. 

3).- Confusión conceptual: Competencia estatutaria vs. Desviación de 

poder.- 

El a quo reconoce expresamente la intervención material de DURDOS en las 

convocatorias que originaron el procedimiento disciplinario y en decisiones que 

cercenaron mi desempeño, pero exculpa su obrar bajo el deleznable ropaje de 

que tales actos se desarrollaron en el marco de "facultades institucionales" y 

mediante "órganos colegiados". 

Mediante este razonamiento, el sentenciante confunde de manera grosera la 

competencia formal para emitir un acto, con la licitud sustancial de su finalidad. La 

mera existencia de una potestad estatutaria responde únicamente a "quién" puede 

adoptar una decisión; de ningún modo purga el vicio teleológico inherente a la 

acción cuando dicha potestad es pervertida y ejecutada no para el fin 

predeterminado por el Estatuto, sino como un instrumento espurio para castigar 

una denuncia judicial previa, doblegar voluntades o proscribir materialmente el 

ejercicio de una representación legítima (figura conocida en el ámbito del derecho 

administrativo y extrapolable aquí como "desviación de poder"). 
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Esta Querella no pretende la penalización de toda decisión sindical que 

resulte desfavorable; impugna categóricamente la exención de responsabilidad 

penal dictada en base al mero resguardo en las formas institucionales como 

escudo de impunidad. 

4).- Ostentación nominal del cargo frente al vaciamiento funcional.- 

El fallo ensaya un argumento por demás formalista al sugerir que la 

conservación del salario, la denominación del cargo y el espacio físico resultaban 

dirimentes para descartar el vaciamiento denunciado. Constituye un gravísimo 

error conceptual asumir que la sola preservación del estatus nominal equivale a la 

subsistencia de las condiciones reales, materiales y políticas necesarias para 

ejercer la representación. 

El núcleo de la imputación imponía analizar si esta parte conservaba la 

capacidad fáctica para gestionar, recibir información, disponer de colaboradores, 

transitar los ámbitos de trabajo y participar activamente. Dicho interrogante no se 

contesta con el simple recibo de haberes. Las directivas de aislamiento absoluto 

relatadas por la testigo MONGE, el condicionamiento explícito detallado por 

MIRANDA, la obstrucción de las tareas operativas descriptas por BRUNO y las 

propias exteriorizaciones de DURDOS, imponían ineludiblemente al juzgador 

efectuar una valoración conglobada sobre la configuración de un verdadero 

estado de ostracismo institucional y asfixia funcional. 

5).- Fragmentación probatoria: Admisión material y negación del 

sentido incriminatorio.- 

Constituye una arbitrariedad manifiesta que la sentencia haya admitido la 

autenticidad y la identidad de la voz del imputado en los registros sonoros (audio) 

para luego omitir ponderar y otorgar consecuencias jurídicas al peso incriminatorio 

de sus expresiones. 

El reconocimiento fehaciente de las manifestaciones del acusado, mediante 

las cuales confiesa paladinamente que dejó de atenderme porque “no obedecía”, 

y que, tras el inicio de la acción legal, dicho trato se agravó “más todavía”, 

imponía al magistrado la obligación ineludible de contrastar dichas palabras 

(exteriorización del dolo y el móvil de represalia) con las endebles excusas 

administrativas o supuestamente "neutrales" esgrimidas por la defensa. 
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El fallo adolece de fundamentación suficiente al no justificar de qué modo 

dicha explicación causal y revanchista —emanada del propio imputado— 

resultaba inocua respecto de los actos perpetrados en perjuicio de esta 

querellante. No resulta admisible, bajo el prisma de la sana crítica racional, 

aceptar procesalmente la validez de un registro y simultáneamente despojarlo de 

su inequívoco contenido fáctico, fallando como si tal autoincriminación jamás 

hubiese existido. 

 

VII.- MARCO JURÍDICO ESPECÍFICO: VIOLENCIA DE GÉNERO EN EL 

MUNDO DEL TRABAJO Y EN LA REPRESENTACIÓN SINDICAL: 

A los fines de evidenciar la orfandad argumental y la errónea subsunción 

jurídica en la que incurre el pronunciamiento impugnado, se agrupan a 

continuación las cuestiones relevantes del thema decidendi. Para cada una de 

ellas, se expone el problema concreto, la norma y jurisprudencia aplicables, su 

contrastación con los hechos comprobados, el razonamiento deductivo pertinente 

y la consecuencia casatoria pretendida, despojando al fallo de sus aparentes —

pero falaces— fundamentos institucionales. 

1).- Encuadre legal de la violencia en el ámbito sindical y ausencia de 

subordinación formal.- 

a).- Problema concreto: El a quo relativiza y descarta los actos de violencia 

padecidos amparándose en la inexistencia de un contrato de trabajo 

(subordinación clásica) entre los dirigentes, reduciendo el conflicto a una mera 

disputa administrativa ajena al amparo normativo de género. 

b).- Regla aplicable: Los artículos 4, 5 y 6 inc. b) de la Ley 26.485 incluyen 

expresamente la violencia ejercida en sindicatos y organizaciones, abarcando la 

modalidad público-política tendiente a obstaculizar la participación. Dicho bloque 

se robustece con la Convención de Belém do Pará (Ley 24.632) y el Convenio 

190 de la OIT (Ley 27.580, en vigor desde el 23/02/2022), cuyo ámbito de 

aplicación rige el mundo del trabajo e incluye situaciones relativas a 

comunicaciones, desplazamientos y alojamiento. 

c).- Hechos comprobados: Esta querellante padeció la obstaculización de su 

mandato representativo como Secretaria de la Mujer mediante la supresión 
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intempestiva de alojamiento, el bloqueo de comunicaciones institucionales y la 

denegación de recursos logísticos (viáticos y viajes). 

d).- Aplicación razonada: La ausencia de subordinación contractual no 

resulta óbice para la configuración de una asimetría de poder. Quien detenta la 

facultad material de autorizar gastos, revocar licencias y presidir deliberaciones (el 

Secretario General), ejerce un dominio capaz de cercenar decisivamente el 

desempeño de otra representante. El marco tuitivo exige comprender que la 

pérdida de recursos no constituye un lance "administrativo", sino el instrumento 

material de la violencia política y laboral. 

e).- Consecuencia solicitada: Que la Excma. Cámara case la premisa falaz 

que excluye la tipicidad de la violencia de género so pretexto de la dinámica 

institucional-sindical, reconociendo la plena vigencia del plexo normativo tuitivo al 

caso concreto. 

2) Concurrencia de motivaciones (política y de género) y afectación 

específica.- 

a).- Problema concreto: La sentencia absolutoria consagra un razonamiento 

excluyente: pretende postular que la represalia denunciada habría tenido un 

origen político (mi voto favorable a otro dirigente) y que ciertos varones también 

sufrieron reprimendas, el Juez deduce mecánicamente la inexistencia de violencia 

de género. 

b).- Regla aplicable: La Ley 23.592 tutela frente a la discriminación fundada 

tanto en el sexo como en la opinión gremial. Al respecto, la jurisprudencia ha 

establecido pautas dirimentes sobre la concurrencia de motivos. En “CAMINOS” 

(Fallos: 344:1336, Sentencia del 10/06/2021), el Máximo Tribunal —haciendo 

suyos los fundamentos de la Procuración y del voto concurrente— determinó que 

la invocación de una facultad organizativa o motivo diverso no exime al juzgador 

de constatar que la medida no encubra un componente efectivamente 

discriminatorio.  

Asimismo, en “K., I. A.” (SCJ Mendoza, Sala II, Causa N° 13-04792150-8/1, 

Sentencia del 10/11/2020) y en “C., M.” (Juzgado de Niñez, Adolescencia, 

Violencia Familiar y de Género de 4ª Nominación de Córdoba, Auto Interlocutorio 

N° 1, Rta. el 06/02/2023), se estableció que un ambiente hostil generalizado (que 
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afecte también a varones) no neutraliza ni elimina el análisis de los factores 

específicos de menoscabo dirigidos contra una trabajadora por su condición de 

mujer. 

c).- Hechos comprobados: Si bien testigos varones (VILLALBA, SOSA y  

AGUIRRE) relataron haber sufrido marginalización por su disidencia política, 

contra esta parte se emplearon tácticas específicas de deslegitimación 

estereotipada (difusión de un video con imágenes de una boda, alusiones sexo-

afectivas) y se desarticuló íntegramente la Secretaría de la Mujer. 

d).- Aplicación razonada: La analogía con la doctrina de “CAMINOS” y “K., I. 

A.” resulta exacta: el móvil político (represalia por el voto) es concurrente, no 

excluyente, del móvil de género. Que un varón sufra reticencias administrativas no 

borra el hecho de que a la mujer se la ataque mediante estereotipos de género y 

se aniquile su espacio representativo femenino. Una discriminación gremial no 

purga la violencia institucional; por el contrario, la agrava. 

e).- Consecuencia solicitada: Excluir del temperamento judicial la errónea 

concepción de que la interna política exime de ponderar las modalidades 

diferenciadas y estereotipadas de agresión padecidas por la víctima. 

3).- Desigualdad material, vaciamiento funcional y participación formal 

vs. efectiva.- 

a).- Problema concreto: El sentenciante asume que, como esta querellante 

conservaba formalmente el título del cargo y el goce de su salario, no existió un 

vaciamiento funcional ni menoscabo institucional. 

b).- Regla aplicable: El Decreto N° 1011/2010 impone identificar el poder real 

y el hostigamiento psicológico subyacente en el ámbito laboral. En sintonía, en 

“SISNERO” (Fallos: 337:611, Sentencia del 20/05/2014), se delimitó la ineludible 

diferencia entre la presencia formal y las prácticas reales de acceso y 

permanencia en la actividad. En idéntica hermenéutica, la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, en su Opinión Consultiva OC-27/21 (Sentencia del 

05/05/2021, párrafos 180, 183 y 184), obligó a los Estados a distinguir la mera 

presencia nominal de mujeres en los sindicatos, de su participación material y 

efectiva en los espacios de decisión. 
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c).- Hechos comprobados: Fui la única mujer que integraba con voz y voto el 

Secretariado Nacional. Durante el derrotero lesivo, se me prohibió materialmente 

accionar: se le revocó la licencia gremial a mi subsecretaria (MIRANDA), se 

interrumpió el pago a la asesora (BRUNO) y se impartieron directivas de 

aislamiento absoluto (testimonio de MONGE). 

d).- Aplicación razonada: Conforme al precedente “SISNERO” y a la OC-

27/21, la comparación no debe detenerse en la existencia de otras mujeres en 

cargos menores, sino en la capacidad real de gestión. La conservación del 

membrete de "Secretaria" resulta ilusoria y revictimizante cuando el Secretario 

General cercena todos los recursos operativos para vaciar el cargo. 

e).- Consecuencia solicitada: Que se proceda a valorar el hostigamiento 

desde la óptica de la capacidad efectiva de gestión y no desde la mera y 

engañosa retención nominal del puesto y la dieta salarial. 

4).- Perspectiva de género en la valoración probatoria vs. presunción 

de regularidad institucional.- 

a).- Problema concreto: El fallo descarta indicios unívocos de hostigamiento 

argumentando que las decisiones pasaron por los "órganos colegiados", 

imponiéndole a la víctima cargas probatorias probáticas (demostrar una 

conspiración colegiada) y omitiendo la directriz de la perspectiva de género en la 

apreciación de la prueba. 

b).- Regla aplicable: Los arts. 16, inc. i), y 31 de la Ley 26.485 imponen 

amplitud probatoria y atención al contexto en el que se ejerce la violencia. La 

doctrina especializada advierte sobre los peligros de desoír a la víctima bajo 

excusas estructurales (PIQUÉ, María Luisa; Revictimización, acceso a la justicia y 

violencia institucional, en Género y justicia penal; Ed. Didot; año 2019; pág. 322). 

Asimismo, los arts. 7, 8, 16 y 47 de la Ley 23.551 amparan la democracia sindical 

genuina, impidiendo que el mero formalismo de un acta convalide la supresión de 

derechos. 

c).- Hechos comprobados: El imputado DURDOS ostentaba el control del 

andamiaje institucional. La imposición de sanciones y la obstaculización se 

materializaron disfrazadas bajo resoluciones del Consejo Directivo, en las que se 

me negó la entrega previa de pruebas de cargo para ejercer una defensa idónea. 
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d).- Aplicación razonada: Evaluar el caso con perspectiva de género no 

implica abolir la presunción de inocencia ni invertir caprichosamente la carga 

probatoria en materia penal; exige, sí, deconstruir la presunción de legalidad de 

los actos colegiados cuando existen evidencias claras (declaraciones 

testimoniales, grabaciones de voz del propio DURDOS, pericias clínicas) de que 

dicho aparto institucional fue empleado como instrumento de asedio. Convalidar 

asépticamente actas sindicales equivale a consumar la revictimización advertida 

por la doctrina (PIQUÉ), ignorando la asimetría real. 

e).- Consecuencia solicitada: Ordenar una reevaluación del acervo 

probatorio (en particular, los registros de audio y el bloqueo defensivo) 

desestimando la aparente regularidad estatutaria como escudo de impunidad 

penal y contravencional. 

5).- Violencia institucional, asimetría estructural y la relativización 

judicial del hostigamiento.- 

a).- Problema concreto: El fallo incurre en una palmaria fundamentación 

aparente al relativizar y minimizar la violencia institucional perpetrada contra esta 

querellante en un ámbito de conducción rígidamente masculinizado. El operador 

judicial, ya sea por desconocimiento del marco tutelar o por deliberada ceguera 

axiológica —"haciéndose el distraído" frente a la prepotencia gremial—, 

desconecta su pronunciamiento de la verdad jurídica objetiva verificada en el 

debate, encubriendo el hostigamiento y el aislamiento bajo el velo de una 

supuesta normalidad institucional o roce político. 

b).- Regla aplicable: El artículo 6 inc. b) de la Ley 26.485 tipifica 

expresamente la violencia institucional como aquella realizada por autoridades o 

funcionarios a fin de retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan 

acceso a las políticas públicas y ejerzan los derechos previstos en la ley. La 

doctrina especializada es categórica al advertir sobre los peligros de la 

minimización de estas asimetrías por parte de la propia magistratura, lo que 

engendra un nuevo ciclo de agresión (PIQUÉ, María Luisa; Revictimización, 

acceso a la justicia y violencia institucional, en Género y justicia penal; Ed. Didot; 

año 2019; pág. 322). Desde la óptica constitucional, la exigencia de 

fundamentación lógica proscribe las sentencias que se apartan de las constancias 
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comprobadas de la causa para basarse en dogmatismos o afirmaciones 

dogmáticas, configurando el vicio de motivación aparente. 

c).- Hechos comprobados: Quedó de manifiesto e incontrastablemente 

probado en el plenario el estado de absoluta soledad, aislamiento e indefensión 

de esta querellante frente a la cúpula sindical. La testigo MONGE fue 

determinante al aseverar que recibió órdenes directas del imputado para aislarme 

(impartiéndole la directiva de que "deje de prestar todo tipo de servicio y 

compañerismo hacia la señora SANTILLÁN"). En convergencia, la Lic. BRUNO, al 

deponer sobre el vaciamiento funcional y la asfixia económica (falta de pago), 

calificó sin ambages dicha operatoria como un acto de "violencia institucional". A 

este cuadro de segregación se sumó una campaña de descalificación y 

humillación virtual, consumada con el pleno conocimiento, pasividad y anuencia 

de la totalidad de los Secretarios varones, quienes a su vez impidieron 

materialmente, mediante interrupciones y retención de prueba de cargo, el 

ejercicio de mi derecho de defensa en el seno del cuerpo colegiado. 

d).- Aplicación razonada: Constituye un absurdo lógico y una arbitrariedad 

manifiesta que el a quo intente desconocer este andamiaje opresivo, 

desconectando su exégesis de la realidad fáctica del juicio. El sentenciante 

convalida institucionalmente la violencia cuando ignora deliberadamente que la 

única mujer con voz y voto del Secretariado se encontraba sola, aislada por 

directivas de DURDOS y acorralada frente a un cuerpo colegiado de varones que 

la humillaba virtual y presencialmente, negándole la mínima posibilidad de 

descargo. Relativizar u omitir el peso dirimente del testimonio de MONGE sobre 

las órdenes de segregación, y el de BRUNO sobre la mecánica de coacción 

institucional, equivale a que la judicatura legitime un pacto de sometimiento 

machista. La sentencia ostenta una motivación meramente aparente por cuanto 

describe, en teoría, el obrar de un órgano colegiado democrático que, en la 

realidad objetiva probada, funcionó como un dispositivo de aplastamiento 

institucional contra la víctima. 

e).- Consecuencia solicitada: Que se declare la arbitrariedad del fallo por 

adolecer de motivación aparente y apartamiento de la verdad objetiva, integrando 

de manera ineludible al razonamiento jurisdiccional los testimonios de MONGE y 
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BRUNO como prueba cabal de la violencia institucional sistemática, el aislamiento 

coactivo y la indefensión provocada con conocimiento y dirección del imputado. 

 

VIII.- AGRAVIO ESPECÍFICO: OMISIÓN DE VALORAR LA CONDICIÓN 

DE ÚNICA MUJER CON VOZ Y VOTO EN LOS ÓRGANOS DE CONDUCCIÓN, 

LA ASIMETRÍA ESTRUCTURAL DE PODER Y LA RELATIVIZACIÓN JUDICIAL 

DEL HOSTIGAMIENTO: 

El presente agravio ataca frontalmente la arbitrariedad del fallo al omitir 

valorar una circunstancia fáctica dirimente comprobada en el debate: la posición 

estructural asimétrica y solitaria de esta Querella, erigida como la única mujer con 

derecho a voz y voto en la cúpula sindical. Soslayar este extremo, junto con la 

probada existencia de una estructura de poder vertical y coactiva que suprimió 

sus derechos, ha permitido al Juez a quo relativizar y disolver la violencia 

institucional y de género padecida, camuflándola bajo el manto de una genérica 

contienda política mediante una motivación puramente aparente y desconectada 

de la verdad material. 

1).- Primer agravio.- Omisión de valoración de la estructura de poder 

(La "Pirámide") y el mando unidireccional.- 

a).- Problema concreto: El Juez a quo desconoce la estructura vertical y 

coactiva del sindicato, asumiendo en su fallo una igualdad formal colegiada que 

en la práctica era inexistente. Omite ponderar que toda decisión de hostigamiento 

emanaba y/o debía ser acatada al provenir del "uno" (el imputado DURDOS), 

suprimiendo la capacidad de gestión de la única mujer en la conducción. 

b).- Regla aplicable: Ley 26.485 (artículos 4, 5 y 6, inc. b), sobre violencia 

institucional y política. La valoración armónica e integral de la prueba es una 

exigencia constitucional; su omisión o fragmentación configura la doctrina de la 

arbitrariedad de sentencia (“SANELLI”, Fallos: 343:354, Sentencia del 

04/06/2020). 

c).- Hechos o constancias pertinentes: En el debate quedó irrefutablemente 

acreditado mediante prueba testimonial (incluyendo a VILLALBA, MONGE, 

MIRANDA, SOLER y SOSA) que la organización operaba bajo un mando 

piramidal donde lo que dicta el "uno" se debe acatar: 
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• La testigo MIRANDA testificó bajo juramento: "...tenía que apartarme de la 

señora Santillán si no seguía la línea de lo que era, digamos, la pirámide, como 

quien dice, tenía que volver a mis labores...". A su vez, identificó unívocamente a 

los integrantes de esa cúpula: "Raúl de Cortes y Alejandro Vargas".  

• El testigo SOSA confirmó la concentración absoluta de poder y recursos: 

"...Tenía que pasar por Raúl, sí o sí.".  

• La experta y testigo Lic. BRUNO fue concluyente al advertir la asimetría: 

"...si ella tomaba una decisión en forma independiente diferente de lo que era la 

cúpula directiva recibía un castigo y eso es violencia institucional.".  

• El testigo VILLALBA aseveró respecto al rol centralizado de las sanciones: 

"Era el Secretario General que estaba conduciendo y él el que estaba pidiendo las 

sanciones.".  

d).- Aplicación razonada: El Magistrado de grado dictó un fallo desconectado 

de la realidad objetiva del debate. La prueba testimonial fue conteste en 

demostrar la existencia de una "pirámide" donde la deliberación colegiada era una 

mera fachada institucional para ejecutar el hostigamiento diseñado por DURDOS. 

Afirmar, como hace la sentencia, que la Querella gozaba de igualdad frente a sus 

pares, implica una motivación aparente que anula el marco asimétrico y coactivo 

palmariamente acreditado en las audiencias.  

e).- Consecuencia solicitada: Declarar la arbitrariedad en la valoración 

probatoria, casando la premisa absolutoria que ampara el accionar del imputado 

bajo la excusa de la regularidad de los cuerpos colegiados.  

2).- Segundo agravio.- Aislamiento, indefensión y revictimización por la 

relativización judicial ("Hacerse el distraído").- 

a).- Problema concreto: Esta querellante se encontraba absolutamente sola, 

fue impedida materialmente de defenderse y resultó atacada y humillada 

virtualmente con el pleno conocimiento y la anuencia de los secretarios varones. 

El Juez, pese a constatar esta gravísima situación de asimetría y violencia de 

género, la relativiza para absolver al encartado, validando así la violencia 

institucional y omitiendo su deber de juzgar. 
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b).- Regla aplicable: Obligación ineludible de juzgar con perspectiva de 

género (Convención de Belém do Pará y Ley 26.485). Principio lógico de no 

contradicción en las resoluciones judiciales. 

c).- Hechos o constancias pertinentes: 

• Sobre la indefensión impuesta en las reuniones de órgano, el testigo 

VILLALBA ilustró el acorralamiento: "...en el Consejo Directivo prácticamente una 

voz autoritaria tapaba y pedía la moción al Secretario General para que se dé por 

aprobada, no dio lugar a defensa alguna.".  

• El propio Juez a quo, en sus explicaciones orales y preliminares al 

veredicto, admitió expresamente la existencia del daño: "...en algunos de los 

casos sí veo claros sesgos de violencia de género...".  

• A mayor abundamiento, el Magistrado confesó la pasividad cómplice de los 

operadores varones del gremio frente a la violencia sufrida por esta Querella, 

expresando textualmente: "...todos se hacen los distraídos, y en esto creo que sí, 

que todos se hacen los distraídos...".  

• Finalmente, respecto al conocimiento doloso y aval del imputado sobre el 

incumplimiento de la medida judicial ("indirecta"), el propio Juez afirmó en 

audiencia: "...yo considero que sí, yo creo que sí.". 

d).- Aplicación razonada: Resulta un absurdo lógico, normativo y una afrenta 

a la tutela judicial efectiva que el propio Magistrado constate y afirme que la 

víctima sufría violencia de género estructural, que estaba aislada, que el imputado 

conocía los hechos y que toda la cúpula sindical varonil cómplice "se hacía la 

distraída", para luego absolver al responsable aduciendo que se trata de una 

perniciosa "forma de realizar política sindical". Esta relativización por parte del 

operador judicial constituye un gravísimo acto de revictimización institucional. La 

sentencia consagra una motivación puramente aparente, disociándose 

abismalmente de la verdad objetiva material que el propio Juzgador declaró haber 

percibido y comprobado. 

e).- Consecuencia solicitada: Revocar el resolutorio por adolecer de 

fundamentación aparente y autocontradicción. Integrar el reconocimiento expreso 

del Magistrado (sobre la inacción cómplice y el dolo del imputado) como prueba 
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cabal y suficiente para tener por configurado el delito de desobediencia y las 

infracciones contravencionales endilgadas.  

3).- Tercer agravio.- Dimensión institucional de la exclusión, la 

condición de única mujer y el vaciamiento funcional.- 

a).- Problema concreto: La sentencia equipara engañosamente la 

conservación nominal del cargo y del salario con la capacidad fáctica para 

ejercerlo, ignorando el vaciamiento operativo denunciado, la supresión de la única 

voz femenina y la deliberada desarticulación de su equipo de trabajo. 

b).- Regla aplicable: El art. 49 del Estatuto Social confiere con carácter 

imperativo el ejercicio y los deberes inalienables a la Secretaría de la Mujer. 

c).- Hechos o constancias pertinentes: 

• Durante la celebración del debate (D1-A), esta Querella expresó con 

meridiana claridad su soledad estructural: “Quiero aclarar que siempre, hasta que 

finalicé mi gestión, la única secretaría que tenía voz y voto soy yo, era yo, porque 

estuve en un primer cargo, todas las otras compañeras son segundos cargos y no 

entran al secretariado ni al consejo directivo”. 

• La testigo MIRANDA dio cuenta de la asfixia operativa perpetrada: "...no 

nos dejaban ejercer ningún tipo de gestión. En mi caso, como subsecretaria, no 

me asignaba ninguna tarea.".  

• Esta desarticulación se materializó fácticamente mediante la orden del 

imputado de revocar de manera intempestiva la licencia gremial de la 

subsecretaria MIRANDA durante mi propia licencia médica, dejándose el área 

acéfala, y suprimiéndose la asistencia de la Lic. BRUNO mediante el impago de 

sus honorarios. 

 d).- Aplicación razonada: La controversia jurídica jamás gravitó sobre la 

titularidad nominal, sino sobre el acceso efectivo a la información, colaboradores, 

recursos y la participación no obstaculizada en los espacios de decisión. La mera 

cuantificación de voluntades en un cuerpo colegiado —fueran once, veintisiete o 

treinta y seis integrantes, según la instancia— no demuestra en modo alguno una 

igualdad material de poder, ni excluye lógicamente que una decisión 

personalmente impulsada por DURDOS contribuya al vaciamiento de la única 

mujer en la conducción. Las reglas estatutarias de sustitución previstas para los 
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casos de renuncia o fallecimiento no pueden aplicarse automáticamente y por 

analogía a una licencia médica temporal a fin de encubrir la desarticulación del 

área y el apartamiento coactivo de la subsecretaria.  

e).- Consecuencia solicitada: Que la Excma. Cámara pondere el retiro 

sistemático de colaboradores, la negación de recursos y la exclusión orgánica de 

la única mujer con voz y voto como el acto material de la violencia institucional y el 

vaciamiento funcional, destruyendo de forma definitiva la falacia absolutoria 

basada en la mera "permanencia nominal" en el cargo. 

 

IX.- APERTURA DE LA QUERELLA: TEORÍA DEL CASO Y PRUEBA 

ANUNCIADA:  

A modo de proemio al desarrollo del presente agravio, resulta imperativo 

destacar que esta parte Querellante, desde el albor del plenario, expuso una 

teoría del caso diametralmente clara, congruente y exenta de sorpresas. La 

estrategia acusatoria jamás se erigió sobre conjeturas o responsabilidades 

objetivas, sino que se trazó una hoja de ruta probatoria precisa que anticipó, con 

estricto rigor procesal, de qué manera se acreditaría la materialidad del 

hostigamiento, el vaciamiento funcional y la posterior desobediencia judicial, todo 

ello perpetrado bajo la dirección y anuencia del encausado DURDOS. La omisión 

del a quo de ponderar esta correspondencia entre lo anunciado y lo 

fehacientemente probado, configura un vicio lógico que fulmina la validez del 

resolutorio. 

1).- Teoría expuesta desde el inicio.- 

En el registro audiovisual D1-A (tramo 00:03:13–00:10:56), esta Querella 

esbozó una hipótesis acusatoria unívoca y sólidamente definida: el voto favorable 

emitido por la suscripta para la reincorporación del dirigente VILLALBA operó 

como el detonante insoslayable de un cambio radical y adverso en el trato 

institucional. Esta génesis represiva desencadenó una sucesión de restricciones 

materiales orientadas, de manera deliberada, a cercenar y asfixiar mi capacidad 

de gestión como Secretaria de la Mujer. Con posterioridad a la formulación de la 

denuncia y a la respectiva notificación formal de la manda judicial protectoria, 

dicha hostilidad no cesó, sino que mutó y se perfeccionó hacia los actos 
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individualizados que hoy se subsumen bajo el tipo penal de desobediencia a la 

autoridad. 

Resulta de medular importancia subrayar que la acusación jamás descansó, 

de manera exclusiva o dogmática, en la responsabilidad objetiva o "de posición" 

inherente al cargo de Secretario General que ostenta el imputado. Por el 

contrario, desde los alegatos de apertura se anunció la acreditación fehaciente de 

decisiones de dominio, directivas expresas y manifestaciones personales de 

DURDOS. Para ello, se ofreció y produjo un plexo probatorio incontrastable, 

integrado por testimoniales directas, correos electrónicos, constancias 

estatutarias, registros audiovisuales de asambleas sindicales y peritajes técnicos 

de rigor. 

Asimismo, se introdujo tempestivamente el debate ineludible relativo al trato 

discriminatorio y comparativo dispensado a otros dirigentes varones que no 

sufrieron semejante desarticulación, sentando las bases para una exégesis 

estricta sobre el verdadero alcance y la eficacia de la orden judicial de protección 

que el a quo terminó desvirtuando. 

2).- Correspondencia entre anuncio y prueba.- 

La concatenación entre la prueba anunciada y la efectivamente producida en 

el debate ha sido absoluta, tornando irrazonable el estado de duda invocado por 

el Magistrado. La declaración testimonial de MONGE fue erigida como prueba 

dirimente para acreditar las directivas de aislamiento que atestiguó haber recibido 

de manera directa, inequívoca y personal. Por su parte, la deposición de 

MIRANDA tuvo por objeto desentrañar el condicionamiento coactivo transmitido 

por VARGAS y las perniciosas consecuencias derivadas de la intempestiva y 

arbitraria revocación de su licencia gremial. A su turno, la deposición de la experta 

Lic. BRUNO se introdujo para documentar la subsistencia de las tareas 

profesionales y de campo con posterioridad a la aprobación del Protocolo, 

desnudando así las circunstancias arbitrarias y asfixiantes del impago de sus 

honorarios. 

En igual sentido, los registros de audio sindicales fueron ofrecidos a los fines 

de auditar, sin intermediaciones, las expresiones autoincriminatorias del encartado 

y la dinámica patoteril y coercitiva de las reuniones de órgano. Paralelamente, la 
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conversación grabada y mantenida con SOLER se erigió como el pilar probatorio 

indiscutible del impedimento fáctico de ingreso a la sede de la "Fundación Azul". 

A los fines de una correcta valoración probatoria, la naturaleza y alcance de 

cada fuente de prueba se mantiene rigurosamente diferenciada: MONGE 

atestiguó la recepción de una instrucción personal, cuya ubicación temporal debe 

ceñirse a lo efectivamente declarado en la audiencia; MIRANDA dio cuenta directa 

de las advertencias proferidas por VARGAS, demostrando el clima de 

amedrentamiento, mas no de la orden originaria que este atribuyera a DURDOS; 

y la genuinidad técnica de un registro de audio certifica la existencia histórica del 

acto y de los dichos, mas no otorga presunción de veracidad a las excusas, 

justificaciones exculpatorias o falacias allí vertidas por los victimarios para 

encubrir su accionar. 

3).- Relevancia recursiva.- 

La estricta correspondencia entre la teoría del caso esbozada en la apertura 

y la sostenida incólume en el plenario, permite a esa Excma. Cámara de Casación 

y Apelaciones controlar y verificar que la presente vía impugnativa no altera, muta, 

ni modifica bajo ningún aspecto el objeto del debate procesal, salvaguardando 

plenamente el principio de congruencia. 

Esta Querella no solicita recuperar como hechos autónomos aquellos 

episodios que fueron lícitamente abandonados en la clausura, ni procura 

subsanar con meras argumentaciones retóricas aquello que pudiera adolecer de 

orfandad probatoria. Se reclama, pura y exclusivamente, una respuesta 

jurisdiccional fundada, derivada razonadamente de las conexiones fácticas 

oportunamente propuestas y que han sido plenamente robustecidas y 

demostradas por la prueba admitida, la cual fue fragmentada y neutralizada de 

forma arbitraria por el sentenciante. 

 

X.- HECHOS DE AISLAMIENTO, RESTRICCIÓN DE RECURSOS Y 

DESARTICULACIÓN DE LA SECRETARÍA (PRUEBA Y VALORACIÓN): 

Con carácter preliminar a la disección probatoria de este apartado, cabe 

poner de resalto que la supresión de recursos logísticos, la revocación de 

licencias del personal de apoyo y las directivas de aislamiento no configuraron un 
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mero "roce administrativo" o una contingencia de la gestión sindical. Por el 

contrario, conformaron un engranaje sistemático, doloso y premeditado de 

violencia institucional y de género, cuyo fin último fue la desarticulación operativa 

de la Secretaría de la Mujer y la anulación política y personal de su titular. El a 

quo, al escindir estos hechos y valorarlos de manera fragmentaria, incurrió en una 

ceguera axiológica que lo condujo a una absolución infundada. 

1).- MONGE: Instrucciones expresas de aislamiento.- 

En el registro D1-A (tramo 03:30:46–03:30:53), la testigo MONGE depuso 

bajo juramento y con total contundencia: “De hecho, yo fui ordenada por el 

señor DURDOS a que deje de prestar todo tipo de servicio y compañerismo 

hacia la señora SANTILLÁN”. 

La innegable trascendencia probatoria de este pasaje radica en que no 

exterioriza una mera impresión general, un rumor de pasillo o una percepción 

subjetiva del ambiente laboral; por el contrario, imputa de manera directa y 

categórica la recepción de una instrucción personal emanada de la propia boca 

del acusado DURDOS, exteriorizando su dolo directo de aislar a la víctima. 

En el desarrollo posterior de su declaración, la testigo precisó que dicha 

proscripción absolutista abarcaba la prestación de colaboración funcional, el 

ingreso material a la oficina y hasta el trato cotidiano o humano. Al reproducir con 

fidelidad la orden coactiva impartida por el imputado, sentenció: “tomalo que 

esto es mi palabra, no se te ocurra ni siquiera ingresar”. 

Este contundente plexo declarativo debe relacionarse intrínsecamente con la 

pérdida de colaboradores y con las insalvables dificultades impuestas a esta parte 

para obtener la mínima cooperación institucional.  

Asimismo, MONGE relató las advertencias vinculadas con su propia 

estabilidad laboral y con las gravosas consecuencias que sufriría de continuar 

colaborando con la suscripta. La burda circunstancia de que luego la Defensa o el 

propio imputado presentaran dichos amedrentamientos bajo la excusa de ser una 

"broma", de ningún modo elimina su lesividad intrínseca ni dispensa al juzgador 

de su deber de tamizar el contexto de asimetría de poder en que tales "bromas" 

fueron formuladas. 
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Finalmente, en D1-A (tramo 03:50:06–03:50:19), la testigo condensó la 

perversa mecánica del vaciamiento que observó: “no te dejaban gestionar y 

después te acusaban de que vos no trabajabas”. 

Si bien esta frase no acredita por sí sola la tipicidad jurídica de cada cargo 

disciplinario ulterior, describe a la perfección una secuencia de hostigamiento y 

encierro institucional que el Magistrado debía contrastar ineludiblemente con los 

pedidos documentados, las respuestas elusivas, la pérdida de apoyos operativos 

y la falaz acusación de inactividad que posteriormente se esgrimió como excusa 

para sancionarme. 

2).- MIRANDA: Condicionamiento coactivo y pérdida de capacidad 

operativa.- 

Conforme obra en D1-B (tramo 00:03:53–00:05:51), la testigo MIRANDA 

declaró: “Lamentablemente no teníamos gestión con la señora Santillán, no 

nos dejaban ejercer ningún tipo de gestión. En mi caso, como subsecretaria, 

no me asignaba ninguna tarea. Por disposición de Vargas, el señor Vargas 

Alejandro, supuestamente por decisión de Raúl Durdos, no me dejaba 

gestionar lo que era la tarea de la subsecretaría en la mujer. O sea, no 

convocar compañeras, no teníamos ningún tipo de dinero para hacer 

eventos, no teníamos directamente gestión”. 

Al pormenorizar el condicionamiento intimidatorio transmitido por VARGAS, 

añadió: 

“No, no fui convocada, sino fui invitada a lo que es la oficina de él 

simplemente para hacerme llegar supuestamente una notificación de Raúl 

Durdos, en la cual yo tenía que apartarme de la señora Santillán si no seguía la 

línea de lo que era, digamos, la pirámide, como quien dice, tenía que volver a mis 

labores, en la cual yo pertenezco a Casino Buenos Aires. Si no seguía la línea de 

ellos, me tenía que ir”. 

El empleo del vocablo “supuestamente” delimita el alcance de su 

conocimiento directo y debe conservarse en su estricto sentido; la testigo obra 

con honestidad intelectual al no afirmar haber escuchado directamente a 

DURDOS proferir esa comunicación, sino ser receptora del mensaje coactivo que 

VARGAS le trasladaba en nombre de la conducción. 
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Ello no torna irrelevante ni carente de eficacia probatoria su declaración. Por 

el contrario, permite acreditar fidedignamente la coacción que VARGAS le expresó 

y debe examinarse en conjugación armónica con otras fuentes de prueba: la 

instrucción análoga relatada por MONGE, la decisión de revocación reconocida 

por FOJO y la innegable consumación fáctica de la pérdida efectiva de 

colaboración. 

MIRANDA depuso, a mayor abundamiento, que tras la intempestiva 

revocación de su licencia concurría al sindicato custodiada, acompañada y 

sometida a rigurosos controles de circulación. Estos hechos de asedio y vigilancia 

sirven para valorar objetivamente sus nulas posibilidades reales de colaboración y 

no deben confundirse, como hace el fallo, con la mera pérdida formal de su 

condición de subsecretaria. 

Cuando se le interrogó por la ausencia de un reclamo formal u oposición 

anterior, respondió que su inacción obedecía al miedo laboral infundido. Dicha 

explicación exigía ser ponderada bajo una rigurosa óptica de vulnerabilidad y 

asimetría, impidiendo que la falta de denuncia inmediata opere, de forma 

revictimizante, como una descalificación automática de la veracidad de sus 

dichos. 

3).- FOJO: Autoría material de la comunicación y decisión inalienable 

de DURDOS.- 

En el transcurso del debate (D2-B, tramo 02:08:09–02:09:18), la Dra. FOJO 

(abogada de la entidad) admitió expresamente: “Yo redacté la carta de documento 

de revocación de la licencia”. 

Seguidamente, al ser interrogada de manera directa acerca de la autoría 

ideológica y material de dicha medida de apartamiento coactivo, el intercambio 

oral arrojó el siguiente e incontrastable tenor literal: 

— Pregunta de esta Querella: “¿En este caso solamente fue por decisión del 

señor Durdo?” 

— Respuesta de FOJO: “Sí” 

A mayor abundamiento, la testigo de la propia Defensa sepultó cualquier 

intento de diluir la responsabilidad del encartado en los órganos colegiados, al 

sentenciar de manera categórica que “la firma es del Secretario General”, por 
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resultar este el “único habilitado a dar y revocar licencias gremiales conforme su 

facultad estatutaria”.  

Este reconocimiento, plasmado textualmente en el plenario, constituye 

prueba directa, confesa e irrefutable sobre la intervención personal, exclusiva y 

excluyente del acusado DURDOS en la maniobra de desarticulación de la 

Secretaría.  

En D2-B (tramo 02:13:47–02:14:20), la testigo procuró atemperar la 

gravedad del hecho aclarando: “No había nadie que las haya reemplazado a la 

señora Santillán. Su cargo seguía ahí”. 

Y en abierta sintonía exculpatoria precisó: “Yo le dije que la tarea por la cual 

había salido la licencia estaba finalizada. No que no había nada más que hacer”. 

A esta altura del escrutinio, resulta ineludible ponderar el manifiesto interés 

de la deponente en el resultado del debate. La Dra. FOJO no reviste la calidad de 

dirigente sindical electa, sino de mera prestadora de servicios jurídicos rentados 

para la entidad, cuyo obrar se encontraba subordinado orgánicamente a las 

directrices del Secretario General DURDOS y de sus adláteres inmediatos, los 

secretarios DE CORTE y VARGAS. En tal carácter, resulta palmario que la testigo 

carecía de competencia estatutaria, de injerencia y del conocimiento material 

mínimo sobre la operatividad, despliegue y alcances de la Secretaría de la Mujer 

como para postular, con inaudita ligereza, que la tarea concerniente al Protocolo 

se encontraba "finalizada". 

Esta distinción conceptual resulta central para desbaratar el endeble 

andamiaje defensivo. No corresponde, bajo las reglas de la sana crítica, atribuir a 

la abogada patronal FOJO una potestad evaluativa sobre las labores funcionales 

y remanentes de una Secretaría de la cual es por completo ajena; su justificación 

orbitó, de modo exclusivo y sesgado, en torno a la formalidad procedimental que, 

según su acotada óptica de asesora legal subordinada, había motivado la licencia 

original. 

Precisamente por ello, el sentenciante se encontraba ineludiblemente 

compelido a examinar —con absoluta prescindencia de la opinión interesada de la 

letrada— qué funciones institucionales subsistían en la Secretaría, cómo habrían 

de desarrollarse habiendo sido despojada de su personal, y cuáles fueron las 
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verdaderas y espurias razones por las que no se proporcionó una colaboración 

funcional equivalente tras la expulsión coactiva de MIRANDA. 

4).- Selectividad y animus discriminatorio en la revocación.- 

En D2-B (tramo 00:05:36–00:06:01), consultado el testigo VARGAS sobre la 

existencia de otros dirigentes en funciones a quienes se les hubiera revocado la 

licencia gremial de forma análoga, respondió: “Creo que ninguno”. 

Si bien la expresión no configura un relevamiento estadístico o notarial 

exhaustivo de todo el sindicato, aporta un dato indiciario fulminante que debió 

contrastarse severamente con la excusa defensiva que pretendió mostrar la 

revocación como una decisión meramente "rutinaria" o general. 

El nudo del problema jurídico no consistía únicamente en determinar —en 

abstracto— si el Secretario General detentaba facultades estatutarias para 

disponer el cese de licencias, sino en valorar rigurosamente el criterio selectivo 

empleado, su desigual y direccionada aplicación comparativa, y las inocultables 

consecuencias de asfixia funcional sobre un cargo electivo reservado a la única 

mujer con voz y voto. 

5).- BRUNO: Subsistencia de labores con posterioridad a la aprobación 

del Protocolo.- 

La Lic. BRUNO declaró in extenso sobre su formación de posgrado en 

Psicología, su experiencia en el ámbito organizacional y su intervención como 

asesora técnica de la Secretaría. Resulta imperativo aclarar a esa Excma. 

Cámara que su testimonio no debe confundirse ni valorarse como una pericia 

clínica sobre la salud mental de esta Querellante, sino como la deposición de una 

profesional interviniente en los proyectos del área. 

En D1-B (tramo 00:55:52–00:56:30), la experta desarticuló de cuajo la 

excusa patronal del supuesto "agotamiento de tareas", explicando la continuidad 

ininterrumpida de la actividad profesional: “Sí, continuó en otros aspectos íbamos 

a reuniones, por ejemplo en empresas había mucha actividad en relación a 

trabajar con empresas, la posibilidad de generar mayor bolsa de trabajo para las 

marineras y había convocatorias del Ministerio del Trabajo por ejemplo, de la 

Junta Nacional de Transporte, donde nos invitaron a presentar el protocolo 
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creamos una materia para presentar en la Prefectura Nacional toda la iniciativa de 

la Secretaría de la Mujer”. 

El pasaje transcripto individualiza de manera irrebatible la ejecución de 

tareas sustanciales y posteriores: reuniones con corporaciones navieras, gestión 

de oportunidades de inserción laboral para marineras, presentaciones 

institucionales de envergadura y actividades de formación. 

La mera aprobación formal del Protocolo no demostraba, por sí sola, el 

agotamiento de su fase de implementación y seguimiento. Esta vital distinción 

fáctica debió ser confrontada por el Magistrado con los servicios profesionales 

debidamente facturados y con la mendaz explicación de que ya no existían 

labores por realizar que justificaran la retención de sus honorarios. 

6).- Impago, sistemática elusión de reclamos y cese forzado de 

colaboración.- 

Conforme surge de D1-B (tramo 00:57:24–00:58:14), la Lic. BRUNO relató 

las acuciantes dificultades para obtener la cancelación de sus honorarios 

profesionales y las estériles conversaciones mantenidas con el Tesorero COHEN. 

Explicó detalladamente que la nula e injustificada respuesta sobre los 

emolumentos pendientes le impedía materialmente continuar trabajando en 

semejantes condiciones de destrato. 

El agravio casatorio no pretende transformar cualquier deuda administrativa 

en una contravención de índole penal. Requiere, con estrictez, analizar el impago 

dentro del innegable y probado contexto de retiro de apoyos funcionales, 

oponiéndolo frente a trabajos materialmente acreditados y a las directivas y 

manifestaciones personales del propio acusado. 

En AU1 (Secretariado Nacional del 19/07/2023, tiempo interno 00:58:29–

00:58:39), se encuentra documentada la respuesta expresa, burlona y 

obstativa de DURDOS frente al reclamo de fondos: “Na... pero vos, como se 

le vamos a estar pagando por un año que no vale, no... no... no...”. 

Por su parte, el Tesorero COHEN, al expresar en el debate que él 

consideraba innecesaria la continuidad del asesoramiento, sinceró su posición 

aclarando: “Esa es una opinión mía”. 
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Su mera opinión subjetiva e infundada no sustituye la constatación 

probatoria de las prestaciones efectivamente realizadas, ni demuestra 

legítimamente que las obligaciones contraídas por servicios ya ejecutados 

hubieran cesado o caducado. 

7).- Interpretación técnica de BRUNO y sus límites.- 

La aludida profesional concluyó en el plenario: 

“yo interpreté de ese hecho que había una maniobra violenta en el sentido 

de que si ella tomaba una decisión en forma independiente diferente de lo que era 

la cúpula directiva recibía un castigo y eso es violencia institucional”. 

La formulación transcripta conserva inalterable su carácter de interpretación, 

hermenéutica o parecer de la testigo. No se utiliza en el presente recurso como un 

dictamen pericial vinculante que selle la subsunción penal del hecho. 

No obstante, su superlativa importancia probatoria reside en que emana de 

una profesional externa, formada en psicología organizacional, que constató 

empíricamente y explicó la ejecución de tareas concretas, la elusión sistemática 

de reclamos y las gravosas consecuencias de la asfixia financiera. El Tribunal a 

quo debía aplicar las reglas de la sana crítica para distinguir estos datos objetivos 

y fácticos (observados por la testigo) de la interpretación propia de la declarante, 

valorando ambos elementos según su respectivo alcance en lugar de suprimirlos 

del análisis. 

8).- Movilidad y reintegros.- 

El correo electrónico de fecha 18/01/2023 (Asunto: “SOLICITUD”, obrante en 

CC1, págs. 170–171), se relaciona directamente con las imperiosas necesidades 

de gestión operativa y con el gravoso uso prolongado del vehículo particular al 

que me vi forzada. El pedido denegado no se agota en la simple cobertura de la 

distancia kilométrica entre mi residencia y la sede sindical: comprende 

desplazamientos institucionales, recorridas y actividades inescindiblemente 

inherentes a la función representativa a nivel nacional. 

La arbitrariedad de esta privación se agrava superlativamente al advertir 

que, tal como quedó irrefutablemente establecido en el debate oral, existió un 

trato manifiestamente desigual y discriminatorio en beneficio de los Secretarios 

varones. En efecto, dirigentes como Hernán DE CORTE, Alejandro VARGAS y 



49 
 

Fernando ORDÓÑEZ, entre otros, gozaban y usufructúan en la actualidad de 

vehículos de la institución asignados de manera permanente, a pesar de no ser 

dirigentes con residencia en el interior del país y de domiciliarse a escasos 

kilómetros de la sede central. Como contracara innegable de este privilegio, a la 

única Secretaria de la Mujer —quien reside a una distancia kilométrica 

holgadamente superior a la de los nombrados varones— no solo se le denegó la 

movilidad, sino que ni siquiera se le reconoció ni reintegró los gastos de viáticos 

elementales para poder ejercer su mandato.  

En similar cauce de hostilidad, la documentación respaldatoria de los pines 

—ciento cincuenta unidades, por la suma de $10.800, adquiridas a la firma La 

Gráfica el 24/09/2022— y la subsiguiente e infundada negativa de reintegro 

formalizada por el empleado LOBO el 14/10/2022 (CC1, págs. 152–155), permiten 

individualizar otro requerimiento de gestión concreto, ínfimo en su cuantía, pero 

deliberadamente frustrado. 

Estos elementos instrumentales no se invocan en esta instancia para fundar 

un derecho abstracto, irrestricto e incondicionado a toda erogación sindical. 

Exigían, ineludiblemente, una explicación lógica, objetiva y consistente sobre las 

verdaderas razones de las negativas, y obligaban al Juez a examinar su íntima 

correlación temporal y material con las medidas que el propio fallo sí tuvo por 

probadas como actos de indiscutible represalia por mi actuación disidente. 

9).- Consecuencia del agravio.- 

La convergencia inequívoca, probada y coetánea de una instrucción de 

aislamiento personal (MONGE), el condicionamiento coactivo de una 

colaboradora y la posterior revocación de su licencia (MIRANDA), y la abrupta 

interrupción del soporte profesional técnico (BRUNO), sumado a la denegatoria de 

movilidad y caja chica, de ninguna manera podía ser válidamente neutralizada por 

el juzgador mediante la estéril y formalista constatación de que esta parte aún 

conservaba una oficina física y la liquidación mensual de su salario. 

La sentencia impugnada consagra una insalvable arbitrariedad valorativa al 

no examinar con el rigor debido si estas decisiones sistémicas respondían a 

auténticas y probadas razones funcionales, o si, valoradas en su interrelación 

recíproca y a la luz de las expresiones de represalia del propio DURDOS, 
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constituyeron deliberados instrumentos de exclusión, silenciamiento y 

disciplinamiento institucional contra la única Secretaria de la Mujer en el gremio. 

 

XI.- VIAJES, GESTIONES Y PRUEBA DEL EJERCICIO REAL DE LA 

SECRETARÍA:  

A los fines de desvirtuar la aparente inactividad funcional que la sentencia 

absolutoria esgrime para justificar el vaciamiento de la Secretaría de la Mujer, 

resulta imperativo examinar la prueba documental y testimonial que acredita el 

ejercicio real, constante y proactivo de esta Querella, así como los obstáculos 

deliberados interpuestos por la conducción sindical. 

1).- Viaje a Estados Unidos: cronología y fundamento de la negativa.- 

El instrumento electrónico de fecha 26/08/2022 (Asunto: “Viaje EEUU”, 

obrante en el legajo CC1, págs. 149–150), documenta fehacientemente la 

comunicación institucional sobre la invitación cursada a esta Querella para 

participar del programa “Mujeres líderes del sindicalismo argentino”. Dicho 

extremo fáctico fue expresamente reconocido en el plenario durante el registro 

D1-A (tramo 02:20:39–02:23:11). 

La denegatoria a dicha solicitud fue notificada de manera intempestiva y 

maliciosa el 27/09/2022, es decir, el mismo día estipulado para el viaje. Esta 

secuencia fáctica exigía del Magistrado una rigurosa ponderación temporal: el 

dilatado tiempo transcurrido, el conocimiento indubitable del pedido por parte de la 

cúpula, el sesgado fundamento comunicado a última hora y la posterior y artera 

utilización de este desplazamiento como principal reproche disciplinario. 

Esta Querella no postula que cualquier invitación internacional genere una 

obligación automática de autorización o financiamiento por parte del sindicato. Lo 

que se impugna categóricamente es que el Juez a quo haya admitido una 

explicación dogmática y general sobre la supuesta "orientación política" de la 

entidad como argumento válido y suficiente para reemplazar el escrutinio del 

trámite concreto, encubriendo así una maniobra de bloqueo funcional. 

2).- Inexistencia de un procedimiento uniforme.- 
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En el debate (D2-B, tramo 00:00:50–00:01:21), el testigo VARGAS fue 

interrogado sobre el trámite estatutario necesario para que un dirigente viaje al 

exterior, arrojando el siguiente intercambio probatorio: 

— Pregunta de esta Querella: “Dígame el nombre entonces del trámite que 

tiene que hacer un dirigente para viajar al exterior”. 

— Respuesta de VARGAS: “Eso queda en consideración del Secretario 

General, va a designar quién viaja y qué rol ocupa en cada viaje”. 

— Pregunta: “¿Se hace algún Secretariado Nacional o Consejo Directivo 

para eso?”. 

— Respuesta: “El estatuto prevé que el Secretario General puede tomar 

determinaciones y luego rendir cuentas al consejo directivo, no nos estamos 

juntando por absolutamente todo tema de decisión”. 

Dicha deposición corrobora de manera indubitable la concentración absoluta 

y personal de las decisiones en cabeza del Secretario General (DURDOS), 

obligando al Juez a examinar el verdadero criterio discriminatorio utilizado. La 

prueba testimonial fulmina la presunción de un procedimiento orgánico, previo y 

uniforme cuya inobservancia pudiera explicar lícitamente la denegativa impuesta a 

esta parte. 

Asimismo, las declaraciones de los testigos COHEN y SOSA debían 

justipreciarse en esta idéntica matriz de análisis, resultando a todas luces 

arbitrario equiparar mecánicamente viajes de finalidades y naturalezas diversas 

para justificar el trato desigual. 

3).- Gestiones contemporáneas.- 

El acervo documental adjunto a la causa demuestra de manera irrefutable la 

persistencia de las actividades y labores de la Secretaría de la Mujer, constancias 

que el Magistrado debió contrastar ineludiblemente con la falaz imputación de 

inactividad o agotamiento de funciones esgrimida por la Defensa. 

El correo electrónico de fecha 01/12/2022 (Asunto: “Fw: Acta Compromiso 

Sindical e Invitación a la firma”, CC1, págs. 156–157), patentiza una convocatoria 

institucional activa, adjuntando los documentos “MODELO DE NOTA ADHESION 

ACTA COMPROMISO DEFINITIVA SSPIML.docx” y “ACTA COMPROMISO 

SINDICAL.docx”. A su vez, el correo del 11/01/2023 (Asunto: “NOTA PARA JST”, 
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CC1, págs. 168–169) incorpora el archivo “JST.docx”. Finalmente, la 

comunicación de fecha 23/01/2023 (Asunto: “Gestión en Mar del Plata”, págs. 

172–175), individualiza con precisión la labor territorial desarrollada el 20 de 

enero. 

Cada una de estas comunicaciones instrumentales ostenta un innegable 

valor probatorio por su contenido y acuse de recepción. Su relevancia conglobada 

radica en objetivar pedidos y gestiones debidamente determinados, desvirtuando 

la tesis de que el accionar de esta Querella se reducía a una mera afirmación 

abstracta de voluntad de trabajar. 

4).- San Nicolás y Ensenada.- 

Las declaraciones testimoniales relativas a los episodios acaecidos en San 

Nicolás y Ensenada se introducen y conservan en esta instancia como 

antecedentes fácticos ineludibles del funcionamiento de la Secretaría y de las 

sistemáticas dificultades de gestión impuestas por la conducción. 

No se procura recuperar dichos sucesos como cargos penales autónomos 

que hubieran sido abandonados en el alegato de clausura. Su utilización casatoria 

se circunscribe, estrictamente, a contrastar y derribar la excusa generalizada 

sobre la supuesta ausencia de actividad de esta parte, permitiendo comprender la 

real dimensión y legitimidad de los reclamos contemporáneos elevados por la 

suscripta. 

 

XII.- TESTIMONIOS DE VILLALBA, SOSA Y AGUIRRE: APORTES QUE 

DEBÍAN VALORARSE MÁS ALLÁ DE SU UTILIZACIÓN PARA EXCLUIR EL 

GÉNERO:  

La prueba testimonial producida en el plenario por los citados dirigentes 

aportó elementos de convicción insoslayables. No obstante, el Magistrado incurrió 

en un yerro hermenéutico al fragmentar estos aportes, utilizándolos de manera 

sesgada para neutralizar la dimensión de género, cuando de su valoración 

integral emana la palmaria existencia de un mecanismo de disciplinamiento y 

represalia en perjuicio de esta Querella. 
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1).- Criterio de valoración.- 

La posición orgánica de estos testigos dentro de la arena y el conflicto 

sindical impone, indudablemente, un escrutinio crítico de sus dichos; empero, ello 

de ningún modo autoriza al Juez a quo a descartar o licuar de manera dogmática 

y general sus percepciones directas sobre los hechos investigados. 

La sentencia incurre en un grave vicio de logicidad al utilizar las experiencias 

de estos testigos para sostener que, como los varones también sufrieron 

consecuencias adversas por su disidencia, no existió violencia de género. Si 

dichas declaraciones gozaron de entidad y crédito convictivo para el Juez a los 

fines de asentar esa conclusión excluyente, idéntica validez debió otorgarles para 

dimensionar el alcance real de los mecanismos autoritarios de decisión, las 

restricciones materiales y el desarrollo viciado de las asambleas. 

Resulta una asimetría valorativa inaceptable admitir estos testimonios 

únicamente cuando son útiles para excluir el agravante de género, y 

simultáneamente prescindir de ellos en aquellos pasajes que corroboran de 

manera palmaria la utilización perversa de los recursos institucionales como 

medio de disciplinamiento y represalia. 

2).- VILLALBA y el carácter de “Info SOMU”.- 

Conforme surge del registro D1-B (tramo 02:28:44–02:29:34), el testigo 

VILLALBA expresó bajo juramento: 

“Era un chat oficial para todos los Secretarios”. 

“Era oficial, para el gremio era oficial”. 

“Ahí se publicaba información del gremio, convocatorias y cosas así, todo”. 

Esta categórica declaración exigía del Magistrado un examen minucioso 

sobre la función real y material del grupo de mensajería. Que el referido canal no 

revistiera la calidad de órgano estatutario o no estuviera limitado de forma 

exclusiva al Secretariado Nacional, no lo convierte jurídicamente en un espacio 

irrelevante; por el contrario, era una herramienta vital para el acceso a la 

información y gestión, cuya exclusión constituyó un acto material de 

hostigamiento. 

3).- VILLALBA y la intervención del acusado en el procedimiento.- 

En D1-B (tramo 02:26:24), el citado testigo declaró de manera dirimente: 
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“Era el Secretario General que estaba conduciendo y él el que estaba 

pidiendo las sanciones”. 

El pasaje transcripto individualiza incontrastablemente una conducta de 

dominio y autoría atribuida de forma personal al acusado DURDOS. Si bien ello 

no demuestra que la totalidad de los asistentes carecieran de libre albedrío, sí 

impide de manera rotunda disolver la intervención dolosa e impulsora del 

encartado bajo el escudo de una aparente votación colectiva. 

Asimismo, las afirmaciones de VILLALBA sobre la imposibilidad material de 

ejercer su defensa debían ser confrontadas con el tenor de las actas y con las 

intervenciones allí registradas. El nudo del agravio no depende de sostener que 

ningún encausado haya emitido palabra alguna, sino de establecer si el Tribunal 

evaluó correctamente la existencia de una oportunidad de descargo informada, 

suficiente, con acceso a la prueba y sustanciada con anterioridad a la decisión 

sancionatoria. 

4).- SOSA: Restricciones y circuito decisorio ("La Pirámide").- 

El testigo SOSA, en D2-A (tramo 02:05:31–02:05:57), testimonió sobre el 

asilamiento padecido: “Se empezó a cortar la relación, ella mandaba mail, ella 

solicitaba que se le repongan los viáticos, quería contactarse con él y no había 

respuesta”. 

Y al describir la ineludible verticalidad del circuito de decisiones, sentenció: 

“Tenía que pasar por Raúl, sí o sí”. 

El testigo relató también la imposición de idénticas restricciones sobre sus 

propios recursos logísticos. Si bien su experiencia personal no acredita 

mecánicamente la ocurrencia de cada episodio sufrido por esta Querella, sí 

detenta un valor probatorio insustituible para contrastar y destruir la excusa 

exculpatoria que pretendió mostrar a las distintas áreas como compartimentos 

independientes, confirmando la existencia de un mando piramidal controlado por 

DURDOS. 

Respecto de los correos electrónicos mediante los cuales se anotició la 

orden judicial protectoria, la sana crítica impone distinguir lo que SOSA recibió o 

conoció personalmente, de lo que otros destinatarios del gremio pudieron haber 

leído. Su declaración no autoriza al Juez a presumir, en beneficio del imputado, la 
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no recepción o desconocimiento general de la manda. Tampoco fue controvertido 

por la Defensa este extremo.  

Por su parte, la falta de una reunión orgánica y específica para abordar 

institucionalmente la medida de protección, no se postula en este recurso como 

un acto de desobediencia autónomo y escindido; interesa superlativamente para 

justipreciar el irregular y evasivo tratamiento institucional del conflicto, no para 

crear pretorianamente una obligación de convocatoria que el texto de la orden 

judicial no contenía. 

5).- AGUIRRE: Interrupciones y falta de exhibición de prueba.- 

En D2-A (tramo 01:19:15–01:21:30), el congresal AGUIRRE declaró: 

“Todas las veces que intentó hablar en ese congreso, le cortaban cuando 

ella quería expresarse. Tanto del señor Durdo como de otros integrantes de la 

comisión”. 

Consultado expresamente por esta Querella sobre el pedido de exhibición de 

prueba, agregó: “Sí, o sea, la señora intentaba decir algo, pedir algo, explicar algo 

y siempre, en todo momento, se le cortó. No es que la señora pudo explayarse 

tranquilamente. Siempre cuando quiso decir algo, se le cortaba”. 

Y con relación a la exhibición material de los elementos de cargo, fue 

tajante: “No, en ese momento no se exhibió nada. Solamente le dijeron los 

motivos, pero no se exhibió, adelante nuestro, ahí en el congreso, no se exhibió 

nada del porqué”. 

Si bien su conocimiento se circunscribe a lo directamente percibido y 

observado en el recinto de ese Congreso, ello no habilita al Magistrado a afirmar 

de manera genérica qué documentación se habría exhibido o entregado en 

alguna otra oportunidad temporal. 

Debe preservarse, con idéntico rigor, la rectificación que el propio testigo 

formuló sobre su voto: confrontado con el acta, aclaró bajo juramento que se 

había abstenido. Esta precisión integra inescindiblemente la evaluación de su 

testimonio y no puede omitirse para tildarlo de mendaz. 

Finalmente, las referencias vertidas sobre los papeles (directrices) 

entregados por VARGAS y las mociones prefabricadas y leídas por los 

congresales, acreditan una dinámica viciada y orquestada que debía examinarse 
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con severidad; no demuestran, por sí solas, que DURDOS hubiera redactado 

cada intervención de puño y letra, pero configuran el cuadro indiciario de la 

obediencia debida. 

6).- Consecuencia.- 

La prueba testimonial reseñada debió ser valorada y tamizada por el Juez a 

quo con idéntico rigor analítico, tanto en sus aspectos favorables como en 

aquellos adversos a la hipótesis de la acusación. 

El trato hostil sufrido por los dirigentes varones corrobora la existencia de un 

mecanismo general y estructural de represalia, disciplinamiento y asfixia. 

Simultáneamente, ello coexiste y se agrava con las modalidades específicas, 

vejatorias y estereotipadas de violencia perpetradas contra la única mujer en la 

conducción. Ambas cuestiones resultan perfectamente compatibles y 

complementarias en el plano de los hechos, no excluyentes, configurando la 

falacia argumental en la que incurre la absolución. 

 

XIII.- PRUEBA DIRECTA DEL MOTIVO: AU2, IDENTIFICACIÓN VOCAL Y 

RELACIÓN CON LA DENUNCIA: 

La configuración del dolo y el móvil de represalia no se sustentan en meras 

inferencias. Por el contrario, se hallan objetivados en las propias manifestaciones 

autoincriminatorias del encartado DURDOS, cuya voz e identidad fueron 

fehacientemente comprobadas en el debate mediante la pericial técnica y los 

reconocimientos testimoniales, extremos que el fallo omite ponderar en su real 

dimensión. 

1).- Manifestaciones del acusado.- 

En el registro de audio AU2, correspondiente a la asamblea del Consejo 

Directivo celebrada el 03/08/2023 (individualizado en CP1, página 368, tramo 

interno 01:48:26–01:49:16), quedó debidamente registrado el siguiente y 

dirimente intercambio: 

DURDOS: “Te vuelvo a repetir, yo no te atendí más porque no me 

obedecías lo que se te decía y hacías las cosas que a vos te parecía que 

tenías que hacer, las hacías sin permiso”. 

DURDOS: “Y después lo que hiciste de la denuncia, más todavía”. 
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SANTILLÁN: “Yo tengo que gestionar, usted no me dejaba gestionar, no me 

deja gestionar”. 

DURDOS: “Me denunciaste porque no te di un coche, me denunciaste 

porque no te alquilo un departamento”. 

DURDOS: “Me denunciaste a la Policía, me denunciaste”. 

DURDOS: “Me denunciaste porque no te atendía los mails, me 

denunciaste porque no te atendía el teléfono …, como me vas a denunciar a 

mi que soy yo el Secretario General y te había dicho que no viajes a Estados 

Unidos y viajaste a Estados Unidos y encima lo publicas, encima lo publicas 

cada desobediencia que haces vos (inaudible) por eso a vos no te di más 

(inaudible)… si compañero”. 

Este registro audiovisual no se invoca llanamente como una confesión penal 

integral que abarque la totalidad de los hechos imputados; su inestimable 

relevancia técnica y específica reside en constituir la exteriorización y prueba 

directa de las explicaciones causales del hostigamiento, formuladas en primera 

persona por el propio autor. 

A los fines exegéticos, debe distinguirse celosamente la manifestación “yo 

no te atendí más porque…” —que opera como justificación consciente y dolosa 

de su propia conducta obstativa— de la expresión “me denunciaste porque…” 

—que constituye la interesada y parcial atribución del motivo que el acusado 

pretendió asignar a la denunciante—. Esta última formulación unilateral no 

convierte en verdadero, ni mucho menos en exclusivo, el móvil que el imputado 

alegó para deslegitimar la denuncia judicial instada por esta parte. 

La gravísima exteriorización: “Y después lo que hiciste de la denuncia, 

más todavía”, exigía del Juez a quo un examen particular, exhaustivo y 

contextualizado, dada su íntima, directa e insoslayable relación con la fecha en 

que ya se encontraba vigente y notificada la orden jurisdiccional protectoria. 

2).- Reproducción y reconocimientos.- 

El referido fragmento incriminatorio fue reproducido en la audiencia de 

debate (D1-B) y se vincula de forma directa con los expresos reconocimientos de 

voces realizados bajo juramento por esta Querella y por el testigo VILLALBA (en 

especial, tramo 02:04:02–02:04:31). 
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La identificación testimonial positiva debe valorarse de manera conglobada y 

armónica junto con el dictamen pericial técnico, sin incurrir en el error material de 

computar cada reproducción del mismo archivo original como si se tratase de una 

nueva o distinta fuente autónoma de cargo. 

Toda vez que la propia sentencia puesta en crisis terminó aceptando y dando 

por acreditada la identificación indubitable de la voz de DURDOS, el agravio 

casatorio se dirige, con precisión quirúrgica, a la nula consecuencia jurídica y 

valorativa que el Juez a quo otorgó al gravísimo contenido sustancial de dicho 

registro, fallando como si el imputado jamás hubiera confesado su proceder. 

3).- NOREMBERG: Condición y antecedentes.- 

El Ing. NOREMBERG declaró en el plenario en su calidad de perito de parte. 

Durante su deposición, expuso de manera pormenorizada su sólida formación 

académica como ingeniero electrónico, su dilatada experiencia profesional y 

desempeño como auxiliar de la justicia, su actividad docente de grado y sus 

profusos antecedentes en materia de telecomunicaciones, informática y análisis 

pericial técnico. 

Si bien la vasta experiencia relatada bajo juramento permite al Tribunal 

valorar afirmativamente la innegable idoneidad científica del expositor, ello no 

transforma procesalmente su intervención en una pericia oficial, ni sustituye el 

necesario control jurisdiccional sobre la metodología empleada y las conclusiones 

arribadas. En cualquier caso, tampoco fue objetada y/o neutralizada debidamente 

sus conclusiones científicas por la Defensa.  

En el registro D2-A (tramo 00:26:31–00:26:48), el experto aclaró su 

cometido: “Sí, en realidad trabajé sobre dos pericias, sobre una fonética y una 

informática”. 

Ambas labores científicas deben mantenerse epistemológica y 

valorativamente diferenciadas. 

4).- Alcance del cotejo fonético.- 

En D2-A (tramo 00:40:15–00:40:50), el perito explicitó los límites materiales 

de su abordaje: “No, siempre hablamos de la comparación del 1, el 2 y el 4 con el 

5. El 3, de acuerdo al análisis que se hizo, no estaba apto para cotejo. No tenía 

material suficiente como para hacer un cotejo contra el 5”. 
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Respecto de la asignación del archivo de referencia para el análisis 

comparativo, indicó: “Ese es lo que me recomendaron tomar como indubitado”. 

Esta honesta precisión técnica impide afirmar falazmente que todos los 

registros de la causa fueron cotejados, o que se contó con una plana de voz 

(muestra indubitada) producida en un ambiente controlado por la justicia. 

El archivo AU5 fue lícitamente utilizado como parámetro de referencia en los 

estrictos términos explicados por el experto. Dicha circunstancia instrumental 

debe examinarse de consuno con los reconocimientos testimoniales positivos, y 

no ocultarse o relativizarse bajo una denominación técnica o jerga que sugiera de 

mala fe un procedimiento metodológico diferente al efectivamente realizado. 

5).- Resultado y límites.- 

El experto describió ante el Tribunal la existencia de una alta correlación 

entre los parámetros acústicos comparados, ratificando in totum sus conclusiones 

técnicas. 

Cuando fue interrogado insidiosamente sobre la expresión de su resultado 

como una probabilidad matemática, aclaró con rigor científico: “No es un grado de 

probabilidad”. Y añadió para despejar cualquier duda: “El resultado es que es una 

comparación alta”. 

En consecuencia, no corresponde traducir, tergiversar o reducir dicha 

respuesta pericial a un simple porcentaje de certeza sobre la identidad, ni 

presentarla falazmente en el fallo como una medición probabilística que el propio 

perito negó expresamente haber realizado en su metodología de trabajo. 

Asimismo, el experto distinguió celosamente el análisis acústico-técnico de 

las voces respecto de la asunción de responsabilidad jurídica sobre la literalidad 

de cada transcripción aportada. La altísima correlación de las identidades vocales 

no certifica automáticamente todas las palabras tipeadas, ni sella por sí misma las 

conclusiones jurídicas de la acusación, tarea reservada al Magistrado. 

6).- Prohibición de inferencias adversas por el silencio.- 

Huelga aclarar que la falta de una muestra vocal controlada (plana de voz) 

generada por el imputado, en estricto ejercicio de su derecho constitucional a 

negarse a colaborar o guardar silencio, no puede ni debe utilizarse como prueba 

indiciaria de su culpabilidad. 
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El presente recurso de apelación no atribuye valor incriminatorio alguno a la 

lícita negativa de DURDOS a colaborar con la recolección probatoria de esta 

acusación, ni sostiene el absurdo de que la mera ausencia de una contrapericia 

defensiva torne verdaderas, de forma automática, las conclusiones del perito de 

parte. 

Por el contrario, la certeza de la identificación e individualización del 

imputado se sustenta de manera independiente, autónoma y suficiente en la 

prueba positiva efectivamente producida (peritaje y testimoniales) y, de modo 

incontrastable, en lo que la propia sentencia atacada ya tuvo por establecido 

como un hecho probado. 

7).- Incidencia sobre la valoración.- 

Una vez aceptada y pacífica la identidad material de la voz del acusado en 

los registros, la sana crítica imponía al Juez confrontar la endeble explicación 

administrativa de los hechos (esgrimida por la Defensa) con la palmaria 

manifestación autoincriminatoria del propio DURDOS, quien exteriorizó que dejó 

de atenderme y marginarme por desobedecerlo, y que agravó deliberadamente 

ese trato hostil como represalia directa después de la interposición de mi 

denuncia. 

La hipótesis fáctica y jurídica de esta Querella no se apoya en el vacío ni en 

mi sola percepción subjetiva del móvil de los hechos. El registro audiovisual 

debidamente introducido contiene una explicación personal del acusado que el 

Juez debió relacionar inexorablemente con los correos electrónicos desoídos, la 

pérdida de los colaboradores, el cese de honorarios y los embates disciplinarios 

posteriores. Neutralizar este elemento dirimente configura la arbitrariedad que se 

denuncia. 

 

XIV.- PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO, ACTAS, CORREOS Y 

DEFENSA:  

El andamiaje disciplinario erigido en contra de esta Querella no constituyó el 

ejercicio regular de una potestad estatutaria, sino una represalia orquestada bajo 

apariencia de legalidad. El análisis riguroso de las reuniones de órganos 

(Secretariado Nacional Consejo Directivo y Congreso General de Delegados), 
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Actas y comunicaciones evidencia la supresión sistemática del derecho de 

defensa, configurando un procedimiento viciado de nulidad que la sentencia 

atacada convalidó de manera arbitraria. 

1).- Cuestión sometida a revisión.- 

El núcleo del presente agravio no consiste en un negacionismo respecto a la 

existencia material de órganos colegiados, la elaboración formal de Actas o la 

tramitación de un procedimiento disciplinario institucional. El gravamen irreparable 

radica en que esos elementos puramente instrumentales y formales fueron 

utilizados por el Juez a quo como excusa y respuesta suficiente para desvirtuar la 

acusación de represalia, eludiendo examinar la verdadera y espuria finalidad de 

su impulso, la sistemática negativa a brindar acceso oportuno a las pruebas de 

cargo y la consecuente supresión de mis condiciones efectivas de defensa. 

La aparente regularidad administrativa de una convocatoria o la mera 

certificación notarial de un acta no acredita, por sí sola ni de manera automática, 

que los participantes conocieran el contenido de los elementos de cargo o que la 

persona afectada hubiera gozado de la oportunidad real de controvertirlos antes 

de que se gestara la decisión sancionatoria. 

2).- Secretariado Nacional del 19/07/2023.- 

En el registro AU1 (tramo interno 00:49:37–00:50:11), el imputado DURDOS 

expresó de viva voz la génesis de su accionar: 

“Bueno, yo a eso quiero agregar que a la vez Betina me denuncio, me 

hizo una denuncia policial… eh queda a su resultado y por todo lo expuesto, 

yo creo que esto se merece que esto sea tratado en el Consejo Directivo, no 

quiero que tengamos nosotros que tomar medidas de algún tipo, que sea el 

Consejo Directivo quien lo haga”. 

Seguidamente y en perfecta sincronía, el Secretario VARGAS manifestó: 

“Mociono para que la situación de los compañeros sea tratado en el Consejo 

Directivo”. 

La palmaria inmediatez temporal y causal entre la referencia a mi denuncia 

judicial y la intempestiva propuesta de tratamiento disciplinario debía ser 

rigurosamente examinada por el Juez. Si bien ello no prueba en abstracto y por sí 

solo que todo el procedimiento posterior fuera ilegítimo, sí impide de manera 
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rotunda presentar su origen como una actuación orgánica y aséptica desvinculada 

del conflicto judicial y de la prohibición de acercamiento. 

Durante esta misma y bochornosa secuencia, se registraron mis reiterados e 

infructuosos pedidos de intervención defensiva: 

SANTILLÁN: “A mí me gustaría ya que pueden hablar, yo también quiero 

hablar”. 

SANTILLÁN: “Tengo derecho a expresarme o no tengo derecho a 

expresarme”. 

DURDOS: “Exprésate, pero (inaudible)”. 

VARGAS: “Hicimos una moción y tenemos que terminar de votar”. 

DURDOS: “Terminá la moción, dale”. 

El pasaje transcripto debe valorarse de forma integral y en su estricto sentido 

material: si bien hubo una concesión formal indicando que podía expresarme, 

dicha habilitación coexistió de manera maliciosa con la prosecución ininterrumpida 

de la votación que sellaba mi suerte. La cuestión jurídica a dilucidar por la Cámara 

es si la intervención otorgada fue real, oportuna y eficaz respecto de la decisión 

punitiva que ya se estaba adoptando a libro cerrado. 

En un tramo posterior, VARGAS blanqueó la imposición de la medida 

manifestando: “Ya se pasó a Consejo Directivo, eso lo definirá la mayoría”. 

La remisión de los obrados a una decisión de un órgano posterior no purga 

el vicio ni responde, por sí sola, al imperioso reclamo de esta parte por conocer, 

de forma previa e informada, los fundamentos y elementos fácticos sobre los 

cuales se estaba promoviendo el avasallamiento procedimental. 

3).- Consejo Directivo del 03/08/2023.- 

En el registro de audio AU2 (tramo interno 01:03:29–01:03:40), se formuló la 

moción incriminatoria: 

“Bueno mociono, todo lo relatado del tratamiento este encuadra en las 

causales previstas en el Art. 17 inc. B apartado A, por ello mociono para que se 

eleve al Congreso General de delegados”. 

Frente a este atropello orquestado, mi voz expresó con desesperación 

institucional: 

“¿Disculpe, puedo hablar? ¿Disculpe, puedo hablar? Necesitaría…”. 
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Y posteriormente reiteré ante la asamblea: 

“Compañeros, tenemos voz y voto, quisiera saber cuáles son las 

causas, cuál es mi inconducta, quisiera saber cuál es mi inconducta”. 

En el tramo interno 01:08:53–01:08:59, el acusado DURDOS obturó 

cualquier posibilidad de descargo respondiendo: 

“Eso se va a discutir en el momento que sea necesario, lo tuyo ya está 

votado y ya está pasado”. 

Mi intervención siguiente dejó sentada la nulidad fáctica del acto, señalando: 

“Acá hay muchos compañeros que no saben que paso”. 

La interrupción, grabación y constancia de estos pasajes no son, en modo 

alguno, equivalentes a una inexistencia absoluta de participación física en el 

recinto; pero exigen del Juzgado examinar una cuestión sustancialmente diferente 

y de orden constitucional: si las decisiones se impulsaron, fraguaron o adoptaron 

de facto antes de proporcionar una explicación mínima y suficiente de los cargos, 

imposibilitando un descargo materialmente informado. 

4).- Pedidos de documentación.- 

Los correos electrónicos de fechas 20/07, 01/08 y 09/08/2023, debidamente 

incorporados como prueba documental en CP1 (páginas 183–191 y 224–231), 

demuestran fehacientemente mi insistencia procesal y deben relacionarse de 

forma directa con los pedidos formales de actas y entrega de elementos de cargo. 

La comunicación fechada el 20/07/2023, inequívocamente identificada bajo 

el asunto “SOLICITA INFORME Y COPIAS URGENTE. FORMULA RESERVA”, no 

puede ser caprichosamente descartada por la apreciación dogmática y genérica 

del fallo de que existieron oportunidades de hablar. La sana crítica imponía 

establecer con precisión qué documentación fue la que se pidió, a qué autoridad 

se dirigió el reclamo, y qué respuesta (o falta de ella) se recibió. 

En igual tenor, el correo electrónico del 01/08/2023 (enviado a las 20:59 hs. 

bajo el asunto “Consejo Directivo”), fue remitido de manera individualizada a las 

casillas oficiales de distintos secretarios, con carácter previo a la decisiva reunión 

del 3 de agosto. 

Si bien su mero envío no demuestra materialmente que la totalidad de los 

destinatarios lo hubieran abierto y leído, la ulterior y hostil respuesta institucional 
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(documentada por la letrada FOJO) debe confrontarse y derribar la falaz tesis 

defensiva de que los canales disponibles de la entidad permitían un ejercicio 

efectivo, pleno y orgánico del derecho de defensa. 

5).- Nota de FOJO y exclusión del tratamiento institucional.- 

La nota instrumental elaborada e incorporada en CP1 (páginas 241–242) 

exterioriza, de manera oficial, la postura refractaria del sindicato respecto de mi 

presentación previa al Consejo: 

“Que, a la presentación realizada por la Secretaria de la Mujer, Sra. 

Mariel Betina SANTILLÁN, entendiendo por presentación refieren al mail 

cursado a las casillas de correo de cada uno de los Secretarios de esta 

Organización el día 01/08/23 previo a la reunión de Consejo Directivo del 

03/08/23, hago saber que no se le dio tratamiento alguno, toda vez que no 

son este tipo de comunicaciones una vía estatutaria hábil a la que 

corresponda dar tratamiento, siendo eventualmente ellas una comunicación 

privada entre secretarios”. 

La referida misiva acredita una respuesta institucional obstinada e 

impeditiva: el gremio resolvió no dar tratamiento a mi requerimiento de prueba de 

cargo por considerar, bajo un rigorismo formal extremo, que el correo electrónico 

constituía una vía inadecuada. 

Esta absurda conclusión denegatoria debió relacionarse por el Juez con el 

empleo cotidiano y habitual de correos electrónicos en la gestión sindical, y con la 

innegable oportunidad material de la comunicación previa al acto sancionatorio. 

La excusa de arropar mi pedido bajo la calificación formal de una mera 

comunicación privada no resuelve la cuestión de fondo: que se me desoyó y no se 

atendió el reclamo de acceso a la documentación elemental y necesaria para 

ejercer mi defensa. 

Asimismo, las referencias testimoniales vertidas respecto a la existencia de 

grabaciones y a su obligación de conservación deben examinarse con idéntica 

precisión lógica. La afirmación dogmática de que una reunión fue registrada en 

audio, no demuestra necesariamente que dicho archivo material permaneciera 

inalterado en poder de quien respondió de manera negativa y esquiva a mi 

requerimiento. No se atribuye una destrucción dolosa de prueba sin la pertinente 
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constancia que lo acredite, pero se resalta la imposibilidad fáctica de acceder a mi 

propia defensa. 

6).- VARGAS: Contradicción probatoria, voto a ciegas, amnesia 

selectiva y conocimiento irrefutable de la denuncia.- 

a).- Hechos relevantes: Durante el desarrollo de su deposición testimonial en 

el plenario, el Secretario VARGAS fue consultado expresamente acerca de la 

lectura y el conocimiento material de la denuncia que sustentó el proceso 

disciplinario, arrojando el siguiente intercambio: 

— Pregunta de esta Querella: “Cuando ella pregunta, ¿alguien leyó la 

denuncia? ¿Alguien leyó la denuncia?”. 

— Respuesta de VARGAS: “Solo por mí, yo no”. 

— Pregunta: “Y usted, a pesar de eso, votó para que pase a Consejo”. 

— Respuesta: “Sí, claro”. 

Esta inusitada y cruda respuesta del directivo se complementó con una 

llamativa y orquestada amnesia selectiva compartida por la abogada apoderada 

del SOMU, Dra. FOJO,  y el Tesorero COHEN, quienes afirmaron bajo juramento 

no recordar que el Secretario General y el resto del cuerpo colegiado estuvieran 

enterados de la existencia de la denuncia penal o de la manda judicial protectoria 

al momento de impulsar la sanción. 

Empero, esta pretendida ignorancia institucional colisiona de manera frontal, 

grosera e insalvable con la prueba documental irrefutable legalmente incorporada 

por lectura al debate oral. El Acta de Consejo Directivo de fecha 3 de agosto de 

2023 —cuya copia certificada fue remitida a la Fiscalía por la propia FOJO— 

documenta la propia y expresa manifestación de VARGAS en pleno recinto, 

desnudando la verdad material: “Todos los que estamos acá sabemos lo que 

está ocurriendo, de hecho, en el día de ayer varios de los Secretarios 

Nacionales fue convocada por el Ministerio Público Fiscal a declarar por la 

denuncia que la compañera Santillán le hiciera al Secretario General, más 

todos los mails que recibimos todos los miembros de este Consejo de 

manos Villalba. Es más, se hicieron públicos en las redes sociales, en los 

grupos de Whatsapp. En definitiva, estamos todos informados”. Este 



66 
 

elemento dirimente se halla indisolublemente respaldado por el correo electrónico 

cursado el 01/08/2023 a la totalidad de las casillas oficiales de los directivos. 

b).- Aplicación al caso: El Juez a quo incurre en una palmaria arbitrariedad 

valorativa al convalidar este testimonio falaz, evidenciando que omitió leer o 

justipreciar debidamente la prueba documental de cargo, o bien que decidió 

deliberadamente no confrontar los instrumentos fehacientes obrantes en autos 

con las contradictorias y reticentes declaraciones de VARGAS, FOJO y COHEN. 

Constituye un despropósito lógico y una afrenta a la sana crítica que el 

Magistrado otorgue visos de credibilidad a la supuesta ignorancia institucional de 

la cúpula, cuando el texto expreso del Acta del 03/08/2023 y la notificación 

fehaciente del correo del 01/08/2023 demuestran, sin el menor resquicio a dudas, 

que la totalidad de los votantes confesaban estar informados de la denuncia penal 

en contra de DURDOS antes de avanzar con la sanción. 

La validación judicial del procedimiento disciplinario no podía ni debía 

descansar en una presunción dogmática y uniforme de ignorancia, cuando la 

propia prueba documental desmiente a los testigos. A los fines de subsumir la 

desobediencia y el hostigamiento, es imperativo integrar el rol protagónico que 

jugaron los demás Secretarios, demostrando que sus votos a ciegas y 

complacientes no fueron producto de un error, sino el vehículo deliberado para 

encubrir al líder, instrumentalizar la estructura gremial e incumplir de manera 

oblicua la orden judicial protectoria en una represalia coordinada. 

7).- COHEN: Inferencia abstracta de regularidad y falta de recuerdo.- 

En el transcurso del debate (D1-B, tramo 03:21:24–03:21:53), el Tesorero 

COHEN expresó: 

“Si se le dio la oportunidad, vuelvo a insistir, nos ajustamos al estatuto. Y si 

el estatuto dice que tiene derecho a defensa, se tiene que haber defendido. No 

recuerdo particularmente los momentos, pero sí, sigo insistiendo, nosotros nos 

ajustamos a todo al estatuto. Entonces no entiendo, si el estatuto dice que ella 

tiene derecho a la defensa, la tiene que haber hecho”. 

El pasaje transcripto revela de manera innegable una inferencia circular 

fundada exclusivamente en el texto abstracto de la norma estatutaria, y no un 
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recuerdo fáctico, histórico y concreto sobre la concesión material de cada 

oportunidad de defensa. 

Es deber del Tribunal distinguir celosamente esta respuesta elusiva de 

aquellas otras partes de su propia declaración en las que el testigo sí refirió 

intervenciones que logró recordar. El agravio no se centra en negar la existencia 

de todo conocimiento por parte de COHEN, sino en impedir que una cómoda y 

abstracta presunción de regularidad estatutaria, vacía de contenido empírico, 

reemplace la constatación ineludible de lo efectivamente acaecido y denegado en 

el plano de los hechos. 

8).- Congreso del 11/10/2023: Posibilidad de hablar y defensa efectiva.- 

Si bien el acta formal registra la realización de un supuesto descargo de mi 

parte (constancia instrumental que debe mantenerse como tal), la realidad 

probatoria del acto arroja una conclusión diametralmente opuesta respecto al 

respeto de las garantías. 

A su vez, el testigo SOSA en D2-A (tramo 02:20:01–02:20:09), depuso 

ilustrando la asfixia del acto: 

“Ella habló. Ella se defendió. Pero a medias. Creo que lo cortaron”. 

En idéntico cauce, el congresal AGUIRRE reconoció intervenciones de esta 

parte, pero relató de manera circunstanciada las incesantes interrupciones y la 

palmaria ausencia de exhibición de las pruebas de cargo ante el cuerpo 

deliberativo del Congreso. 

No existe una contradicción insalvable, lógica o jurídica, entre que el acta 

notarial consigne que se produjo un descargo y el hecho gravísimo de que las 

condiciones materiales para su ejercicio hayan sido coactivas e insuficientes. El 

examen jurisdiccional de validez debe atender, sin excusas, al conocimiento 

efectivo y previo de los cargos, al acceso real a sus elementos respaldatorios, a la 

oportunidad otorgada y a la posibilidad no coartada de responder a las 

imputaciones. 

La defensa material en el ámbito de un proceso disciplinario sindical no 

requiere trasladar mecánicamente y sin matices todas las ritualidades formales del 

proceso penal; no obstante, bajo ningún punto de vista y en resguardo del debido 

proceso (art. 18 de la Constitución Nacional), el derecho de defensa puede verse 
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vaciado y reducido a una mera presencia física en el recinto o a haber 

pronunciado fragmentariamente algunas palabras antes de la condena 

preestablecida. 

9).- Intervención de FOJO.- 

Durante el desarrollo del debate, la Dra. FOJO reconoció expresamente que 

no había tomado vista material de la causa y se limitó a explicar su participación 

técnica en las transcripciones instrumentales y en la redacción de comunicaciones 

orgánicas. 

Su aporte testimonial debe ser metodológicamente desagregado: una cosa 

resulta ser lo que presenció fáctica e históricamente en las asambleas, otra 

diametralmente distinta lo que redactó por orden de la conducción, y otra, 

enteramente irrelevante a los fines del dictado de certeza, su interesada opinión 

jurídica patronal acerca de la supuesta regularidad inmaculada del procedimiento 

disciplinario. 

La condición de abogada y representante del sindicato no torna, per se, 

falsos sus dichos fácticos o materiales, pero, indudablemente, tampoco convierte 

su dogmática y sesgada valoración de legalidad en una certificación neutral, 

ecuánime o independiente sobre la cual el Juez penal pueda recostar su 

sentencia absolutoria. 

10).- Cargos vinculados con gestiones y contactos institucionales.- 

Las recurrentes referencias introducidas por la Defensa vinculadas a 

reuniones intersindicales, a la intervención en las 62 Organizaciones Peronistas, 

al altercado con Karina MOYANO, a la participación sustitutiva de la delegada 

Lorena CLEMENTE y a otras tantas gestiones, deben mantenerse y ceñirse 

rigurosamente dentro de lo efectivamente introducido y controvertido en el 

plenario. 

En particular, y respecto del polémico viaje de capacitación a los Estados 

Unidos, debe atenderse obligatoriamente a los reconocimientos fácticos 

transcriptos en el apartado XI, punto 2 bis) del presente recurso: el destino 

geopolítico del viaje (Estados Unidos) no constituía, ni constituye bajo ningún 

precepto reglamentario, una prohibición escrita o una inconducta expresamente 

tipificada en el articulado del Estatuto Social. Por ello, la justificación de la 
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gravísima sanción disciplinaria impuesta exigía del Magistrado precisar, sin 

ambigüedades ni eufemismos, si al suscribir tal reprimenda se reprochaba 

materialmente una actuación sin mandato representativo (como alegó 

erráticamente la Defensa), el incumplimiento de una instrucción singular y 

determinada, o, lisa y llanamente, el inconfesable mero apartamiento o disenso de 

una orientación política impuesta por DURDOS. Resulta jurídicamente inaceptable 

confundir y mimetizar esos heterogéneos fundamentos, pretendiendo, de manera 

espuria, que la sola intervención avaladora de los órganos colegiados subsane 

retroactivamente la falta de explicación legal sobre el deber concretamente 

infringido por esta Querella. 

11).- Incidencia del agravio.- 

La coetaneidad temporal de los reclamos impide al Magistrado reducir la 

robusta hipótesis de represalia sistémica a una supuesta reconstrucción de los 

hechos elaborada mañosamente por esta parte a posteriori de la sanción 

disciplinaria. 

Por el contrario, la radicación de la denuncia por desobediencia judicial, el 

intercambio de los correos electrónicos previos alusivos al hostigamiento, los 

desesperados pedidos de exhibición de las pruebas de cargo y las 

manifestaciones vejatorias y autoincriminatorias registradas en las actas y audios 

asamblearios, existían de manera plena y documentada con mucha anterioridad a 

la materialización de la infundada suspensión del 11/10/2023. Si bien estos 

elementos aislados podrían no demostrar automáticamente un plan o concierto 

delictivo omnicomprensivo, exigían ineludiblemente del Juez una respuesta 

jurisdiccional fundada, armónica y conglobada que relacionara sin cortapisas el 

origen del conflicto, el tortuoso desarrollo de la segregación y la verdadera 

finalidad vindicativa del procedimiento disciplinario orquestado. 

 

XV.- ARTS. 17, 19 Y 20 DEL ESTATUTO. CRITERIOS SELECTIVOS, 

INTERVENCIÓN DE FOJO Y ACTUACIÓN COORDINADA DE LA 

CONDUCCIÓN:  

El presente agravio disecciona la errónea y sesgada exégesis del plexo 

estatutario efectuada por el Juez a quo. La sentencia absolutoria convalida una 
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aplicación asimétrica y discriminatoria de las normas internas del sindicato, 

omitiendo ponderar que las reglas disciplinarias fueron utilizadas por la cúpula 

directiva como una herramienta de persecución política y de género, bajo una 

apariencia de estricta legalidad formal que el debate oral se encargó de 

desmoronar. 

1).- Primer agravio.- Distinción entre las disposiciones estatutarias.- 

a).- Hechos relevantes: El art. 17 del Estatuto contempla causales 

disciplinarias materiales, entre ellas las vinculadas con inconducta, incumplimiento 

estatutario e injurias o agresiones a representantes en funciones sindicales. 

Paralelamente, el art. 19 regula el tratamiento procedimental de las sanciones 

respecto de los integrantes de la conducción, la intervención del Congreso y las 

condiciones de una eventual suspensión preventiva. Por su parte, el art.  20 se 

refiere, de manera específica, a la reincorporación de los afiliados que hubieran 

sido suspendidos preventivamente por encontrarse sometidos a proceso penal y 

que finalmente resulten absueltos, bajo las condiciones estatutarias que dicha 

norma contempla. 

b).- Aplicación al caso: Resulta un absurdo jurídico y un vicio de 

fundamentación que el fallo convierta esta última disposición (art. 20) en un 

mandato de apartamiento automático para toda persona meramente denunciada, 

aplicándolo con rigorismo a los disidentes. Tampoco puede el a quo avalar su 

utilización defensiva como si la norma exigiera siempre una condena penal firme 

para proceder a la suspensión, cuando ese no es el presupuesto al que remite su 

texto expreso. 

La verdadera cuestión recursiva que el Magistrado omitió resolver es el 

criterio selectivo y arbitrario efectivamente aplicado por DURDOS en situaciones 

comparables, no la creación pretoriana de una obligación de sancionar al 

Secretario General por la sola existencia de esta causa. El estatuto fue un arma 

de doble filo: lapidario para la Querella y letra muerta para el imputado. 

2).- Segundo agravio.- Tratamiento de VILLALBA.- 

a).- Hechos relevantes: Las declaraciones rendidas en el debate se refirieron 

a distintos momentos históricos de la situación del dirigente VILLALBA, los cuales 

el a quo confundió, debiendo conservarse estrictamente separados. Un primer 
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tramo se vinculó con el antecedente remoto que dio lugar a su alejamiento 

preventivo y a la posterior reincorporación votada en junio de 2022. Otro tramo, 

diametralmente distinto, se relacionó con el procedimiento disciplinario y las 

denuncias posteriores vinculadas con las gravosas sanciones impuestas en el año 

2023. 

b).- Aplicación al caso: Las manifestaciones vertidas por VILLALBA acerca 

de su situación procesal no le permiten al Juez afirmar, sin el respaldo documental 

correspondiente, que en el debate se hubiera demostrado fehacientemente la 

fabricación de una causa en su contra. El análisis casatorio se concentra en el 

grado de conocimiento real que dijeron tener quienes adoptaron las decisiones 

punitivas y en el umbral probatorio que utilizaron para justificarlas. Asimismo, la 

sentencia yerra al mimetizar conceptos procesales: no son intercambiables las 

categorías de denunciado, imputado, procesado, requerido a juicio o condenado. 

Su significado y sus alcances dependen del ordenamiento procesal aplicable, 

rigor técnico que el fallo omitió para beneficiar la postura absolutoria. 

3).- Tercer agravio.- Declaración de VARGAS y precisión del debate.- 

a).- Hechos relevantes: En el registro D2-A, el Secretario VARGAS fue 

interrogado sobre el vínculo directo entre los procesos judiciales y las decisiones 

estatutarias de suspensión. Ante las evasivas del testigo, esta Querella aclaró 

expresamente en la audiencia: "Nunca hablé de condena firme". Y agregó para 

mayor ilustración: "No, de hecho el estatuto no habla de condena firme". 

b).- Aplicación al caso: El presente recurso conserva y ratifica esa precisión 

dogmática. Esta parte no atribuye a la acusación una tesis irrazonable según la 

cual toda simple denuncia produzca una suspensión automática, pero tampoco 

acepta que la discusión sea desplazada maliciosamente por la Defensa hacia la 

exigencia de una condena penal firme, presupuesto que jamás fue invocado 

normativamente. A su turno, cuando se le preguntó a VARGAS por las 

constancias documentales efectivamente consultadas para aplicar la sanción en 

el caso comparado, respondió lacónicamente: "No lo recuerdo". Esta orfandad de 

memoria no demuestra por sí sola la arbitrariedad de la decisión, pero impide 

categóricamente al Juez considerar acreditado que existió un examen de 

antecedentes concretos y objetivos. No se puede cimentar una absolución 
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basándose en el olvido conveniente de un testigo clave. Asimismo, debe 

mantenerse la diferencia entre su activa intervención en el Secretariado y el 

Consejo, y su ausencia de voto en el Congreso; no se le atribuye una 

participación que negó, pero sí su rol impulsor en las etapas previas. 

4).- Cuarto agravio.- La referencia a NAVARRO.- 

a).- Hechos relevantes: La intervención del dirigente NAVARRO, cuya 

constancia fue leída durante la declaración de la abogada FOJO, planteó en el 

debate una severa divergencia acerca de cómo se había caracterizado y 

adulterado una moción o medida disciplinaria en las actas. 

b).- Aplicación al caso: Ese contenido no se presenta en esta instancia como 

si fuera un testimonio prestado presencialmente por NAVARRO en el juicio, ni 

como prueba concluyente y pericial de la falsedad ideológica de un acta. Su 

utilidad procesal y recursiva consiste en demostrar palmariamente que la 

calificación jurídica y el alcance real de la medida fueron objeto de ardua 

controversia y manipulación dentro de las propias constancias consideradas por la 

conducción, derribando la presunción de inmaculada regularidad institucional que 

el fallo asume dogmáticamente. 

5).- Quinto agravio.- Comparación con SOTO.- 

a).- Hechos relevantes: Respecto de la situación del dirigente Gonzalo 

SOTO, el testigo VARGAS expresó con manifiesta vaguedad: "No recuerdo si fue 

suspendido, creo que sí, pero no recuerdo". En otro tramo del interrogatorio, 

indicó que no podía señalar diferencias de criterio por no comprender o no 

conocer suficientemente la situación de su par. 

b).- Aplicación al caso: Estas respuestas evasivas e imprecisas no le 

permiten al Juez reconstruir un expediente disciplinario completo ni afirmar 

asertivamente que no existieran situaciones procesales idénticas tratadas de 

forma dispar. Sí muestran, de manera elocuente, los graves límites del 

conocimiento y la falta de transparencia del testigo frente a una comparación 

introducida para examinar la consistencia del criterio sancionatorio aplicado por 

DURDOS. La falta de respuesta suficiente por parte de la cúpula no puede ser 

sustituida por el Magistrado mediante una afirmación absolutoria de identidad 

inexistente; exigía determinar con rigor forense qué diferencias relevantes fueron 
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acreditadas para justificar el trato desigual, labor que la sentencia omitió por 

completo. 

6).- Sexto agravio.- FOJO: vínculo profesional y alcance de su 

conocimiento.- 

a).- Hechos relevantes: La abogada FOJO describió bajo juramento su 

desempeño en el área legal del sindicato entre enero de 2018 y diciembre de 

2024, así como su intervención posterior en tareas determinadas a pedido de la 

conducción, entre ellas cuestiones paritarias y electorales. 

b).- Aplicación al caso: No corresponde al a quo presentar ni valorar dicho 

vínculo de subordinación profesional como si hubiera permanecido inalterado, 

neutral o aséptico hasta la fecha del debate. La relevancia de su testimonio 

consiste estrictamente en ubicar la posición de dependencia desde la cual 

participó, redactó y avaló las comunicaciones y decisiones persecutorias de los 

años 2022 y 2023. La valoración judicial de su inocultable interés en el pleito y de 

sus posibilidades reales de conocimiento debe realizarse con el mismo rigor, 

severidad y estridencia que el Magistrado aplicó injustificadamente respecto de 

los testigos vinculados con esta Querellante. 

7).- Séptimo agravio.- FOJO: procesado y denunciado.- 

a).- Hechos relevantes: Durante el examen del art. 20 del Estatuto, se 

produjo en la audiencia el siguiente y revelador intercambio con la letrada del 

sindicato: 

— Pregunta de esta Querella: "¿Entonces Villalba estaba suspendido? ¿Sí o 

no, doctora? ¿Se cumplió con el procedimiento disciplinario?". 

— Respuesta de FOJO: "No tenía iniciado el procedimiento disciplinario, por 

eso dice preventivo, doctor". 

Al ser interrogada sobre el significado técnico de encontrarse sometido a 

proceso, respondió inicialmente: "Procesado". Consultada sobre si VILLALBA se 

encontraba en esa concreta situación procesal, expresó: "Hasta donde yo tomé 

conocimiento, no". En el desarrollo posterior del testimonio, y luego de que el 

propio Magistrado interviniera para delimitar la pregunta a cuál de las categorías 

mencionadas se correspondía con el art. 20, la testigo modificó su postura y 

contestó: "Denunciado". 
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b).- Aplicación al caso:  El presente agravio no consiste en pretender 

convertir esa variación semántica en prueba automática de un delito de falso 

testimonio. Consiste en señalar, con contundencia jurídica, que la explicación del 

criterio estatutario brindado por la supuesta "experta" de la patronal no fue 

unívoca, resultó acomodaticia y debía ser contrastada rigurosamente por el 

Juez con los antecedentes documentales que se dijeron considerados.  

La diferencia abismal entre una simple opinión jurídica y el conocimiento 

material de los hechos es determinante. Una testigo dependiente no sustituye al 

Tribunal en la interpretación de la legalidad del Estatuto, pero debe dar cuenta 

cierta de las circunstancias fácticas sobre las que intervino para instrumentar las 

sanciones. 

8).- Octavo agravio.- Intervención del magistrado y reticencias.- 

a).- Hechos relevantes: El Magistrado de grado debió delimitar el 

interrogatorio y recordar la condición testimonial de FOJO, evitando que la 

declaración se transformara en una exposición abstracta o en una discusión 

hermenéutica con el letrado patrocinante. 

Por otra parte, respecto del testigo VARGAS, el propio sentenciante expresó 

durante el debate en clara señal de advertencia: "Yo estoy observando acá una 

actitud de memoria selectiva". Y posteriormente ratificó su percepción: "Lo que 

entiendo es que el testigo ha sido claramente reticente en cuanto a alguna de las 

respuestas que dio, por eso le hice esa advertencia". 

b).- Aplicación al caso: Esas atinadas observaciones jurisdiccionales no 

invalidan toda la declaración ni permiten calificar como falsas todas sus 

respuestas de manera automática. Sin embargo, sí debían ser obligatoriamente 

consideradas, sopesadas y plasmadas en la sentencia al momento de utilizar las 

afirmaciones de ese mismo testigo evasivo como explicación suficiente y 

dirimente de la supuesta "regularidad" del procedimiento sancionatorio. 

Resulta contradictorio advertir la mendacidad o reticencia de un testigo 

para luego basar la absolución en sus dichos. Asimismo, ante 

cuestionamientos infundados dirigidos por la Defensa al patrocinante de esta 

Querella, el magistrado indicó expresamente: "De mi parte yo no observé ninguna 

inconducta". Y reiteró: "Yo no vi ninguna inconducta de su parte". Por ello, no 
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corresponde que el a quo o la Alzada utilicen la vehemencia o dinámica del 

interrogatorio como un fundamento implícito para desacreditar los puntos nodales 

que esta parte intentaba legítimamente esclarecer. 

9).- Noveno agravio.- Criterios de credibilidad.- 

a).- Hechos relevantes: La jurisprudencia y la doctrina exigen un tamiz 

estricto al momento de valorar las deposiciones de testigos inmersos en un 

conflicto de intereses o de asimetría laboral. 

b).- Aplicación al caso: La referencia efectuada por el Tribunal Superior en la 

causa TARANCO al voto de la Juez Dra. RUIZ in re “NEWBERY GREVE” (Expte. 

8796/12, Resolución del 11/09/2013), se conserva y aplica en esta instancia como 

cita indirecta y pauta rectora.  

La valoración judicial de la prueba no consiste en un ejercicio aritmético de 

contar testigos de cada parte, ni en asignar mayor credibilidad a quienes detentan 

la pertenencia institucional y el poder de turno.  

La sana crítica exige distinguir con bisturí la percepción directa, de la 

inferencia, la falsa falta de recuerdo y la mera opinión jurídica. Ese método 

riguroso debió aplicarse de manera imparcial, tanto a quienes describieron el 

asedio y la exclusión, como a quienes, desde su posición de privilegio, invocaron 

un aparente e inmaculado cumplimiento del Estatuto. 

10).- Décimo agravio.- Actuación institucional e imputación personal.- 

a).- Hechos relevantes: El entramado sindical involucró las funciones 

instrumentales de ORDÓÑEZ en Prensa, de COHEN en Tesorería, de VARGAS 

en Relaciones Laborales y de la abogada apoderada del SOMU, la Dra. FOJO, en 

la instrumentación jurídica de las represalias. 

b).- Aplicación al caso: Es evidente que la mera existencia de estas 

funciones no genera una responsabilidad penal automática y objetiva en cabeza 

del Secretario General. Empero, dicha colegialidad tampoco le permite al Juez a 

quo fragmentar el análisis de los hechos cuando existen instrucciones directas, 

decisiones de dominio e intervenciones personales probadas que conectan, 

vertebran y dirigen todas esas actuaciones periféricas hacia un mismo fin lesivo.  

El presente recurso no le atribuye a DURDOS todo lo realizado por cualquier 

integrante aislado del SOMU. Reclama, con estrictez jurídica, que su intervención 
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dolosa sea examinada a partir de las fuentes de prueba concretas y de sus 

propias confesiones, sin convertir la mera distribución administrativa de tareas en 

una presunción general y absurda de ajenidad penal. 

 

XVI.- ORDEN PROTECTORIA Y ERROR DE EXCLUSIÓN DE LOS ACTOS 

INSTITUCIONALES:  

Este agravio medular ataca la arbitraria premisa dogmática del sentenciante, 

mediante la cual se pretendió escindir y eximir de reproche penal a los actos de 

desobediencia judicial por el mero hecho de haberse ejecutado bajo el ropaje de 

facultades institucionales o colegiadas. El a quo confunde la forma del acto con la 

antijuridicidad de su finalidad, neutralizando el imperio de una orden judicial 

dictada para hacer cesar la violencia. 

1).- Primer agravio.- Mandato impartido.- 

a).- Hechos relevantes: La resolución jurisdiccional de fecha 16/05/2023 

(Actuación 1188715/2023, incorporada en la documental CP1, páginas 192–211), 

dispuso con carácter imperativo y cautelar: "EL CESE DE TODO ACTO DE 

PERTURBACIÓN O INTIMIDACIÓN, DIRECTO O INDIRECTO, POR PARTE DE 

RAÚL OMAR DURDOS […] HACIA LA SRA. MARIEL BETINA SANTILLÁN". 

Dicha medida se estableció expresamente "mientras dure el proceso; todo ello 

bajo apercibimiento de quedar incurso en el delito de desobediencia a la autoridad 

previsto por el artículo 239 del Código Penal". La efectiva notificación personal 

diligenciada el 17/05/2023 obra en las páginas 212–223 del mismo legajo. 

b).- Aplicación al caso: El efectivo y pleno conocimiento del imputado 

respecto de los alcances de la medida fue admitido y dado por probado en la 

propia sentencia. La cuestión fáctica no consiste, por tanto, en determinar si el 

encartado recibió alguna "noticia informal" o padecía de ignorancia, sino en 

precisar bajo las reglas del derecho penal el alcance de una orden judicial 

individualizada, vigente, legítima y plenamente conocida, cuyo acatamiento 

resultaba ineludible. 

2).- Segundo agravio.- Medidas concedidas y pedidos rechazados.- 

a).- Hechos relevantes: En el iter del proceso protectorio existieron 

requerimientos específicos que no fueron concedidos in limine por la judicatura, 
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tales como la reincorporación inmediata de MIRANDA o la imposición de 

mecanismos determinados de gestión. 

b).- Aplicación al caso: Debe preservarse con absoluto rigor analítico la 

diferencia entre el cese genérico de perturbaciones que sí fue ordenado, y los 

requerimientos prestacionales específicos que no fueron concedidos.  

El rechazo de aquellos pedidos no permite imputar como delito de 

desobediencia el mero incumplimiento de esas prestaciones positivas. Sin 

embargo, dicha denegatoria tampoco autoriza al a quo a concluir de forma 

falaz que todos los actos institucionales del gremio quedaron per se 

excluidos del deber general y absoluto de cesar las perturbaciones e 

intimidaciones contra mi persona. 

La denegación de una medida cautelar específica y el alcance de la medida 

de cese efectivamente concedida son cuestiones jurídicas totalmente diferentes. 

La primera impide crear una obligación de hacer no impuesta; pero de ningún 

modo vacía de contenido prohibitivo a la segunda. 

3).- Tercer agravio.- Persona protegida y ejercicio de la función.- 

a).- Hechos relevantes: El Magistrado ensayó en su resolución una partición 

artificial, intentando separar a la "persona física" de SANTILLÁN de su rol 

institucional y actividad como Secretaria de la Mujer, sugiriendo que la orden solo 

protegía a la primera. 

b).- Aplicación al caso: La forzada interpretación del fallo carece de todo 

sustento fáctico y legal. La orden de protección fue dictada precisamente dentro 

del marco de un conflicto laboral e institucional asimétrico que comprendía, como 

núcleo del hostigamiento, las severas restricciones de gestión, el bloqueo de 

comunicaciones, el retiro de recursos y el trato vejatorio institucional. 

Los artículos 54 y 55 del Código Contravencional reprimen el hostigamiento 

amenazante y el maltrato psíquico que ataca la dignidad. Lejos de tratarse de 

meras apreciaciones subjetivas de la víctima, la plataforma probatoria incorporada 

al debate incluyó dictámenes técnicos emanados de organismos especializados 

del Estado, cuya existencia y contenido el Juez de grado soslayó de manera 

deliberada y arbitraria. 
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En primer término, destaca el Informe de la Oficina de Asistencia a la Víctima 

y al Testigo de fecha 13 de abril de 2023, el cual concluyó lapidariamente que 

“Las acciones y omisiones... han conminado a la damnificada a una 

posición de desventaja y desigualdad impropia de su función, como así 

también a afectaciones en su salud y su estado anímico”.  

En segundo término, obra el categórico Informe del Equipo Interdisciplinario 

de la Oficina de Violencia Doméstica y de Género de fecha 27 de abril de 2023, el 

cual advirtió de manera inequívoca que se observan “mecanismos de 

desplazamiento, desgaste, disciplinamiento y exclusión, en los que se basa 

la violencia política hacia las mujeres, afectando su participación...”. Dicho 

dictamen oficial fundamentó su encuadre en las previsiones del artículo 6, inciso 

h, de la Ley N° 26.485, que tipifica y define expresamente la violencia pública-

política contra las mujeres. 

La afectación a la dignidad y a la integridad psicofísica no se limita a insultos 

verbales aislados. La supresión asfixiante de colaboradores, el aislamiento 

orgánico, el despojo de recursos y la injerencia persecutoria fueron los 

componentes idóneos de un trato dirigido a degradar y neutralizar el ejercicio del 

cargo. La sentencia incurre en un vicio dirimente de fundamentación aparente al 

omitir por completo la ponderación conjunta de estos informes técnicos oficiales. 

El Juez no solo desjerarquizó la prueba pericial e interdisciplinaria de cargo, sino 

que prescindió injustificadamente de las conclusiones científicas emitidas por los 

organismos públicos especializados en la materia, los cuales acreditaron de forma 

indubitable el impacto lesivo sobre la salud de la Querellante y la configuración 

objetiva de la violencia política y de género consagrada en la Ley 26.485. 

Semejante orfandad valorativa quebranta la obligación estatal de debida diligencia 

y sella la arbitrariedad del fallo absolutorio. 

Al respecto, la subsunción jurídica de estos hechos exige integrar 

ineludiblemente el orden público tutelar establecido por la Ley 26.485. Dicho 

cuerpo normativo tipifica diversas categorías y modalidades de violencia que, en 

el sub lite, fueron ejecutadas por la conducción sindical de manera sistemática y 

en una palmaria escalada de menor a mayor intensidad.  
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En efecto, la hostilidad se inició con una innegable violencia simbólica y 

psicológica, materializada a través del aislamiento, la exclusión de los canales de 

información institucional, la denegación sistemática del uso de la palabra y la 

difamación mediante estereotipos machistas. Seguidamente, la coacción mutó 

hacia una asfixiante violencia económica y patrimonial, traducida de manera 

objetiva en el cese forzado del pago de honorarios a las colaboradoras técnicas, 

la denegatoria infundada de viáticos y movilidad, y el intempestivo despojo del 

alojamiento. Finalmente, el derrotero lesivo culminó en su expresión más grave: la 

violencia laboral, institucional y política, ejecutada mediante la desarticulación de 

la Secretaría de la Mujer y la utilización fraudulenta del aparato disciplinario de los 

órganos colegiados para aniquilar el mandato representativo de la única dirigente 

femenina con voz y voto. 

Bajo este prisma ineludible, escindir a la "persona física" de su "cargo 

representativo" constituye una aberración jurídica que neutraliza la 

protección y revictimiza a la denunciante. Una orden prohibitiva dirigida 

personalmente a DURDOS podía y debía ser plenamente incumplida y violentada 

mediante actos ejecutados en el ejercicio de su función como Secretario General, 

siempre que se acreditara materialmente —como ha ocurrido en autos— que 

esos actos administrativos integraban la perturbación y anulación funcional 

prohibida y que fueron pergeñados con pleno conocimiento y voluntad (dolo). 

No se sostiene en esta instancia que el mandato impidiera toda decisión 

sindical que resultare desfavorable, ni que equivaliera a una insólita prohibición 

general de innovar. Se impugna y cuestiona categóricamente que el Juez de 

grado utilice la "forma institucional" del acto como un artificio para excluir de 

antemano, y como un paraguas de impunidad, la posibilidad misma de 

configuración del delito de desobediencia. 

4).- Cuarto agravio.- Intervención colegiada y conducta personal.- 

a).- Hechos relevantes: El sindicato cuenta en su estructura con órganos 

compuestos de once, veintisiete o treinta y seis miembros, dependiendo de la 

asamblea que se trate. 

b).- Aplicación al caso: La mera pluralidad de intervinientes no elimina, ni 

diluye, el ineludible deber del Juez penal de valorar quién convocó la asamblea, 
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qué propuso el imputado, qué expresiones coactivas utilizó y qué intervención 

directriz tuvo en la formación de la voluntad colegiada. El presente recurso no 

pretende atribuirle al encartado DURDOS la totalidad de los votos emitidos por 

terceros. La acusación se apoya firme y exclusivamente en su participación 

personal, como autor y organizador, y muy especialmente en las 

manifestaciones autoincriminatorias probadas que vincularon de manera 

directa la interposición de la denuncia judicial con el inicio del tratamiento 

disciplinario como represalia.  

La colegialidad del órgano puede ser relevante para delimitar el grado de 

autoría, instigación o causalidad; pero jamás constituye una exención o excusa 

absolutoria abstracta cuando la acusación individualiza y prueba actos de dominio 

propios del acusado. 

5).- Quinto agravio.- Manifestaciones sobre la denuncia.- 

a).- Hechos relevantes: En el registro de audio AU2 (tramo interno 01:09:59–

01:10:07), se documentó sin margen de duda el reproche del imputado: 

DURDOS: "Los problemas que tenemos nosotros, acá vienen, no hay que ir 

a la comisaria a hacer la denuncia como me hiciste vos a mí". 

DURDOS: "Denunciaste a un Secretario General". 

b).- Aplicación al caso: La opinión personal del imputado acerca de que los 

conflictos debían resolverse a puertas cerradas internamente no constituye, por sí 

sola, la comisión de un delito. No obstante, su extrema relevancia penal y 

probatoria reside en la conexión inescindible de este reproche con los actos de 

asedio personalmente impulsados a continuación, y su flagrante colisión con la 

orden judicial que le exigía cesar todo tipo de perturbaciones. Ese intercambio 

coactivo debía valorarse por el Juez de manera conglobada junto con la confesión 

del imputado de que después de la denuncia dejó de atenderme "más todavía", y 

no fragmentarlo como si se tratara de una expresión desafortunada pero 

completamente aislada del procedimiento de vaciamiento. 

6).- Sexto agravio.- Tipicidad y elemento subjetivo.- 

a).- Hechos relevantes: El art. 239 del Código Penal reprime a quien 

desobedeciere a un funcionario público en el ejercicio legítimo de sus funciones. 
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El tipo objetivo requiere un mandato legítimo, formal y notificado, y un 

incumplimiento personalmente atribuible. 

b).- Aplicación al caso: En las presentes actuaciones debían examinarse con 

rigor forense la validez de la orden, el acabado conocimiento por parte del 

destinatario, la conducta material comprendida en la proscripción, la posibilidad 

fáctica de cumplimiento y el dolo del autor. La tesis central e inamovible de esta 

Querella se refiere a las decisiones conscientes, dolosas y voluntarias del 

imputado de continuar, agravar y profundizar los actos que se sostienen 

comprendidos en la prohibición judicial. No se postula, como erróneamente 

asume el fallo, una responsabilidad penal objetiva por el mero hecho de ostentar 

la conducción del sindicato.  

Por otra parte, la eventual e hipotética invocación de un "asesoramiento 

jurídico" interno tampoco modifica, neutraliza ni borra por sí sola la antijuridicidad 

del incumplimiento de la orden. Si la Defensa pretendiera alegar un error de 

prohibición sobre el alcance del mandato, el mismo deberá examinarse con 

estricto arreglo a sus presupuestos dogmáticos y a las circunstancias acreditadas 

en el debate, sin que el Juez pueda presumirlo de oficio ni desplazar la carga 

probatoria que le asiste a la Defensa para demostrar dicha causal de 

inculpabilidad. 

7).- Séptimo agravio.- Doctrina sobre desobediencia.- 

a).- Hechos relevantes: La jurisprudencia y doctrina especializada han 

delimitado claramente los alcances del delito de desobediencia en contextos de 

violencia institucional y de género, impidiendo que el formalismo vacíe la tutela 

judicial efectiva. 

b).- Aplicación al caso: Resulta insoslayable la remisión a la doctrina 

(DONNA, Edgardo Alberto; Derecho Penal. Parte Especial, tomo III, Ed. Rubinzal-

Culzoni, año 2000), debiendo conservarse incólumes las distinciones teóricas 

entre destinatario del mandato, conocimiento fehaciente y voluntad de 

incumplimiento. Las consideraciones abstractas sobre aquellas órdenes que ya 

cuentan con otras consecuencias jurídicas procesales no pueden trasladarse ni 

aplicarse automáticamente para vaciar de contenido penal a las medidas 

protectorias dictadas específicamente en un proceso de violencia. 
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En sintonía, la jurisprudencia ha examinado esta sutil diferencia in re “R. S., 

V. T.” (Sala IV, Incidente 10700/2023-1, Resolución del 06/12/2023), invocándose 

la doctrina de DONNA (págs. 88–89) en los exactos términos allí tratados. 

Asimismo, en la causa “F., F. A. sobre 239 — Resistencia o desobediencia a la 

autoridad” (Sala III, Incidente 453272/2022-1, Actuación 922861/2024, Resolución 

del 07/05/2024), la Alzada distinguió acertadamente la protección judicial cautelar 

de otras reglas de conducta ordinarias, rechazando de plano una excepción de 

manifiesta atipicidad; su alcance dogmático es claro: no se trató de una 

declaración anticipada de culpabilidad por cualquier incumplimiento, sino de la 

salvaguarda del tipo penal. Por su parte, la doctrina especializada (ANGRISANI, 

Damián; “La violación de medidas cautelares en violencia de género y su relación 

con el delito de desobediencia: Un análisis del Código Penal de la Nación y de la 

Ley 26.485”, Revista Pensamiento Penal, vol. 1, N° 4, año 2025, págs. 87–93), 

destaca la imperiosa necesidad de constatar una orden concreta, legítima, 

conocida y voluntariamente incumplida. 

Dicho marco teórico se aplica en el sub lite como pauta estricta de análisis 

dogmático, mas no como un sustituto mágico de la acreditación material de los 

hechos que ya se ha producido. 

8).- Octavo agravio.- Participación y límites de la atribución.- 

a).- Hechos relevantes: La imputación de desobediencia "indirecta" fue 

contemplada en la propia resolución cautelar para evitar que el autor se valga de 

interpósitas personas para eludir el mandato. 

b).- Aplicación al caso: Las reglas generales de participación del art. 45 del 

Código Penal y las pertinentes del Código Contravencional exigen siempre 

identificar una contribución material o ideológica concreta al hecho. Es cierto que 

la sola palabra “indirecto” contenida en la letra de la orden judicial no crea una 

responsabilidad objetiva por absolutamente todos los actos que ejecuten terceros. 

La mera ausencia de un repudio público por parte de DURDOS, aisladamente 

considerada, no demuestra por sí sola su intervención en una publicación 

injuriosa ni su incumplimiento doloso; como tampoco la sola pertenencia a la 

conducción acredita el dominio automático sobre cualquier cuenta de red social o 

comunicación. 
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La invocación del precedente “MARTEL” (CSJN, FMZ 

41001077/2011/TO1/4/1/RH3, Sentencia del 17/05/2022) debe mantenerse 

circunscripta y limitada estrictamente al tratamiento dogmático de las formas de 

intervención y al voto concurrente allí plasmado. De ningún modo se pretende 

trasladar a este expediente correccional las características sistémicas de una 

causa por delitos de lesa humanidad, ni se postula una aberrante teoría de 

responsabilidad penal objetiva basada en la mera posición jerárquica del autor.  

Del mismo modo, las consideraciones jurídicas generales sobre el dolo 

eventual desarrolladas in re “S., C. A.” (Tribunal de Casación Penal de la Provincia 

de Buenos Aires, Sala III, Causa N° 28.272, Sentencia del 01/12/2009) operan 

como guía exegética, pero no sustituyen el análisis probatorio específico que 

requiere el art. 239 del CP. La pretensión principal de esta Querella continúa 

cimentada, de manera inquebrantable, en la prueba del conocimiento efectivo de 

la manda y la voluntad directa y comprobada de su incumplimiento por parte de 

DURDOS. 

9).- Noveno agravio.- Autonomía de la orden respecto del resultado 

final.- 

a).- Hechos relevantes: El sentenciante infiere que, al no considerar 

probados los actos de violencia de género como figura principal o al declararlos 

prescriptos, el delito de desobediencia caería por decantación lógica. 

b).- Aplicación al caso: Este razonamiento vulnera el bien jurídico protegido 

por el art. 239 del CP (la administración pública y el normal funcionamiento de la 

justicia). La posterior e infundada absolución sobre los otros cargos 

contravencionales o penales de fondo no elimina, ni borra retroactivamente, la 

plena vigencia y operatividad de una orden judicial legítima que, en el momento 

del hecho, detentaba ejecutoriedad y debía ser obedecida acabadamente 

mientras subsistiera incólume. Esa indudable autonomía del tipo penal tampoco 

predetermina la condena por desobediencia, sino que obliga al Juez a examinar el 

hecho a la luz de sus elementos constitutivos propios, sin hacer depender 

forzosamente su existencia material y jurídica de que finalmente se admita o no la 

totalidad de la caracterización de violencia de género sostenida por esta Querella. 

10).- Décimo agravio.- Consecuencia solicitada.- 
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En mérito a las graves falencias lógicas y jurídicas denunciadas, debe 

dejarse sin efecto la premisa dogmática y arbitraria que excluye el reproche penal 

de los actos institucionales por su sola naturaleza o forma. Consecuentemente, la 

Alzada deberá determinar, respecto de cada hecho imputado, si la intervención 

personal del acusado, el contenido prohibitivo de la orden y el elemento subjetivo 

(dolo) quedaron suficientemente fijados en el debate oral o si, por el contrario, 

requieren un examen probatorio distinto. Esta escisión analítica es condición 

ineludible e indispensable para seleccionar y aplicar el remedio recursivo que en 

derecho proceda, restaurando así el imperio de la ley. 

 

XVII.- EVIDENCIA DIGITAL, MENSAJERÍA, FOTOGRAFÍAS Y 

COMUNICACIONES:  

El presente agravio ataca la valoración fragmentaria y descontextualizada 

que el Magistrado de grado efectuó respecto del acervo probatorio digital. Lejos 

de ponderar la prueba informática como un engranaje más del hostigamiento 

sistemático perpetrado desde las más altas esferas del sindicato, el fallo se 

escudó en falsos rigorismos técnicos para pulverizar la imputación y desvincular al 

encartado de la violencia digital instrumentada en contra de esta Querella. 

1).- Primer agravio.- Materialidad y autoría: cuestiones diferentes.- 

a).- Hechos relevantes: Las publicaciones, audios e imágenes introducidos 

en autos se vinculan materialmente con la prueba documental CP1 (páginas 158–

162 y 176–177), con el video individualizado y con los reconocimientos expresos 

realizados durante el debate oral. 

b).- Aplicación al caso: La sentencia absolutoria confunde groseramente los 

planos analíticos de la prueba. La existencia material de un contenido agraviante, 

su autenticidad, la identidad nominal de una cuenta de red social, la conexión 

desde una red específica y la determinación indubitable de su autor físico, son 

cuestiones probatorias distintas que la sana crítica exige conservar y analizar de 

manera diferenciada.  

Esta Querella jamás sostuvo la falacia técnica de que una dirección IP 

identifique, por sí sola, a la persona física que publicó, administró una cuenta o 

impartió una instrucción. Lo que se afirma, y el Juez omitió ponderar, es que dicha 
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traza informática acredita irrefutablemente el origen y amparo institucional de la 

maniobra de desprestigio. 

2).- Segundo agravio.- Alcance del informe informático.- 

a).- Hechos relevantes: El perito NOREMBERG explicó en el plenario la 

vinculación técnica de determinadas conexiones con la IP 200.49.105.34, 

asignada oficialmente al SOMU, a partir de las respuestas remitidas por Meta y 

Telecom. Al precisar el alcance técnico, manifestó textualmente: “El IP no va a 

identificar cuál de nuestros dispositivos es, sino que va a identificar el IP de la red 

esta. Ese es el IP público que sale para afuera. Para adentro, la red administra los 

IP privados nuestros”. 

b).- Aplicación al caso: La conclusión pericial acredita fehacientemente una 

relación de red en los estrictos términos del informe, demostrando que los 

ataques provinieron de la sede sindical. Que la técnica informática no individualice 

automáticamente un dispositivo celular o a una persona humana, no autoriza al 

Juez a descartar el valor indiciario de la prueba para exculpar a la conducción.  

A su vez, debe distinguirse dicha información de la dirección 186.137.157.71, 

mencionada respecto de la creación del perfil “DURDOS Conducción”, cuya 

titularidad, si bien no quedó identificada en los términos reseñados, se integra al 

contexto general. Dado que la sentencia sí consideró la cuestión de las 

direcciones IP en sus fojas 67–68, el agravio no radica en su omisión absoluta, 

sino en el absurdo valorativo de no integrar estos elementos tecnológicos con las 

restantes probanzas del plan sistemático. 

3).- Tercer agravio.- Capturas históricas y constatación posterior.- 

a).- Hechos relevantes: El experto informático constató materialmente las 

publicaciones injuriosas del perfil “Nelson Pablo Rodríguez”, pero señaló que no 

encontró, al momento exacto de su examen, una de las publicaciones aportadas 

proveniente del perfil “DURDOS Conducción”. 

b).- Aplicación al caso: Esta limitación meramente temporal impide afirmar 

una autenticación técnica universal del material al momento de la pericia, pero de 

ningún modo autoriza al Magistrado a concluir, con salto lógico inaceptable, que 

toda captura histórica aportada por la víctima resultara inexistente o apócrifa por 

el solo hecho de haber sido borrada o no encontrarse disponible con posterioridad 
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a la denuncia. Los reconocimientos categóricos efectuados por esta parte y por 

VILLALBA, el contenido exhibido y la verificación pericial deben ponderarse 

armónicamente, sin superponerlos para forzar impunidad. 

4).- Cuarto agravio.- Relación de “DURDOS Conducción” con la 

campaña de 2021.- 

a).- Hechos relevantes: Durante el debate, el testigo VILLALBA vinculó 

directamente la existencia de ese perfil con la campaña electoral institucional del 

año 2021, probando su origen y uso político. 

b).- Aplicación al caso: Si bien este antecedente no demuestra, de manera 

aislada y matemática, quién administraba el teclado en mayo de 2023, su valor 

indiciario resulta dirimente y debió mantenerse en el fallo como un dato 

inobjetable de vinculación institucional con el imputado, sujeto al examen de 

continuidad de administración. El Juez yerra al exigir una prueba diabólica 

sobre la identidad permanente de los operadores de redes a lo largo del 

tiempo, cuando lo penalmente relevante es el amparo jerárquico de dicho 

espacio digital. 

5).- Quinto agravio.- Audios editados y representación de una boda.- 

a).- Hechos relevantes: La acusación no negó la existencia originaria de la 

conversación mantenida con RAMOS. El gravamen se dirigió contra la artera 

selección, edición y manipulación del contenido a los fines de su presentación con 

un uso netamente descalificante. A ello se adunó la difusión de un video con 

imágenes adulteradas de una supuesta boda entre SANTILLÁN y VILLALBA, 

respecto del cual el propio magistrado reconoció expresamente en audiencia su 

lesivo sesgo de género. 

b).- Aplicación al caso: La pretendida incertidumbre técnica acerca de quién 

fue el productor o difusor material de cada pieza no elimina su colosal valor 

probatorio para comprender la modalidad sistemática de desacreditación, 

hostigamiento y violencia machista. El a quo incurre en arbitrariedad al 

constatar la violencia simbólica y luego desvincularla por completo del 

autoritarismo de la cúpula, como si tales difamaciones brotaran por 

generación espontánea al margen del poder de DURDOS. 

6).- Sexto agravio.- Comunicado, convocatoria y fotografías.- 
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a).- Hechos relevantes: El comunicado documentado en CP1 (páginas 163–

164) fue reconocido y confrontado lícitamente durante el debate. Asimismo, las 

fotografías aportadas permitieron examinar a los participantes, su presencia física 

y el contexto institucional opresivo. 

b).- Aplicación al caso: Cuando el testigo VARGAS atribuyó una recepción a 

DURDOS mediante una simple expresión de inferencia basada en la observación 

de una fotografía, la sana crítica imponía al Juez conservar ese estricto carácter 

deductivo. Una elucubración o deducción de un testigo ligado al imputado no 

equivale, en modo alguno, a haber presenciado personalmente la entrega material 

de los documentos. La valoración conjunta exigía diferenciar el reconocimiento de 

personas, de la participación en un acto, y el conocimiento del contenido, de la 

verdadera autoría de las publicaciones. 

7).- Séptimo agravio.- “Info SOMU” y canalización por Prensa.- 

a).- Hechos relevantes: La captura de pantalla aportada individualiza al 

Secretario ORDÓÑEZ como el ejecutor material de mi eliminación del grupo. La 

fecha de este episodio hostil se apoya en mi declaración testimonial rendida en el 

debate; debiendo advertirse que la última fecha visible en una captura no debe 

confundirse automáticamente con la fecha técnica y exacta de la remoción. A su 

vez, el correo del 31/05/2023 restringió de facto el canal de publicación de la 

Secretaría de la Mujer, exigiéndole su previa canalización y censura a través de la 

Secretaría de Prensa. 

b).- Aplicación al caso: El innegable carácter funcional, orgánico y 

comunicacional de este grupo de WhatsApp debió confrontarse rigurosamente 

con las declaraciones vertidas en el plenario acerca de la circulación de 

información y convocatorias oficiales, derribando la tesis de que era un mero 

"grupo de amigos". 

Si bien el correo del 31/05/2023 no prueba, interpretado de manera singular 

y aislada, una orden expresa y firmada por DURDOS, el Magistrado debió 

examinarlo inexcusablemente en relación inescindible con el plan sistemático de 

aislamiento y con las decisiones de vaciamiento que sí fueron personalmente 

acreditadas al encartado. No se introduce aquí un nuevo hecho penal sin 

delimitación, sino la prueba del bloqueo continuado de comunicaciones. 
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8).- Octavo agravio.- Correo del 01/08/2023 y conocimiento posterior.- 

a).- Hechos relevantes: El correo electrónico del 01/08/2023 (Asunto: 

“Consejo Directivo”), incluyó expresas referencias y archivos adjuntos vinculados 

con la gravísima situación denunciada y con la plena vigencia de la protección 

judicial. 

b).- Aplicación al caso: Resulta imperativo aclarar que su solo envío a las 

casillas individualizadas es jurídicamente distinto de la acreditación material de 

lectura por parte de cada destinatario.  

Sin embargo, la virulenta respuesta institucional, consignada en la nota 

redactada por la Dra. FOJO, proporciona un dato probatorio fulminante: la 

conducción conocía perfectamente el reclamo. No obstante, ello no permite al 

Juez presumir, de manera retrospectiva y en beneficio del imputado, que 

DURDOS conociera o desconociera cada publicación de mayo al momento exacto 

de su difusión. La secuencia fáctica sirve para examinar el conocimiento posterior 

innegable y el hostil tratamiento del reclamo, no para alterar maliciosamente la 

cronología de cada imputación. 

9).- Noveno agravio.- AGUILAR, RUBIO y límites de las referencias.- 

a).- Hechos relevantes: Durante la declaración de esta Querellante existieron 

menciones incidentales a las personas de AGUILAR y RUBIO, así como 

constancias derivadas del informe del CIJ identificado como INF00045352. 

b).- Aplicación al caso: Las aludidas menciones deben distinguirse 

tajantemente de una declaración testimonial material de esas personas, la cual 

nunca se produjo en el debate. La existencia de meras referencias investigativas 

permite cuestionar la afirmación absoluta de la Defensa de que nunca fueron 

mencionados, pero de ningún modo acredita, por sí misma, que ellos operaran las 

cuentas para eximir a la conducción. El Magistrado yerra al convertir 

elucubraciones o posibilidades investigativas derivadas de un informe técnico en 

una identificación indubitable y probada del autor material, a los únicos fines de 

licuar la responsabilidad ideológica del imputado. 
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10).- Décimo agravio.- Incorporación de respuestas técnicas.- 

a).- Hechos relevantes: En el marco de la investigación se recabaron 

respuestas institucionales de las firmas Meta y Telecom, así como los informes 

técnicos utilizados por el perito informático. 

b).- Aplicación al caso: Bajo estricto apego a la ritualidad penal, dichos 

elementos probatorios se consideran y valoran únicamente en la extensión y 

magnitud en que fueron efectivamente incorporados y reproducidos en el plenario. 

La estéril discusión defensiva sobre el desglose y la individualización documental 

no habilita al juzgador a convalidar ni introducir, en esta instancia de apelación, 

elementos de investigación subrepticios que no fueron legalmente recibidos y 

sometidos a contradicción en el juicio oral. 

11).- Undécimo agravio.- Consecuencia del agravio.- 

a).- Hechos relevantes: El Magistrado, al encontrar supuestas carencias en 

la prueba digital, decidió descartar todo el plexo probatorio en su conjunto, 

absolviendo al encartado de todos los cargos de desobediencia y hostigamiento. 

b).- Aplicación al caso: La prueba digital no debe ser sobrevalorada, pero es 

jurídicamente inaceptable que sea descartada en bloque mediante una 

fundamentación aparente. 

La Excma. Cámara debe aplicar la sana crítica para distinguir con precisión 

materialidad, contexto de asimetría, vinculación de red institucional, 

administración de perfiles y autoría individual. La eventual y supuesta insuficiencia 

técnica de este segmento probatorio digital no puede, bajo ninguna regla de la 

lógica, trasladarse sin más al procedimiento disciplinario y al vaciamiento 

funcional, respecto de los cuales sí existen intervenciones personales, directas, 

orales y confesas del encartado de una naturaleza enteramente distinta. 

 

XVIII.- FUNDACIÓN AZUL Y LA CONVERSACIÓN CON SOLER:  

El presente acápite demuestra la palmaria arbitrariedad valorativa en la que 

incurre la sentencia al desvincular al imputado DURDOS de la expresa prohibición 

de acceso impuesta a mi persona en la sede institucional de la "Fundación Azul". 

Para ensayar dicha desvinculación, el fallo fragmenta los testimonios y relativiza 
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groseramente una prueba de audio fundamental, apartándose de los estándares 

probatorios exigidos en materia de violencia de género. 

1).- Primer agravio.- Episodio y soporte.- 

a).- Hechos relevantes: El hecho material acusado se sitúa históricamente el 

día 16/08/2023. La grabación que lo sustenta de manera irrefutable fue 

debidamente individualizada en CP1 (páginas 532–542) y reproducida en el 

debate oral durante D1-A (tramo 03:10:49–03:13:15). En dicha oportunidad 

procesal, esta parte reconoció expresamente al interlocutor, el Secretario de 

Medio Ambiente Damián SOLER, y el contexto fáctico de la conversación. Resulta 

insoslayable destacar que la propia sentencia de grado (páginas 73–74) tuvo por 

plenamente acreditado el impedimento fáctico de ingreso a la sede, pero 

manifestó infundadas y dogmáticas dudas respecto de la atribución de la orden 

directriz a DURDOS. 

A mayor abundamiento, cabe subrayar que la Defensa Técnica en ningún 

momento desconoció ni impugnó la veracidad de los dichos que surgían del 

audio; se limitó, estérilmente, a solicitar su exclusión probatoria, planteo que fue 

lícitamente rechazado por el Tribunal. 

b).- Aplicación al caso: El Juez a quo incurre en un absurdo lógico al 

sostener que la mera denominación informática o técnica del archivo (“AUDIO-

2023-08-23-11-34-24”) modificaría por sí sola la fecha material y real de 

ocurrencia del episodio, el cual fue debidamente testificado y contextualizado en 

el plenario. La autenticidad del registro sonoro y la materialidad de la proscripción 

de ingreso se encuentran absolutamente fuera de controversia. Que el 

Magistrado, frente a una prueba admitida y no negada en su contenido por la 

contraria, venga a realizar una interpretación exculpatoria basada en conjeturas, 

no se compadece en absoluto con las reglas de la sana crítica racional y pulveriza 

la obligación de "diligencia reforzada" que se exige jurisdiccionalmente en casos 

de violencia contra la mujer. El agravio radica, en definitiva, en la desvinculación 

caprichosa y arbitraria del autor ideológico del mandato de exclusión. 

2).- Segundo agravio.- Validez legal de la grabación aportada por la 

víctima.- 
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a).- Hechos relevantes: A lo largo del proceso, la Defensa de DURDOS 

pretendió sustentar la nulidad y exclusión de los audios amparándose en una 

supuesta prohibición estatutaria y en una afectación a la privacidad. Sin embargo, 

del análisis minucioso del Estatuto Social del Sindicato de Obreros Marítimos 

Unidos (SOMU), NO EXISTE norma alguna que prohíba a los miembros del 

Secretariado registrar las deliberaciones o conversaciones en las que participan 

como interlocutores directos. 

b).- Aplicación al caso: La simple invocación genérica de una supuesta 

“confidencialidad” institucional no puede operar jamás como un manto de amparo 

para la comisión de ilícitos. Aun en el hipotético caso de que existiera una 

cláusula de esa índole, la misma cede de pleno derecho frente al deber jurídico de 

denunciar delitos de acción pública (art. 239 CP). 

El “secreto sindical” no es un escudo de impunidad. En tal sentido, la validez 

probatoria de las grabaciones aportadas por esta Querellante se encuentra 

sólidamente respaldada por la jurisprudencia nacional consolidada. La Excma. 

Cámara Federal de Casación Penal (“VÁZQUEZ”, Sala III, Causa Nº 4779, Rrta. 

el 03/03/2005) ha establecido que “Las grabaciones ‘caseras’, al igual que 

cualquier otra prueba producida por particulares, no pueden considerarse 

genéricamente ilegítimas o inadmisibles. Su valor probatorio debe ser ponderado 

junto a los restantes elementos de cargo y su incorporación no puede ser tachada 

de ilegítima toda vez que se trata de elementos de prueba aportados por 

particulares a los fines de acreditar el hecho que se investiga”. 

Esta doctrina fue ratificada por la misma Sala III (“ABRAMOVICI”, Causa Nº 

35517/2007/TO1/CFC1, Rta. el 04/03/2015), concluyendo que “...este puede ser 

el caso cuando el que graba pretende con la grabación defender sus legítimos 

derechos, sobre todo si está siendo víctima de un delito y con la grabación puede 

ayudar a la identificación del autor y a su castigo”.  

En idéntica línea, la Sala IV de dicho Tribunal (“SKANSKA S.A.”, Causa Nº 

18.579, Rta. el 13/04/2016) validó las grabaciones señalando que “quien habla 

con otro se despoja voluntariamente del secreto de aquello que manifiesta”. A su 

vez, resulta plenamente aplicable el acertado criterio del Fiscal General Dr. Javier 

De LUCA (“H., P. C. F.”, Causa Nº FMP 31006155/2013/3/CFC1,), quien sostuvo: 
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“la grabación es válida porque fue aportada por uno de los dos interlocutores y se 

trata tan sólo del registro o constancia de la comunicación que uno de ellos le 

habría hecho al otro. Cuando una persona se comunica con otra pierde la 

expectativa de privacidad y no tiene derecho a controlar lo que el destinatario 

haga con el contenido de su mensaje… El registro de tal comunicación no 

constituye una injerencia en un ámbito privado, por lo tanto, no está protegido por 

la garantía del secreto de las comunicaciones ni se requiere orden judicial previa 

para enervarla”. 

Finalmente, la Sala VII de la Excma. Cámara Nacional en lo Criminal y 

Correccional (“D., F. A.”, Causa N° 2094/2018, Rta. 28/09/2018) validó 

expresamente las grabaciones realizadas por la víctima con su celular, indicando 

que “no es dable entender que la damnificada debiera haber observado ciertas 

formalidades… el diálogo no puede equipararse a una indagatoria”. En 

consecuencia, no habiendo sido obtenida por medios ilegales, la grabación 

aportada para la defensa de mis derechos frente a un delito no constituye difusión 

ilegal, resultando plenamente lícita, oponible y demostrativa de la verdad material. 

3).- Tercer agravio.- Estándar probatorio en violencia de género: 

Doctrina “TARANCO”.- 

a).- Hechos relevantes: A lo largo del proceso, la Defensa Técnica ensayó 

una estrategia sistemática orientada a horadar la imparcialidad de los testigos 

ofrecidos por esta Querella, pretendiendo imponer como barrera exculpatoria la 

irrazonable exigencia de contar con pruebas directas y asépticas provenientes de 

terceros absolutamente ajenos al conflicto.  

Este estándar probatorio, de cumplimiento diabólico en los ámbitos cerrados 

y asimétricos donde suele perpetrarse la violencia institucional y de género, fue 

incomprensiblemente receptado por el Juez de grado para cimentar sus 

infundadas dudas absolutorias. Sin embargo, la palmaria arbitrariedad del fallo 

alcanza su cénit al evidenciarse un flagrante y agraviante doble estándar 

valorativo: el Magistrado omitió por completo aplicar ese mismo y riguroso 

escrutinio de credibilidad respecto de los testigos propuestos por el imputado 

DURDOS, me refiero a VARGAS y FOJO. 
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En efecto, el sentenciante otorgó plena fe y presunción de objetividad a las 

deposiciones exculpatorias de estos últimos, soslayando deliberadamente que 

ambos se encontraban inmersos en una innegable relación de subordinación 

jerárquica, dependencia estructural y evidente interés directo en el resultado del 

pleito, toda vez que su accionar y permanencia respondían a las directrices 

inalienables del propio imputado DURDOS. Semejante asimetría en la 

ponderación de la prueba quiebra insanablemente las reglas de la sana crítica 

racional y fulmina la garantía de igualdad de armas en el proceso. 

b).- Aplicación al caso: Semejante exigencia desconoce de manera flagrante 

el estándar vinculante fijado por el Tribunal Superior de Justicia de la CABA in re 

“TARANCO”. En dicho precedente se sostuvo, respecto a la clandestinidad, que: 

“Los hechos de violencia doméstica o de género suelen ocurrir en la intimidad... 

Exigir prueba directa y presencial de terceros imparciales constituiría una ‘prueba 

diabólica’ que conduciría sistemáticamente a la impunidad”. Sobre la prevalencia 

del testimonio de la víctima, el TSJ dictaminó: “En este tipo de delitos, el 

testimonio de la víctima cobra un valor probatorio fundamental y preferente, 

debiendo ser analizado no de manera aislada, sino en el contexto de la relación 

asimétrica de poder...”. Y fundamentalmente, respecto a la debida diligencia 

reforzada, estableció: “El principio de libertad probatoria y la obligación estatal de 

investigar con ‘debida diligencia’ (art. 7, Convención de Belém do Pará) imponen a 

los jueces un criterio de ‘amplitud probatoria’. Descartar elementos de convicción 

por formalismos procesales excesivos implica una renuncia a la verdad jurídica 

objetiva...”. De este modo, no sólo resultan incuestionablemente válidas las 

grabaciones aportadas, sino que el estándar de valoración exige una mirada 

amplia y contextualizada, sancionando la asimetría de poder en lugar de premiarla 

con la duda dogmática. 

4).- Cuarto agravio.- Contenido, contexto y alcance de la pretensión.- 

a).- Hechos relevantes: En la grabación obrante en autos constan las 

expresiones insoslayables del dirigente SOLER relativas a la exigencia ineludible 

de acatar los mandatos de "la pirámide" y a la preexistencia de una autoridad 

superior (el "uno") que impartió la directiva inquebrantable de prohibirme la 

entrada. Resulta menester precisar que en el expediente no se produjo la 
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declaración testimonial presencial de SOLER ni una pericia fonética específica 

sobre su voz, habiendo precluido dicha etapa probatoria por decisión judicial firme 

de fecha 23/12/2025. 

b).- Aplicación al caso: Las justificaciones y excusas esgrimidas por SOLER 

en el registro de audio debían ser examinadas por el Juez de grado de manera 

armónica y conglobada junto con las instrucciones expresas de aislamiento que 

ya habían sido relatadas y corroboradas por otros testigos de la causa (v.g. 

MONGE y MIRANDA). Si bien la sana crítica impone reconocer que dicho examen 

aislado no convierte dogmáticamente en verdadera y absoluta toda explicación 

ofrecida por el interlocutor, su espontánea atribución de una orden superior a 

DURDOS resulta un dato indiciario de colosal relevancia que requiere valoración 

de credibilidad y estricta corroboración contextual. 

La peregrina e infundada hipótesis trazada por el Magistrado, según la cual 

SOLER habría responsabilizado falazmente a DURDOS únicamente para justificar 

su propia inconducta o resguardarse, constituye una alternativa teórica que el 

Tribunal podía válidamente considerar; empero, se encontraba inexcusablemente 

obligado a fundamentar y explicar su compatibilidad o incompatibilidad lógica con 

las restantes constancias del plan de asedio (donde quedó sobradamente 

acreditado que todo el gremio acataba la voluntad de la "pirámide"), y no limitarse 

a esgrimirla como una mera posibilidad abstracta para forzar un estado de duda 

en favor del imputado. 

La sola falta de una pericia técnica acústica no vuelve jurídicamente 

imposible ni nulo el reconocimiento directo de una conversación realizado por una 

de las partes en el debate. Esta Querella no solicita en esta instancia reabrir el 

juicio para subsanar omisiones, obtener testimonios tardíos o incorporar prueba 

de cargo no producida oportunamente; tampoco pretende extraer una presunción 

procesal adversa del hecho de que la propia Defensa omitiera citar a SOLER al 

plenario. El agravio, concreto y fundado, solicita a la Alzada revisar con severidad 

si la duda declamada por el a quo fue legítimamente construida mediante el 

examen conjunto y razonado de las fuentes. Si subsiste una duda probatoria tras 

aplicar la debida diligencia reforzada, bajo ningún concepto corresponde suplirla o 



95 
 

sortearla apelando ciegamente a la jerarquía sindical del acusado como escudo 

de impunidad. 

 

XIX.- CLAUSURA DE LA QUERELLA, RESPUESTA A LA TESIS POLÍTICA 

Y DESPLAZAMIENTO DEL DEBATE HACIA EL PATROCINANTE:  

Este agravio denuncia la maniobra argumental del fallo, que acogió la 

estrategia de la Defensa tendiente a desplazar el eje del debate desde la 

comprobación de los hechos de violencia institucional hacia una estéril discusión 

política y una injustificada estigmatización del patrocinio letrado de esta Querella. 

1).- Primer agravio.- Pretensión sostenida al concluir.- 

a).- Hechos relevantes: Durante el alegato de clausura de esta Querella 

(desarrollado en D2-C, tramo 00:00:33–01:17:34), se mantuvo de manera 

inalterable la estricta distinción dogmática entre los actos penal y personalmente 

atribuidos al acusado y su mera responsabilidad estatutaria por el cargo que 

inviste. 

b).- Aplicación al caso: En dicha clausura se precisó con lealtad procesal 

que el automóvil jamás había sido formalmente asignado; se individualizó la 

cronología exacta del viaje a los Estados Unidos; se relacionaron 

indisolublemente la revocación de la licencia de MIRANDA, el impago asfixiante 

de BRUNO y la ausencia deliberada de colaboradores; y se distinguió 

jurídicamente la simple vinculación técnica de una dirección IP respecto de la 

identificación probada y personal de quien operó las publicaciones. Asimismo, se 

sostuvo categóricamente que la colegialidad de los órganos no elimina la 

responsabilidad penal ni la intervención ideológica de quien convoca, propone o 

impulsa una decisión lesiva, sin pretender atribuirle absurdamente la totalidad de 

los votos emitidos por terceros. Todas estas precisiones conceptuales debieron 

ser ineludiblemente consideradas por el Juez al examinar el alcance real de la 

acusación, no correspondiendo refutar, en una sentencia absolutoria, una "tesis 

de responsabilidad automática" que esta Querella jamás sostuvo como 

fundamento de condena. 

2).- Segundo agravio.- Conflicto político y acceso a la justicia.- 
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a).- Hechos relevantes: El Magistrado diluyó la gravedad material de los 

hechos de violencia comprobados, argumentando de manera dogmática que el 

conflicto se enmarcaba en una típica y genérica disputa gremial. Al asumir, sin 

sustento probatorio alguno, que la presente denuncia operaba como un mero 

artilugio electoral, el Juez a quo incurrió en una inaceptable ceguera axiológica: 

soslayó por completo que la acción judicial fue interpuesta en los albores del inicio 

de la segunda gestión, y que esta Querellante, lejos de perseguir un provecho 

proselitista o político, ni siquiera ha postulado su candidatura en la contienda 

electoral actual. Semejante omisión temporal y fáctica desbarata de raíz la falaz 

premisa absolutoria esgrimida en el fallo para deslegitimar el genuino reclamo de 

justicia. 

b).- Aplicación al caso: La probada existencia de una ríspida interna gremial 

o de diferencias políticas no demuestra, ni habilita a presumir jurídicamente, que 

la denuncia penal por hostigamiento sea falsa. Del mismo modo, huelga 

reconocer que la sola condición de víctima invocada por esta parte no torna 

mágicamente verdaderos la totalidad de los hechos relatados. La valoración 

jurisdiccional debía recaer, con estricta objetividad, sobre las pruebas producidas, 

las manifestaciones contemporáneas documentadas y la consistencia lógica de 

las explicaciones defensivas. La mera expectativa electoral, la oposición sindical 

estructural o los vínculos profesionales no pueden ni deben reemplazar el examen 

pericial y testimonial de los hechos. 

El precedente “SANZ” (Fallos: 343:133, Sentencia del 27/02/2020) se invoca 

y conserva en este agravio únicamente por la colosal relevancia que dicha 

argumentación le asigna al contexto hostil y a las posibles represalias sistémicas 

frente a una denuncia laboral. Bajo ningún concepto se trasladan sus hechos 

fácticos al presente caso, ni se utiliza su doctrina como una presunción general y 

dogmática de veracidad incondicionada de quien denuncia. 

3).- Tercer agravio.- Cuestionamientos al patrocinante.- 

a).- Hechos relevantes: A lo largo del debate, la Defensa interpuso múltiples 

cuestionamientos direccionados a socavar la labor profesional del Dr. SAUCEDO, 

aludiendo a su intervención en asuntos legales de otros dirigentes opositores. 
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b).- Aplicación al caso: La legítima y profesional intervención del Dr. 

SAUCEDO en asuntos jurídicos de otros dirigentes del gremio no acredita, bajo 

ninguna regla probatoria, una concertación ilícita, una conspiración institucional ni 

una supuesta "fabricación" de prueba de cargo. Las referencias formuladas 

durante la réplica respecto de la actuación profesional del letrado de la 

contraparte poseen exactamente el mismo límite material: tampoco demuestran, 

por sí solas, irregularidad procesal o la falsedad ideológica de otros procesos en 

trámite. La controversia jurídica debía permanecer centrada de manera exclusiva 

en los hechos acusados y probados. La identidad nominal de los abogados, su 

intervención profesional en asuntos vinculados o la vehemencia y firmeza técnica 

con la que interrogaron en el debate, no sustituyen, ni eximen al Juez de la 

valoración de las respuestas evasivas de los testigos y la contundencia de los 

documentos. Las atinadas observaciones del Magistrado en audiencia acerca de 

que no había advertido inconducta profesional alguna del patrocinante, impiden a 

la Alzada o a la Defensa convertir ese tenso intercambio dialéctico en una razón 

implícita y espuria para restar valor o legitimidad a las preguntas que buscaban 

desenmascarar las contradicciones de los testigos de la patronal. 

4).- Cuarto agravio.- Intervención personal de esta Querellante.- 

a).- Hechos relevantes: Mi intervención personal y final en el debate, 

registrada en D2-C (tramo 01:17:45–01:19:55), expresó con vehemencia la 

profunda afectación psicológica e institucional que atribuí a la imposibilidad 

material de desarrollar mi representación, y la genuina preocupación por las 

trabajadoras marítimas que debían contar con la operatividad de esa Secretaría. 

b).- Aplicación al caso: El innegable valor probatorio de dicha alocución 

consiste en dejar constancia histórica de la posición sostenida por la víctima y del 

alcance personal, moral e institucional del reclamo formulado. No se utiliza 

procesalmente como una prueba autónoma e independiente de los hechos ya 

declarados y probados en la etapa de producción, ni mucho menos como una 

ampliación extemporánea de la plataforma acusatoria. La pretensión última de 

este proceso penal fue recuperar pacíficamente la posibilidad de gestionar y 

obtener una respuesta judicial resarcitoria y sancionatoria al trato denigrante 
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denunciado, no sustituir, mediante el uso abusivo del proceso penal, la libérrima 

decisión electoral y política de los afiliados del sindicato. 

5).- Quinto agravio.- Actuaciones ante organismos y alcance de los 

reclamos.- 

a).- Hechos relevantes: La Defensa argumentó una presunta inacción o falta 

de apoyo estatal frente a los reclamos de esta parte. 

b).- Aplicación al caso: Las reiteradas referencias a los organismos de 

asistencia, al Ministerio de las Mujeres y a otras gestiones de carácter 

institucional, deben valorarse con estricto apego a sus constancias documentales. 

No corresponde jurídicamente afirmar o presumir que jamás existió respuesta por 

parte del Estado, toda vez que, en la realidad fáctica, sí se dictaron medidas 

judiciales protectorias y constan intervenciones documentadas en los legajos. La 

crítica casatoria se dirige, de manera inquebrantable, a la manifiesta insuficiencia 

y orfandad argumental de la respuesta concreta del fallo frente a la contundencia 

de la prueba rendida en el debate. 

Tampoco se admiten ni se incorporan en esta instancia como "hechos 

acreditados" las meras expresiones retóricas, las imputaciones cruzadas a 

terceros ajenos o los hipotéticos resultados de otros procesos judiciales o 

administrativos que no fueron debida, oportuna y legalmente introducidos en el 

plenario.  

 

XX.- EXPLICACIONES PRELIMINARES DEL JUEZ: RECONOCIMIENTOS 

RELEVANTES Y SU RELACIÓN CON LOS FUNDAMENTOS ESCRITOS:  

El corolario de la arbitrariedad se perfecciona al constatar la abismal fractura 

lógica existente entre las confesiones fácticas y orales vertidas por el Magistrado 

instantes previos al veredicto, y la estructura absolutoria plasmada posteriormente 

en los fundamentos escritos. El Juez reconoció el daño, el sesgo de género, la 

inacción del imputado y la reticencia de los testigos, para luego claudicar en su 

deber de subsumir penalmente esas conductas acreditadas. 

1).- Primer agravio.- Alcance de las manifestaciones orales.- 
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a).- Hechos relevantes: El Juez de grado efectuó una serie de explicaciones 

preliminares orales (registradas en D2-D) justificando su postura frente a las 

partes antes de la lectura del fallo. 

b).- Aplicación al caso: Las sentidas explicaciones orales y preliminares 

obrantes en D2-D deben examinarse indefectiblemente de consuno con los 

fundamentos escritos de la sentencia atacada. Si bien es pacífico que dichas 

expresiones informales no sustituyen legalmente al acto jurisdiccional de la 

sentencia ni permiten extraer frases aisladas o descontextualizadas como si 

constituyeran, por sí mismas, una "declaración de culpabilidad" anticipada; su 

suprema relevancia recursiva consiste en identificar, de boca del propio 

sentenciante, los reconocimientos fácticos, las comprobaciones empíricas y los 

criterios de valoración íntima que, imperativamente, debían haber encontrado 

luego una articulación lógica, subsumible y consistente en la motivación escrita 

del fallo. 

2).- Segundo agravio.- Reclamos justos y afectación de la Secretaría.- 

a).- Hechos relevantes: En el registro D2-D (tramo 00:02:25–00:02:32), el 

magistrado expresó textualmente: “Entiendo que la señora SANTILLÁN tiene 

reclamos justos y esos reclamos justos no están puestos en duda a mi 

criterio”. Acto seguido, también reconoció de manera explícita las 

perniciosas consecuencias negativas y el impacto destructivo sobre el 

funcionamiento material de la Secretaría de la Mujer y sus políticas. 

b).- Aplicación al caso: Es cierto que ese expreso reconocimiento moral y 

fáctico de la justicia de mis reclamos no obliga jurídicamente, de forma 

automática, a dictar una condena penal. Exigía, sin embargo, del Juez a quo el 

ineludible deber funcional de diferenciar con precisión quirúrgica qué reclamos 

específicos se consideraban materialmente acreditados, qué grado de 

intervención personal y dolosa del imputado se tuvo por probada en dichos 

hechos, y explicar razonadamente por qué tales conductas probadas y dañosas 

no satisfacían los presupuestos objetivos y subjetivos de las figuras penales y 

contravencionales acusadas. 
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3).- Tercer agravio.- Sesgos de género.- 

a).- Hechos relevantes: En D2-D (tramo 00:03:55–00:04:34), el Magistrado 

manifestó con absoluta claridad:  

“En algunos de los casos sí veo claros sesgos de violencia de género, 

como por ejemplo esas publicaciones que se vieron en perfiles, en donde 

aparece la señora SANTILLÁN casándose con el señor VILLALBA, o incluso 

hubo preguntas, también tengo que ponerlo en manifiesto, hubo preguntas a 

los testigos, en particular al señor VILLALBA, que manifiestan un claro 

sesgo de violencia de género”. Y agregó como corolario: “Reducir todo este 

problema a una cuestión de que la señora SANTILLÁN es mujer, entonces 

seguramente tiene alguna relación, o si tuvo o no tuvo alguna relación 

sentimental, algo que no se le haría a un hombre, y que se le hace a una 

mujer. Entonces eso entiendo que es parte de la violencia de género”. 

b).- Aplicación al caso: La innegable comprobación material de la existencia 

de esas manifestaciones vejatorias debía relacionarse inexcusablemente con el 

análisis general del contexto asimétrico, institucional y punitivo.  

No basta con reconocer moralmente su existencia para luego, en un salto al 

vacío argumental, excluir en la sentencia toda la dimensión del agravante de 

género bajo la endeble premisa de que la mera presencia de "varones que 

también sufrieron represalias" licuaba la violencia machista comprobada. Esta 

Querella no pretende imputar ni atribuir a DURDOS la autoría material de las 

reprochables preguntas formuladas en el debate por su propio abogado defensor. 

Lo que se señala, con estrictez lógica, es que el propio magistrado identificó y 

comprobó una matriz y modalidad netamente estereotipada de lectura del 

conflicto por parte de la cúpula, dato fundamental e insoslayable para controlar, 

desvirtuar y casar la falsa premisa general de igualdad utilizada en la absolución. 

4).- Cuarto agravio.- Credibilidad de los testigos.- 

a).- Hechos relevantes: En su alocución previa, el Magistrado reconoció que 

la cúpula sindical operaba con un pacto de silencio, utilizando la expresión de que 

determinados participantes “se hacían los distraídos”. 

b).- Aplicación al caso: Esa franca expresión judicial relativa a la omertá 

sindical no equivale legalmente a declarar falso o nulo todo lo que dichos testigos 
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dijeron bajo juramento. Empero, su colosal importancia recursiva reside en la 

imperiosa necesidad de que el Juez explique de manera fundada y lógica por qué, 

pese a haber constatado y sufrido él mismo las groseras limitaciones de memoria, 

las evasivas o las reticencias observadas en la audiencia, procedió de igual modo 

a utilizar y recostarse sobre las respuestas de esos mismos testigos esquivos 

como sustento dogmático de la supuesta "regularidad institucional" del accionar 

de DURDOS. La evaluación de la prueba debe individualizar rigurosamente las 

respuestas afectadas por esa comprobada mendacidad, no trasladar una 

impresión global de indulgencia a la totalidad de una declaración viciada. 

5).- Quinto agravio.- Probabilidad y estándar penal.- 

a).- Hechos relevantes: En el registro D2-D (tramo 00:11:02–00:11:31), el 

magistrado ensayó la siguiente y letal confesión sobre su íntima convicción:  

“con relación a esos hechos, si ustedes me preguntan a mí si el señor 

Durdo sabía de esos hechos y si el señor Durdo los ordenó o incluso los 

conocía y no hizo nada, yo considero que sí, yo creo que sí. Pero no es lo 

que yo creo, sino lo que se prueba. Entonces, probabilidades, creo que lo 

más probable es que el señor Durdo conociese, muy bien eso”. 

A continuación, justificó su absolución amparándose en la supuesta duda: 

“Pero después está el estándar probatorio del proceso penal y ese estándar 

probatorio del proceso penal, en este caso concreto, creo que no se ha 

superado”. 

b).- Aplicación al caso: Ambas partes del defectuoso razonamiento judicial 

deben conservarse y atacarse. Esta Querella no incurre en el absurdo de afirmar 

que el Magistrado tuviera por acreditada dogmáticamente la culpabilidad y 

absolviera prevaricando por ese solo hecho. 

La distinción académica entre probabilidad y prueba de certeza suficiente es, 

en teoría, procesalmente correcta. El núcleo del agravio casatorio reside en 

determinar si la supuesta "insuficiencia probatoria" declamada por el Juez fue 

válidamente establecida después de integrar, valorar y tamizar la totalidad de las 

corroboraciones indiciarias, testimoniales y documentales aportadas, o si, por el 

contrario, dicho estado de duda fue el fruto viciado de premisas dogmáticas que 
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excluyeron, ex ante, elementos probatorios de cargo colosalmente relevantes 

(como la confesión del imputado o los correos desoídos). 

A mayor abundamiento, las supuestas "dudas" procesales relativas a las 

publicaciones digitales o a las actuaciones periféricas de terceros subalternos no 

podían, bajo ninguna regla de la sana crítica, trasladarse o contagiarse sin 

distinción analítica a los actos personales, probados y documentados del 

procedimiento disciplinario que el propio fallo sí atribuyó de manera directa a la 

autoría del acusado. 

6).- Sexto agravio.- Última ratio y vías alternativas.- 

a).- Hechos relevantes: El fallo esboza que los conflictos internos del gremio 

debían encontrar cauce en otras jurisdicciones (laboral o administrativa), 

aplicando el principio de última ratio del derecho penal para eximir el accionar del 

encartado. 

b).- Aplicación al caso: Constituye una falacia jurídica sostener que la sola 

existencia teórica de otras vías de resolución pacífica o administrativa excluye o 

suprime la aplicación imperativa de un tipo penal de orden público 

(desobediencia), cuando todos y cada uno de sus elementos objetivos y 

subjetivos resultan materialmente acreditados en el debate.  

El loable carácter de "última ratio" del sistema represivo exige rigor extremo 

en la interpretación hermenéutica y en la comprobación de la prueba; más, de 

ningún modo, autoriza a los jueces a consagrar una inmunidad corporativa 

general para aquellas "decisiones institucionales" de la cúpula que vulneren un 

mandato cautelar y constituyan, a todas luces, el flagrante incumplimiento de una 

orden emanada de un magistrado judicial competente. 

7).- Séptimo agravio.- Costas.- 

a).- Hechos relevantes: La sentencia impuso las costas procesales en el 

orden causado, admitiendo expresa y paradójicamente que esta Querella 

ostentaba razones plausibles, fácticas y jurídicas para litigar y promover la acción. 

b).- Aplicación al caso: Si bien el reconocimiento judicial sobre la 

plausibilidad del reclamo reafirma que la plataforma fáctica y la denuncia 

originaria jamás obedecieron a una elucubración infundada ni a una temeridad 

procesal —sino a un clamoroso estado de violencia que la justicia penal se negó 
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arbitrariamente a sancionar—, esta parte se agravia frontalmente de la injusta 

distribución de las costas por su orden. En estricta aplicación del derecho y bajo 

una ineludible perspectiva de género, la totalidad de los gastos causídicos deben 

ser soportados de manera exclusiva y excluyente por el denunciado.  

Ha sido el accionar sistemático, obstativo y antijurídico del imputado 

DURDOS el que ha obligado de forma inexorable a esta víctima a litigar y a 

someterse al rigor y desgaste de un proceso judicial para defender sus funciones 

y exigir el cese del hostigamiento.  

Obligar a la mujer víctima a absorber los dispendios económicos de un litigio 

al que fue coactivamente empujada por el asedio institucional de su agresor, 

constituye una flagrante revictimización patrimonial que vulnera los estándares 

internacionales de tutela efectiva y reparación integral (Convención de Belém do 

Pará y Ley 26.485). Por consiguiente, corresponde la revocación del fallo en este 

acápite, imponiéndose las costas íntegramente al encartado. 

 

XXI.- TIPICIDAD CONTRAVENCIONAL, UNIDAD DE CONDUCTA Y 

PRESCRIPCIÓN:  

El tratamiento de la tipicidad contravencional y de la prescripción de la 

acción penal exige un escrutinio riguroso y sistemático de las constancias 

procesales preexistentes al debate. El Magistrado de grado declaró erróneamente 

la extinción de la acción contravencional, desoyendo no solo la naturaleza 

continuada de los actos de hostigamiento, sino ignorando resoluciones judiciales 

previas y firmes que ya habían zanjado y validado la plena vigencia de la acción, 

consagrando con ello una denegación de justicia. 

a).- Hechos relevantes: La resolución de fecha 23/12/2025 (Actuación 

2610421/2025), dictada en la etapa de instrucción por la Juez a cargo del 

Juzgado PCyF N° 8, Dra. Natalia Marcela MOLINA, rechazó expresamente el 

planteo extintivo articulado por la Defensa Técnica y consideró válida y 

temporánea la formulación completa del requerimiento de la Querella del 

11/08/2025, sosteniendo inalterable la continuidad de determinadas conductas de 

hostigamiento. 
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b).- Aplicación al caso: La Juez a cargo de la instrucción, al dictar el auto de 

clausura y elevación a juicio, evaluó pormenorizadamente los plazos procesales y 

determinó, con fuerza de preclusión, que la acción contravencional no se 

encontraba prescripta, validando dogmáticamente la teoría de la conducta 

continuada.  

Resulta inaudito y arbitrario que el Juez de debate omita considerar en su 

fallo que la prescripción de la acción, por revestir la innegable naturaleza de 

instituto de orden público, debió y pudo haber sido declarada de oficio por la 

Jueza instructora en aquella primigenia oportunidad procesal si efectivamente los 

plazos hubiesen estado vencidos. Ello obedece al principio de economía procesal, 

cuyo fin es no generar un dispendio jurisdiccional innecesario y gravoso para las 

arcas del Estado, evitando llevar a cabo la costosa sustanciación de un debate 

oral y público por hechos que presuntamente se hallarían extintos.  

La insólita reapertura de esta discusión zanjada, coronada en una sentencia 

absolutoria que no incorpora nuevos elementos fácticos que la justifiquen, 

constituye un retroceso procesal inaceptable que consagra la impunidad del 

victimario. 

 

XXII.- VALORACIÓN INTEGRAL, TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y 

DOCTRINA “GÓNGORA”:  

La escisión analítica que el Magistrado imprimió a la prueba pulverizó el 

contexto de violencia institucional y de género, decantando en un fallo arbitrario 

que infringe la normativa supra legal y los precedentes rectores de la Corte 

Suprema. La desobediencia judicial y el hostigamiento no fueron arrebatos 

aislados, sino el corolario de un plan orquestado cuya valoración integral resulta 

insoslayable para la justa revocación del fallo. 

1).- Primer agravio.- Violación a la tutela judicial efectiva y 

revictimización institucional.- 

a).- Hechos relevantes: El Magistrado diluyó la gravedad de los hechos 

comprobados, fragmentó la prueba testimonial y documental, y dictó una 

absolución general basada en presunciones de regularidad estatutaria que no se 

condicen con la realidad probatoria del plenario. 
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b).- Aplicación al caso: En el sub lite se verifica, de manera palmaria y 

lacerante, una falta absoluta de tutela judicial efectiva y una flagrante denegación 

de justicia. El Estado, a través de este pronunciamiento jurisdiccional, ha brindado 

una falta de respuesta eficaz durante todo el proceso, lo que desencadena en una 

resolución absolutoria que resulta jurídica y fácticamente incompatible con las 

constancias objetivas de la causa y con las contundentes pruebas producidas en 

el debate. La valoración probatoria sesgada, dogmática y parcializada del Juez a 

quo consagra una aberrante revictimización institucional, obligando a esta mujer 

dirigente a transitar un proceso desgastante, asimétrico y hostil para culminar, 

inicuamente, en la impunidad de su agresor. Consecuentemente, el resolutorio 

impugnado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con 

aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, configurando un 

supuesto típico e invalidante de arbitrariedad de sentencia. 

2).- Segundo agravio.- Inobservancia de la Doctrina "GÓNGORA" 

(CSJN).- 

a).- Hechos relevantes: La sentencia de grado extingue la acción 

contravencional por prescripción y absuelve de los cargos de desobediencia 

minimizando el contexto de asimetría, ignorando la estricta obligación del Estado 

de juzgar y sancionar la violencia de género. 

b).- Aplicación al caso: El temperamento adoptado por el Juez de grado no 

se compadece en lo absoluto con la consolidada y obligatoria doctrina emanada 

de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re "GÓNGORA” (Fallos: 336:392, 

Sentencia del 23/04/2013). 

Dicho precedente rector establece la obligación estatal ineludible —derivada 

imperativamente del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará— de 

investigar, juzgar y sancionar la violencia contra la mujer a través de un debate 

amplio, impidiendo dictar resoluciones extintivas prematuras o salidas alternativas 

que frustren la finalidad convencional de erradicar la violencia de género. Al 

declarar prescripta la contravención retrotrayendo etapas superadas, y absolver 

de la desobediencia mediante un razonamiento fragmentario y parcializado que 

invisibiliza el hostigamiento, el Magistrado ha violado este mandato internacional 

expreso, priorizando un formalismo ritual y dogmático en abierto desmedro de los 
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compromisos asumidos por el Estado Argentino frente a la comunidad 

internacional. 

 

XXIII.- RESERVAS DE INCONSTITUCIONALIDAD Y DEL CASO 

FEDERAL: 

En atención a la dimensión constitucional y convencional de los agravios 

desarrollados, dejo expresamente planteadas y mantenidas las cuestiones que 

sustentan esta impugnación y solicito su tratamiento específico. Para el supuesto 

de que subsistan las vulneraciones denunciadas, formulo las reservas de recurrir 

ante el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y, 

agotadas las vías locales pertinentes, ante la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, con observancia de los requisitos propios de cada recurso y en los 

términos que se precisan a continuación. 

a).- Cuestiones constitucionales y convencionales comprometidas.- 

Las vulneraciones desarrolladas en este recurso comprometen de manera 

directa las garantías del debido proceso, la defensa en juicio, la igualdad ante la 

ley y la tutela judicial efectiva. El planteo no se agota en una discrepancia con el 

resultado absolutorio: se sustenta en los defectos de motivación denunciados, la 

valoración fragmentada de pruebas conducentes, la exclusión de la dimensión de 

género por la existencia de una controversia política y la interpretación restrictiva 

de la orden protectoria que amparaba a esta Querellante. 

En consecuencia, dejo expresamente planteada la cuestión relativa a la 

interpretación y aplicación de los artículos 16, 18 y 75, inciso 22, de la 

Constitución Nacional, y de las garantías de igualdad, protección judicial y no 

discriminación reconocidas en la Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer —CEDAW—, particularmente su 

artículo 2, inciso c). Asimismo, invoco el derecho a una vida libre de violencia y los 

deberes de debida diligencia y protección judicial efectiva establecidos en los 

artículos 3, 4, 6 y 7 de la Convención de Belém do Pará.  

La afectación constitucional que se denuncia reside en la insuficiencia de la 

respuesta jurisdiccional frente a los agravios concretamente formulados. No se 

postula un derecho a obtener condena ni se pretende desplazar la presunción de 



107 
 

inocencia, sino obtener una decisión fundada que examine adecuadamente la 

acusación, las pruebas incorporadas y los derechos invocados.  

b).- Reserva del recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal 

Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.- 

Para el supuesto de que la decisión de esa Excma. Cámara mantenga las 

lesiones constitucionales denunciadas, formulo expresa reserva de interponer el 

recurso de inconstitucionalidad para ante el Tribunal Superior de Justicia de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforme al artículo 113, inciso 3, de la 

Constitución local y a los artículos 27 y 28 de la Ley 402. El recurso será deducido 

ante el tribunal que dicte el pronunciamiento que lo motive, con observancia de 

sus requisitos de procedencia, fundamentación y oportunidad. Queda igualmente 

reservada, en caso de denegación, la vía de queja prevista por el artículo 33 del 

mismo ordenamiento.  

La cuestión constitucional se vincula específicamente con la validez del 

pronunciamiento como acto jurisdiccional y con la eficacia de las garantías 

invocadas, por lo que solicito su tratamiento expreso al resolver la presente 

impugnación. 

c).- Reserva del caso federal.- 

Asimismo, para el supuesto de que, agotadas las vías locales idóneas, 

subsista un pronunciamiento adverso que desconozca los derechos 

constitucionales y convencionales aquí invocados, dejo expresamente formulada 

la reserva del caso federal y de interponer recurso extraordinario federal para ante 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los términos de los artículos 14 y 15 

de la Ley 48. La cuestión federal comprende la inteligencia, operatividad y 

aplicación de las disposiciones constitucionales y de los tratados individualizados, 

en cuanto la decisión recaiga contra los derechos que esta parte funda en ellos.  

Se mantiene, además, el planteo de arbitrariedad de sentencia desarrollado 

en este recurso, referido a defectos decisivos de fundamentación que, según se 

ha explicado, impiden considerar las conclusiones impugnadas como una 

derivación razonada del derecho vigente aplicada a las constancias de la causa. 

No se invoca esa doctrina como una vía para reeditar cualquier discrepancia 

probatoria, sino para obtener el control de los vicios concretamente identificados.  
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Por lo expuesto, solicito que se tengan por expresamente planteadas y 

mantenidas estas cuestiones y reservas, con sujeción a los requisitos propios de 

cada vía recursiva, y que se dicte un pronunciamiento específico sobre su 

vinculación con los agravios sometidos a revisión. 

 

XXIV.- PETITORIO: 

Por todo lo expuesto, a VVEE solicito: 

1).- Se tenga por interpuesto y fundado el recurso de apelación contra los 

puntos II y III de la sentencia cuyos fundamentos fueron dictados el 14/09/2026 

(Actuación 2138474/2026), correspondiente al veredicto del 04/09/2026, y contra 

la distribución de las costas por su orden.  

2).- Se admita la impugnación integral dentro del plazo de diez días, 

conforme al apartado II; subsidiariamente, se preserve el tratamiento autónomo 

del recurso relativo al delito de desobediencia, cualquiera sea la decisión sobre la 

tempestividad del segmento contravencional.  

3).- Se conceda el recurso y se eleven las actuaciones con la sentencia, su 

notificación, los registros íntegros del debate y la prueba efectivamente 

incorporada.  

4).- Se haga lugar a los agravios y se dejen sin efecto las absoluciones 

impugnadas y el fundamento de prescripción contravencional, examinando la 

continuidad alegada y las incidencias temporales acreditadas, sin trasladar la 

eventual extinción contravencional a la acción penal por desobediencia.  

5).- Cuando proceda resolver una cuestión de puro derecho sobre hechos 

debidamente fijados en la sentencia, se dicte condena conforme al artículo 300 

del CPPCABA, dentro de los límites de la acusación y de las pretensiones 

sancionatorias mantenidas. Subsidiariamente, se disponga la anulación que 

corresponda conforme a los arts. 299 y 301, sin renovar el juicio para subsanar 

carencias probatorias de la acusación.  

6).- Se revoque la imposición de costas por su orden y se las imponga 

íntegramente al imputado Raúl O. DURDOS, conforme al agravio específico 

desarrollado.  
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7).- Se tengan por planteadas y mantenidas las cuestiones constitucionales y 

convencionales y las reservas de inconstitucionalidad y del caso federal, con 

pronunciamiento expreso sobre ellas.  

 

Provean VV.EE. de conformidad que, 

SERÁ JUSTICIA.- 
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